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San José, 19 de agosto de 2002 

Dr. Daniel Gndea Nieto 

Director del Área de Investigación 
Fuculttid de Derecho 
Universidad de Costa R i c ~  
S .  M. 

Por la presente le extiendo Un cordial saludo, y a la vez hago de su 
conocimiento que, en calidad cie Director de Tesis, he revisado 
minuciosamente el Trabajo Final de Graduación denominado 
"Análisis político, constitucional y crirninológico del cierre de vías 
plíblicas como mecanismo de protesta social", propuesto por el 
egresado de esta Facultad, Oscar Arévalo Solórzano. 

La tesis cuya aproba-ción se extiende aborda tema actiial v complejo. 
Actual, pues es notoria ia uhlización frecuente del cierre de vías 
públicas como mecanismo de protesta popular o gremial, para de esta 
forma obtener satisfacción a demandas efectuadas a entidades pública. 
Y, precisamente en el debate sobre la prevalencia de la libertad de 
tránsito y los derechos de asociación, reunión y expresión es cobre los 
que gravita la investigación. 



Destaca además, el trasfondo sociopolítico con que el postuiante 
formula una serie de interrogantes acerca de las razones que explican 
el citado fenómeno. De modo que, lejos de constituir en una mera 
recopilación de normas, el autor analiza la problemática social 
subyacente. 

Por último, apostado en el Derecho de la Constitución y amparado en 
principios de Derecho Penal, cuestiona la vigencia y aplicación de 
normas penales que pretenden reprimir ese tipc de conductas. 

Por lo anterior, en mi condición de director del Trabajo final de 
graduación, le informo así del resultado satisfactorio que ha logrado 
obtenerse con la Tesis de Grado para optar al Título de Licenciado en 
Derecho. En consecuencia, por cumplir con los requisitos de forma y 
fondo exigidos por el Área que Usted dirige, apruebo la Tesis para su 
discusión oral,, ante el Tribunal 

Atentamente, 



San José, 19 de tzgosto de 2002 

Dr. Daniel Gadea Nieto 

Director del Área de Investigación 
Faczr ltad de Derecho 
Uíii~ersidad de Cosfii. Rica 
S. M. 

Estimado profesor: - 

Por :a presente le extiendo un cordiai saludo, y a la vez hago de su 
conocimiento que, en calidad de Lector de Tesis, he revisado y 
aprobado Trabajo Final de Graduación denominado "Análisis político, 
constitrrcíonal y criminológico del cierre de vías pzíblicas corno 
~necanismo de protesta socialff, propuesto por el egresado de esta 
Facultad, Oscar Arévalo Solórzano. 

Atentamente, 

Profesor 



San José, 19 de agosto de 2002 

Ds. Daniel Gadea Nieto 

Director del Área de Investigación 
Facultod de Derecho 
Universidad de Costg Rica 
s. ?d. 

Estinado profesor: 

Por la presente le cxtieiido un cordial saliido, y a la vez hago de su 
conociiliiento que, en calidad de Lector de Tesis, he r~visñdo y 
aprobado Trabajo Final de Graduación denominado "Anhlisis político, 
constitricio;:al y crirninológico del cierre de vías príblicas corno 
rnecanisrno de protesta socialff, propuesto por el egresado de esta 
Facultad, Oscar Arévalo Solórzano. 

Atentamente, 

Jziez ~rr%rrnal de Casación Penal 
Profesor 
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L I S T A  D E  PALABRAS CLAVES: Bloqueos, c ierre a e  vías 
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sociales, Derect-lo Penal, Derecho Constitucional, Derechc 

Penal Constitucionai, Der.eci>o Político, Crirniriologia, 

Desobediencia Civil, PoIItica, Poiítica Criminal, piqueteroc, 

rnov imientos sociaies, derecho penal !ninirno, control  social, 
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A pa r t i r  de l  vo to  3020-00 de la Sala Constitucional, queda claro que  es 

const i tuc ionalmente ainparable el derecho a la protesta social s iempre 

q u e  se d e  dentro d e  u n  marco pacífico. 

La tesis t iene los siguientes objet ivos: 

De te rm ina r  si el derect-io de ¡as y los habi tantes a mani festar  su  

d isconformidad en  forma pública y pacífica med ian te  el mecanismo d e  

cierre d e  vías públicas, corno una forma de hacer "sent i r"  sus demandas, 

t iene un fundamento  y amparo constitucional. 
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Aportar una  visión integrada del Derecho Perial y el Derecho 

Constitucional en una perspectiva "historizada" de los valores sociales. 

I ndagar  cual es el bien jurídico tutelaclo mediante la reacción penal. 

Determinar  si el núcleo de  derechos políticos como son los de expresión, 

reunión, manifestación, petición y en  general a la pzrt icipación polít ica 

de la sociedad civil, pueden compatibi l izarse con el cierre temporal  y 

parcial de vías públicas como mecanisrno de protesta social, e n  cuyo 

caso tendr íamos una cacsa de atipicidad conglobante para las conductas 

que se adecuen estos tipos, cuando de protestas sociales sobre asuntos 

públicos se t ra ta.  Ante este creciente distanciamiento entre los intereses 

de  los ciudadanos y los de una "acción política" autoriornizada en func ión 

de la " r ~ i z ó n  técnica" (tecnificación de  la pelitica), que produce "aut ismo" 

y sor-der-a en  los dir-igentzs, los ciudadanos y c i u d a d a n ~ s  nan optadv cc:: 

rnayor  frecuencia a la  protesta en  las calles, util izarido con-10 m e c a r ~ i s m o  

pr iv i iegiadz el cierre d ?  vías. 

- 
i ambién se analiza esta conducta a la luz de  los cierect-ios a la libi-e 

expresión y a la part icipación poiitica, entendida, la parEicil~ación política 

en  u n  sent ido ainplio, corno la palabra que tenernos que decir  los 

ciudadanos sobre la conducción de los asuntos de la República, son 

derechos que, sobre todo e n  interpretación integrada t ienen pr ior idad 

sobre la " imagen abstracta" e ideológica de "orden público" y "seguridad 

jurídica". 

Todo enrnarcado eri u11 enfoque ético que par te de que cualqi i ier 

solución social a u n  problema, o proyecto social, no debe incluir  v íc t imas 

humanas  d e  n i n g í ~ n  t ipo, ni en  el futuro, n i  e n  el t iempo concreto 

presente. 
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Se realiza u n  análisis desde la disciplina del derecho constitucional y de 

los derechos fundamentales.   de mas se realiza u n  análisis desde el 

derecho penal del "t ipo" e n  cuestión: el bien jurídico tu te lado y desde la 

criminología, para determinar  si hay  u n  uso republ icano y democrát ico 

del  derecho penal. O si, por  el contrario, se le está haciendo una  

inst rumenta l izac ión política. Se espera con esta invest igación haber  

contr ibu ido a fortalecer nuestra democracia y la inst i tucional id3d del  

Estado Republicano y Social de Derecho, ofreciendo perspectivas m á s  

ampl ias de  solución de  la problemática social, m á s  al lá de las técnicas 

penales de  control  y ocultación de los verdaderos probleinas. 
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ANÁLISIS POLÍTICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOL~GICO DEL 

CIERRE DE VÍAS PÚBLICAS COMO MECANISMO DE PROTESTA 

SOCIAL 

"Uno de los fferechos 
fundamentales del 
ciudadano el7 un país libre, 
es el de criticar a su 
Gobierno. 
El ejercicio den~ocrático 
supone que sí los votantes 
no pueden expresar con 
toda libertad, sin ningGr: 
f e n ~ ~ r ,  su desagrado por 
cualesqilierü h e c l i ~ s  a 
prácticas del Gobierno, ;as 
r?~a!as tendei.~cias :ro se 
corr.;3erlI y e! país  adquiere 
rápidamerjte las defectos de 
SlJS ~~bt?r i?r? l? fC?~-  
Ad-~riás, en rluestro credo 
pe/itico e/ Gobiei-rio es 
siniplen7ente e 1 
representante del pueblo 
soberano, dentro de ciertas 
norrnas establecidas por la 
Ley y por la tradición, y no 
puede oponerse a que sus 
poderda~ttes le ti igar~ si hace 
bier~ o hace n ~ a i . , . .  " 

Cartas a LJII Ciudacfarm 

 ose Figueres Ferrer 
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"Si mis palabras cbvan '3penas conlo agujas 

debieran desgaf-[-al- conic espadas o arados!" 

Pablo Neruda 

El Habitante y su esperaflza 

En gran medida para la realización de esta tesis nos vimos n3otivados 

por el esfuerzo y la entrega que hicieran muchas y inuct-los habitantes 

en  general, y en  part icular estudiantes de secundaria v universitarios, 

t rabajadores del sector público y miernbros de rriuy dist intas 

cnrnur?idades durante las jornadas contra el Proyecto de Ley l lamado 

Combo ICE. 

No o ~ c t s n t e  la idea del tratarnierito jurídico ael asciiitv cju los "i)ioqtieos" 

nos surgió del excelente voto  de ¡a Sala L o n ~ t i t u c i o n ; ~ ~  2 1 ;  L I  que se 

:esuelve uno de los "hábeas c o r p i ~ s '  que interponer1 los e s t l i d i a i 7 t e s  

universitarios por las detenciones ilegales de que fueron opjeto durante  

las protestas contra la citada ley. Concretamente en  el que se resuelve 

la detención de la entonces presidenta de la Federación de Estudiantes 

de la Universidad de Costa Rica, Eva carazol. Pues es este voto el q u e  

abre la posibilidad de u n  análisis m á s  conlprensivo del problen3a. 

1 Sala Constitcicioiial. Voto 3020-00 San José. Costa Rica 
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este recurso d e  lucha social y política y las razones políticas para su 

implementación. 

En el Título Segundo abordamos las cuestiones prel iminares de la 

investigación, a saber los objetivos, la delimitación del problema, las 

hipótesis de  trabajo, la metodología y f inalmente, algo m u y  impor tan te  

desde el enfoque que pretendíamos darle que es la explicitación del 

marco ét ico desde el cual ingresamos al análisis del problema. 

Nos propusimos así los siguientes objet ivos: 

Objet ivo General: Eeterrninar si el derecho de las y los habi tantes a 

mani festar  su disconfor.midaci en forrria pública y pacífica mediante  el 

mecanismo de cierre de  vias públicos, como una forrna de hacer " s e n t i ~ "  

sus demandas, t iene u n  ftiridcii-11ento y an-iparo constitucional. 

Objetivos Específicos: 

1. Contr ibuir  al fortalecimiento de una cul tura de  negociac i jn  y diáiogo 

que e n  Últ ima instancia t ienda a: fortalecer la den~ocrac ia  y la 

institucionalidad procurando abr i r  otras perspectivas de ingreso a la 

problemática social, sin penalizar a sectores y grupos vulnerables. 

2. Aportar una visión integrada del Derecho Peiial el Derecho 

Constit i icional e i i  uno pei-spectiva "historizada" de los valores 

sociales. 

3. Indagar  cual es el bien jurídico tutelado mediante la reacción penal 
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4. Deconstruir  el discurso de la reacción penal corno una falsa 

al ternat iva d e  resolución de conflictos sociales, que lejos d e  

resolverlos, los agrava. 

5. Analizar la posible util ización "política" del derecho perial, como una 

fo rma no  inclusiva y de beneficio para sectores socio-políticos que 

irnpulsan u n  proyecto político-económico que sacrifica ampl ias capas 

d e  la pobiación y del sector productivo nacional, en  aras d e  unos 

pocos y d e  intereses externos a los de  nuestro propio desarrollo. 

6. Determinar  si el núcleo de derechos políticos como son los de  

expresión, reunión, manifestación, petición y en  general a la 

participaciSn política de  la sociedad civil, pueden cuimpatibilizarse 

con el cierre temporal  y parcial de vías públicas conio inecanisrno de 

protesta social, e n  cuvo casc tendri'an:os una caüsa de atipicidad 

conglobante pzra las conductas que se adecuen estor tipos, cuando 

de protestas sociaies sobre asuntos pú b!icos se t rata.  

En cuanto a las h i p b t e s i s ,  ante los problemas planteados se ofrecen 

t res posi bies soluc; lunes: - 

1. Estas acciones son simplemente ilegales, y no alcanza a estas 

conductas n ingún t ipo de causa de justif icación n i  de  atipicidad. 

2. Estas acciones son ilegales, pero se t rata a e  desobediencia civil: es 

decir, son acciones ilegales contra actos o leyes a derechn pero que 
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no son legitimas, de acuerdo a la distinción entre validez y 

legit imación que hace ~ e r r a j o l i . ~  

3. Depende del caso, se podría tratar de a) una acción no típica por 

atipicidad conglobante (una acción permitida por el ordenamiento de 

alguna forma cuando concurren ciertas circunstancias); b) de una 

acción típica pero no antijurídica al existir permisos del 

ordenamiento, es decir, una causa de justificación; c) de una 

"conducta socialmente adecuada" o bien de una anti-juridicidad 

material, por una lesión míninia del bien tutelado. 

En la presente investigación nos inclinamos por las dos Últimas 

posibilidades y se pretende demostrar que: 

1) Existe un  creciente divorcio eritre goberr?antes v sociedad civil que se 

ha venido traduciendv en los que a ! ~ i ~ n o s  analictas cctegor-izan coriio 

"irigoberfiabilidvd". A.nte este creciente distanciamiento entre los 

intereses de los ciudadanos y los de una "acción político" autonomizado 

en funciór! de ia " r a z ~ n  técnica" (tecnificación de la política), q u e  

prsduce "autismo" y snrdera en los dirigentes, los ciudadanos y 

ciudadanas han optado con mayor frecuencia a la protesta en las calles, 

util izando como mecanismo privilegiado el cierr-e de vías. 

Ante esto la clase política, en vez de crear nuevos y efectivos 

mecanismos de participación ciudadana, ha escogido la opción 

represiva, creando nuevos tipos penales, que a la postre no hacen otra 

cosa que agravar el problema al que se pretende dar solución, pues 

reduce las posibilidades de escucha de los goberriantes y de hacerse 

Ferrajoli, Luigi. Notas críticas y auto-críticas en torno a la discusión sobi-e "Derecho y Razón". 

1993. Traducción de  Nicolás Guzrnán, 2002, Universidad de  Biienos Aires. En: : 

~7_t@~~~_vl~~,e!d!a!.co177~ ar/ 
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escuchar por los ciudadanos. Así, ante la ausencia de m e c a n i s i ~ ~ o s  

mejores  estos tendrán que optar por la desobediencia civil. 

2 )  Que los derechos a la libre expresión y a la part icipación política, 

entendida en  u n  sentido amplio, como la palabra que tenemos que decir 

!os ciudadanos sobre la conducción de los asuntos d e  la República, son 

derechos que, sobre todo en  interpretación integrada t ienen pr ior idad 

sobre la " imagen abstracta" e ideológica de "orden público" y "seguridad 

jurídica". 

3) Por ot ra par te sostenernos que el simple cierre de  vías no  cercena la 

l ibertad d e  tránsi to de  otros ciudadanos si existen vías alternas d e  paso, 

y que ambos grupos de derechos, el de i ibre transi to y ¡os derechos a 

manifestai-se y d e  prntesta, puede11 armonizat-se. 

4 j  Corno corolario de  todo 19 antevio:- los nuevos t ipos penaies .y 

contravencionales ser-ian inüplicables cuacdo se t rata cle 17nanifestacionec 

públicas de protesta por parte de ciudadanos que se sienten afectados 

por ia fori-na de conducción de la cuestión pública p9r par te de  sus 

gobernantes, e n  cuyo caso tendríamos una causa de atipicidad 

iung lobante ,  u n a  causa de justificación, o una ausencia de  lesividad real 

del bien jurídico tutelado. En vez de la acción represiva deben buscarse 

salidas al ternas que permi tan a los ciudadanos participar de  los asuntos 

públicos en  forma efectiva y logren hacerse escuchar. 

Toda esto bajo una  nieiodoiogía que bascaba in tegrar  la Teorla 

Jurídica y la Teoría Social, para ubicar el fenómeno en  u n  énfoque que 

no se quedara e n  el mero  enfoque positivista del derecho. Así, pues 

echamos m a n o  de instrcimeritos y categorías de análisis político y social 

para la adecuada contextualización del fenómeno. Buscabamos, además 
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deconstru i r  una ideología jurídica que se asume como et icamente 

"neutra l "  f rente al conflicto social. 

Para todo lo  anterior, segciimos los siguientes pasos metodológicos: 

1. Una fase analítica o de deterininación de conceptos y categorías 

jurídicas y de las ciencias sociales para la delimitación del ámbi to  teór ico 

del problerna y la escogencia de los principales instrui-r~entos teóricos a 

a p l i c ~ r  en  el análisis. Ésta se dividió en tres fases correspondientes a: 

a) la determinación de los conceptos y categorías de las ciencias 

s ~ c i a l e s ;  

b) correspondiente a la determinación de conceptos propios de la 

doctr ina jurídica; y 

c) una  tercera fase correspoiidieíi te a establecer los nexuc er-itre drnbos 

grupos de categorlas. 

11; Análisis d e  los t ipcs penales y contravencionales at inentes. 

111. Análisis del bien juridico tutelado en  los tipos per?ales y 

contravencionaies. 

I V .  Contrastación y contextualización socio-histórica, (historización) 

del  b ien jurídico tutelado. 

V. Análisis a la luz $ e  ! u  teoría juridica: esto es una contrsstaci6n del 

Bien Jurídico Tutelado a la luz de los derechos fundamentales y del 

derecho constitucional. 

VI .  Análisis y corlir-astación jurisprudencial. 
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V I I .  Fase sintética e n  la que se hace aplicación de u n a  metodología de 

in terpretac ión integrada de los distintos análisis en función de  las 

categorías teóricas de las ciencias sociales y los conceptos 

jurídicos aplicados. 

V I I I .  Contrastación con las hipótesis de trabajo:  comprobación de  la 

a c c i j n  de cierre de vías públicas como: a) causa de  at ip ic idad 

conglobante; b) anti- juridicidad mater ial ;  o c) de desobediencia 

civil. 

I X .  Desarrol lo de corolarios a part i r  de la cornprobaciGr~ o no  de  las 

hipótesis de trabajo.  

X. Llegada a este punto la investigación sería posible desarrollar- 

conciusiones finales sobre e1 problema planteado. 

Todo ei-~rnarcado en Lin enfoque ético que par te de que  cuaiqc!ier 

solución social a u n  problemo, 0 proyecto sucisi, no  debe inclair  v íc t imás 

humanas  de  r-iingún tipo, ni en  el futuro, n i  er-1 el t iempo concreto 

presente. 

Muchas personas a las que entrevistas sobre e! tema, nos comentar-on 

que este parecía u n  terna 1-eferido al r i iuy manoseado derecho de los 

pueblos a la rebel ión. Es decir que se trataba en  el fondo de  just i f icar  el 

derecho a la desobediencia civil. Tesis ésta que si bien expioramos, n o  

era la que  rnás nos satisfacía y de  hecho luego queda demostrado q u e  

no hace fai ta salirse del marco legal pai-a defender  los derechos 

ciudadanos, como impl icarían las premisas de las desobediencia civi l .  Es 

prec isamente este el tema que exploramos y agotamos e n  el Tí tulo 

Tercero. 
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En el Título Cuarto realizarnos u n  análisis sociológico y político del 

contexto en  el que se da la penalización de esta conducta y lo ubicamos 

en  su significado societal y en la lucha por los proyectos sociales y 

políticos. Se t rata de u n  ejercicio de  contextualización del tex to  desde 

una perspectiva de la Teoría Social. Destaca aquí la crisis de  la 

democracia representativa y el análisis de  la lucha d e  proyectos sociales 

en  el campo de la política, como elemento esencial para comprender la 

importancia que reviste esta tipificación penal en el espacio d e  la lucha 

política. 

En el Título Quinto nos acercamos a u n  análisis desde la disciplina del 

derecho cvnstit t icional y de los derechos fundamentales. Dándole un2  

perspectiva r ~ á s  airiplia que la rneraii-ient-e perial al fenór-rienc er-i 

estudiz,  y t ratando de hacer u n  análisis con uria visión integrad2 ciei 

ordenamiento juridico, como total idad art iculada y ibgica de; áreu? 

simbéiico nor rnat i ia  de !a cnciedad. 

En el Título V I  tratarnos de concretar el fenómeno en  el área de la 

crirninología y del derecho penal especial concluyendo con cin análisis 

del  t ipo y las posibles causas de atipicidad, o d e  justif icación de la 

conducta. 

Finalmente en las Conclusiones recogemos todas los dist intos hallazgos 

que fueron apareciendo en  los dist intos t í tu los y tratarnos de hacer una 

síntesis explicativa del feriAr-iieno. 
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Esperamos con esta investigación contribuir a fortalecer nuestra 

democracia y la institucionalidad del Estado Republicano y Social de 

Derecho, ofreciendo perspectivas más amplias de solución de la 

problemática social, más allá de las técnicas penales de control y 

ocultación de los verdaderos problemas. 

Asumirlos y dialogarlos, pensamos, es la Única forma real de resolverlos. 



TITULO PRIMERO: JUSTIFICACI~N Y ANTECEDENTES 
(Estado de la cuestión) 

Tal y como lo señalaremos en la metodología, es importante aclarar 

que, esta investigación pese a tener u n  objetivo fundamentalmente 

jurídico, no puede desligarse del contexto socio-político y de la teoría 

social misma. En este caso no sólo hemos tratado de l igar la teoría 

social y el derecho en forma deliberada, sino que considerarnos que 

esta transdisciplinariedad en el tratarniento del teina es indispensable 

para la adecuada solución del problema planteado. 

Resaltamos el punto en este apartado, para explicar el purque 

dedicamos u n  capítulo a Io socio-político del tema. 
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Capítulo Primero: Importancia socio-política del t e m a  

Las y los costarricenses están adoptando con inás frecuencia el recurso 

de bloquear vías públicas para reclamar derechos o la solución a sus 

problemas concretos f rente al Gobierno. 

En los Últ imos años, han  aumentado las expresiones colectivas de 

descontento social.   asta hacer una breve revisión d e  los Últ imos años 

e n  los medios  de comunicación escritos para constatar que no  pasa 

m u c h o  t iempo sin que se produzca una marcha o u n  cierre de vías 

públicas. 

E e  ahí que el Gobierno ael Dr .  Migüei Angel Rodr-íguez y la Asamblea 

Legisiativa dei períocio 98-G2 opten por penalizar la coi-~di;cia de! c ierre 

de vías pÚb!iras, o IQ que comi inmente se conoce como "!,!oqiieosl'. 

Entre u n  paquete de reformas al Código Penal y especificarnente al 

apartado de "contravenciones" aparecen !os siouientes art icu!os que 

ent raran a regir  a part i r  del 10 de noviembre de¡ 2002 :  

"Artículo 391. -Sera castigado con pena de cinco a treinta días 
multa: 

Irloiest.;as a transeúntes 

2) El que obstrclyere o, en alguna forrna, dificllltare el trsnsito 
ei; /as vías públicas o sus aceras, con materiales, escombros u 
objetos, o las cruzare CON vehículos, vigas, alambres L! objetos 
análogos, sin valerse de los medios requeridc~s por el caso para 
evitar daño o molestia a los transeúntes, si se hubieren colocado 
sin licencia de la autoridad. " 

f )  El artículo 256 bis, cuyo texto dirá: 

"Obstrucción de la vía prjblica 

Articulo 256 Bis.-Se impondrá pena de diez a tr-einta días de 
prisión a quien, sin autol-ización de las autoridades competentes, 
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impidiere, obstruyer-e o dificultare, en alguna forma, el transito 
vehicular o el movimiento de transeúntes. 

Al respecto apareció un  articulo en el Semanario Universidad 

sumamente i lustrativo del sentir de muchos costart-¡censes al respecto, 

y que sintetiza adecuadamente la problemática de una forma coloquial 

y sencilla: 

"Durante su maratónica carrera por "supervisar" las obras de 
su gobierno en proceso, el Presidente de la República tuvo la 
oportunidad de anunciarle su "regalito' al presidente electo, Dr. 
Abel Pacheco: la condena a varios años"de cárcel a quienes 
impidan la circulación en las calles del país. Ésta es una de las 
múltiples contravenciones que serán castigadas con cárcel y 
que, en esencia, pretenden la disminución a'e este tipo de 
prácticas - Pero, tratemos de- leer- un poco entre lineas: ¿A qué 
se deberá el hecho de que Rodr-íguez destacar2 pol-ticularmcnte 
este "regalito", y no lo importante que será para el ciudadano 
común, que quien le robe su cartera o sus aretes sea castiqaoo 
con el encarcelamiento 7 

Inmediatamente se nos ~iener7 2 la mente dos heci~os 
fur!damentales  ocurrido^ er! este gobierno: las marchas 
derivadzs Le la aprobaciói~ en prirner debate del "combo ICE" y 
las protestas úe los arroceros nacionales que .DI-etend:un que ei 
arr-oz importado no ir~gre5z.ra a! pais. Con esta nLJei/a ley, el 
g o b i e c ? ~  podr-á encar-celar, por un tiernpo consio?;-able, a los 
Iíderes de estos n~ovimientos de protesta. 

Es evidente que e:? ~ ~ u e s t r o  país 170 existen riieclios ~dóneos 
para mostrar nuestra disconfor-midad con la forrna corno sornos 
q ~ b e r n a d o s . ~  El bloqueo de las calles en diferentes lugares de 
nuestro país, se ha configurado en el único medio para que el 
gobierno escuche las voces que se oponen a sus acciones. Solo 
mediante este recurso se han consolidado mvvimientos fuertes 
que procuran hacerse oír por el gobierno. Es cuando se detiene 
el tránsito en algÚr7 lugar- de! país cuando nuestros ri?edios de 

En: http://w\r~v~.pg r.go.cr-/ 

4 Cabe aclarar que i io se tiata de val-ios años de cárcel. coino piei~sa la filóloga acitoia del 

cotnentario, sino de algiinos días, que podrían llegar hasta a un ines (30 días), eii el peor de los 

casos. No obstante es claro que se trata de u11 iiistrciineiito pai-a airiedi.eritai a qiiienes intenten 

realizar este tipo de acciones 

5 El subrayado es iiuesti-o 
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"desinformación" acuden y monta!? su circo y de alguna manera 
se puede hacer llegar un mensaje al resto de la socredad.'*j 

Al mismo tiempo, varias encuestas muestran un  creciente descontento 

y desconfianza de los ciudadanos hacia los gobernantes corno 

representantes de los intereses colectivos y en general hacia partidos 

políticos tradicionales. "En una encuesta realizada unas semanas 

después del "Combo del ICE", por la firina UNIMER, el 93% DE LAS 

PERSONAS ENTREVISTADAS indicó que las protestas se prociujeroi~ 

porque "los Gobiernos y poiíticos se han olvidado de las 

necesidades de la c~ente""'. 

La década del noventa ha estado marcado por este fenómeno que ha 

seguido en u n  "crecendo" hasta el nuevo milenio, culminando en las 

jornudas civicas nacionales de lucha contra la Ilarmada "Ley dei Combo 

ICE;'. 

Esto se da e;; ur; coi-~'cexto cui:cretc, y pdrticcilai-, que si b i e ! ~  tieri? 

algurias similitudes con lo que ocurre en otras iatitudes de la  mer rica 

Latina, resuitd muy  aistinto. Por ejemplo, e¡ nivel organizativo de base 

de 10s ciudadanos ec bastante precario. M ~ i y  pocos costarricecises 

participan en organizaciones de algún tipo, el nivel de sindicatizacióri, 

'cobre todo en el sectoi- privado también son reducidos. 

Al respecto podemos encontrar en la ~ u d i t o r í a  Ciudadana sobre la 

Calidatl de la Democracia en Costa Rica: 

'- Raiiiii-ez Hei-iiáridez , Rebeca. El "reqalito" del Piesideiite, €11. Seriiariar.io Urifvels/dad N" 1187, 

pag 16. 12 de j ~ ~ l i o  2002. 

' Citado por: Proyecto Sstado de la Nacióii. Estado de la Nacióri eii Cesarii)IIo Sosteiiible: sétiiiio 

Uforrne 2000. 1 era. Edicióci. 1 era Reiinpi'esión, Sari José, Costa Rica, 2002. Pag. 21 5. 
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" Escaso e je rc íc io  d e  l a  l i be r t ad  d e  asoc iac ión e n  Costa 
Rica y t r a b a s  a l a  l i be r t ad  d e  o rgan izac ión  s ind ica l  

Aunque en Costa Rica no existen registros adlninistrativos 
sobre el número de personas afiliadas a las organizaciones 
de la sociedad civil, estudios basados en encuestas 
nacionales indican una baja participación de las personas en 
las asociaciones formal o informalmente constituidas (entre 
un 13% y un 15% del total). De acuerdo con los resultados 
de la encuesta nacional aplicada por la Auditoria ciudadana, 
el 55,5% de los costarricenses vive en un barrio en donde 
existe una junta de vecinos, pero sólo el 28,4% participa en 
ella, es decir, el 15,7% de los costarricenses. En una 
encuesta reaiizada por el centro de estudios PROCESOS en 
1998.  3 de  cada 4 personas (74,596) nunca han pertenecido 
a una asociació~? de padres de familia de una escuela o 
colegio, S de cada 1 0  (79,194,) nunca han participado en un 
grupo pro mejoralniento de la comunidad y 9 de cada 1 0  
(90,5%) nunca han participado en una asociación de 
carácter civico. Esta baja participación ciudadana no se 
origina en obstáculos impuestos por el marco legal. Los 
requisitos par-a consliiuir- forn?a!n?ente una organizac ió~ 
social sor? sir~~,ples y rápidos de cumplir, y existe una drnpiid 
toleraricia al fur?clonami~nto infor,na! de or-ganizacicnes. 
Tam,poco puede atr~buirse a prácticas que obstacuiicer7, en ia 
pr ict ica,  e! ejercicio de ia libertad de organizaciim. 

Existe evideí~cia sobre la lentitud de los rnecanisn:os 
administrativos y judiciales para tutelar el derechü de los 
trabajador-es a organizarse sindicalmenre. En las ernpresas 
del sector privado, esta lentitud tiene consecuencias directas 
sebr-e el ejer-cicio Se la libertad de asociación. Tanibién se 
V ~ t e c t a r o n  p;-¿ille;;;as en la eficacia dé la reparación de los 
daños comprsbados, iina vez resueltos los casgs. Esta 
debilidad fue r-econocida por líderes empresariales, sindicales 
y del gobierr~o en el documento suscrito durante el proceso 
de concertaciól? nacional realizado en 1998, en el cual se 
enfatiza en la necesidad de llevar a cabo r-eformas 
procesales para fortalecer estos mecanismos de tutela, más 
que en ampliaciones sustantivas al marco legal. 

La Auditor;a encontr-Ó indicios de problemas en esta rnateria: 
por i ~ n a  parte, las constantes denuncias por persecució17 
sindical ant? el Ministerio de Trabajo y Segllridad Social y. 
por otra, una baja tasa de sir~dicalización en el sector 
privado. Descontando las organizaciones de pi-od~~ctores 
il?deper?dientes y de los vendedor-es ambulantes 01-gani rad~s 
como sindicatos, en 1997 existían 3 3  sindicatos activos en 
las empresas p;-ivadas con relaciones obrero-patrc:?,:!es, COI? 

una tasa de afiliaciói? me170r al 2% de los asalariados del 
sector privado. La cifra es mi3nor si se resta los sindicatos 
bananeros (1 0 sindicatos y cerca del 25% de la afiliación 
declarada por los sindicatos activos en el sector privado). 
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Sin embargo, estos indicios deben ser interpretados con 
cautela, pues no necesariamente pueden ser atribuidos en 
forma exclusiva a la debilidad en la tutela efectiva de la 
libertad sindical. Otros factores que pueden estar incidiendo 
son: la capacidad de los sindicatos para expandir-se en el 
sector privado, la desconfianza recíproca entre sindicatos y 
patronos, heredada de décadas anteriores, y la misma falta 
de costumbre de la mayoría de las y los ciudadanos en 
cuanto a organizarse. Este punto amerita investigaciones de 
mayor profundidad y un debate público sobre estos temas. 

Pocas oportunidades de participación ciudadana en los 
procesos de formación de leyes. 

En Costa Rica no existe iniciativa ciudadana para la 
presentación de leyes. Sólo los poderes Legislativo y 
Ejecutivo tienen esa facultad. Una pe~uel7a proporción de las 
iniciativas presentadas por ciudadanos ante la Oficina de 
Iniciativa Popular de la Asamblea Legislativa (creada e11 
1999) ha sido acogida por a!gún diputado y transforrnada en 
proyecto ... #,S 

Otro elemento que se menciuna ahí v que aparece en forma reiterada 

eri las e n c ~ e s t a s  y mapeos de opinibn es que los habitantes parecei? no 

tener inucha confianza tsmpoco en que los dirigentes sindicales vayar: a 

representar sus causas e inquietudes de ia rmejor ícjrr-i~a. 

Por otro lado, salvo la radio, los medios de comunicación de masas no 

son vías accesibles de expresión de la disconformidad por parte de los 

ciudadanos. Estos parecen responder a intereses econóniicos, 

comerciales y políticos de otro orden y qLie relatan otro tipo de lógica. 

Esto incide en que resulten manifestaciones relativamente espontáneas 

y que no tienen relación con organizaciones, ni partidos políticos, ni 

otras formas de orgariización como la sindical. 

8 Proyecto Estado de la Nación en Desarrollo Humario Sosteriihle. Informe de la AUDlTORlA 

CIUDADANA SOBRE LA CALIDAD DE LA DEMOCRACIA EN COSTA RICA, Editorama, San 

José Costa Rica, 2001. Pag. 46. 



ANÁLISIS POL~TICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOLÓGICO DEL CIE2RE DE VIAS PUBLICAS 
COMO MECANISPIS DE PROTESTA SOCIAL 

Si bien pueden establecerse "alianzas" entre las organizaciones 

formales y los movimientos de cierre de calles, estas son mas bien 

ocasionales y sobre reivindicaciones m u y  puntales. La organización de 

las acciones de los movimientos de cierre de calles se gesta 

generalmente sobre la marcha. 

Todo lo anterior en el contexto de la llamada globalizacion neo-libe!-alIg 

cuya propuesta uthpica es la de un  mundo en el que circulen las 

mercancías y los capitales libremente, sin impedimento, ni retrazos de 

ningún tipo, ya sean aduanas, aranceles, legislaciones nacionales, 

deterioro ambiental, humano, o protestas sociales. 

En todo caso, el poder i i~und ia l  se concentra en unas pocas 

corporaciones en  su mayoría norteamericanas, y el propio gobierno 

estadounidense parece gobernar más en función de estas qLie eri 

ir!terés de SUS p r ~ p i s s  ciudadanos. 

De  todo ello deriva también una tendencia a ver ia política coriio u n  

s ~ b p r o d u c t o  de la economía, una especie de ingeniería social que debe 

conducir a que el Estado y los "indigentes" estorben lo rnenos posible al 

la circulaciori de capitales y mercancías. Esto es, la política como un  

asunto de expertos, en el que la opinión pública resultaría 

peligrosamente distorsionada. 

En América Latina esto se traduce en grandes déficits fiscales y la 

necesidad de atención de la deuda ya sea interna o externa. Lo que 

sumado a las presiones de ¡os organismos internacionales por reducir- el 

Estado, privatizar y/o vender- activos e instituciones que antes cubrían 

9 Cabe anotar que la globalización no necesariamente debe tener un rostro neo-liberal, podríamos 

tener una globalización con rostro humanista y humano. 
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necesidades básicas de la población o que representaban fuentes de 

ingreso gubernamentales, lleva a los Estados Nacionales a descuidar el 

área social ya de por sí en deterioro por la cr-isis de los inercados, o 

bien, a provocar transformaciones en la estructura productiva que 

afectan directamente a diversos sectores de la economía nacional y a 

amplias capas de la población. 

A esto debe sumarse, en el plano ideológico, la hegemonía del 

pensamiento rnonetarista que ha ido copando los espacios de la política, 

en aras de la razón técnica y en detrimento de los habitantes concretos. 

Así pues para los gobiernos se ha vuelto más importante contener el 

déficit fiscal o la inflación y, en general los números macroeconÓmicos, 

que las r~ecesidzdes concretas de la población. Corno quien dice, la 

salud de la economía se vüglve más importante qtie la salud de  las 

personas concretas. 

La ideologia tz-cnocráticu e11 poiitica I l e \ ~ a  a u n a  creciente sordera y 

aut ismo de ius gobiernos, iris-ementándose el divorcio er-itre 

gnbei-nantes y sociedad civil (autonomización tecnocrática cie ia 

política). 

Como decíamos aztes, esto abre el espacio a expresiones muchas veces 

espontáneas (aunque no siempre), y casi desesperadas, de expresióri 

de ese descontefito y sobre todo como medio para hacer sentir 

reclamos que muchas veces tocan a la supervivencia misma de un  

determinado Grupo O sector. 

Esta tendencia a "tecnificar" la política y abstraerla del control 

detnocrático t iende a cerrar espacios de participacióri reales para la 

ciudadanía. 
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Así pues tenemos que por un  lado se están tomando decisiones que 

afectan gravemente a la supervivencia de grandes parcelas de la 

población y al mismo tiempo una ausencia de mecanismos y espacios 

para que estos puedan influir en la "cosa pública" y, de alguna forma, 

defenderse de este tipo de acciones que les afectan. 

Los distintos gobiernos, no sólo no abren el dialogo sino que parece 

agravarse una tendencia a tornarse cada vez más autistas. 

En estas circunstancias a muchas comunidades, grupos, y segmentos 

no les queda otra opción que la de toinar acciones deses!)eradas como 

el cierre de calles o bloqueos que obligan a los n7anrjatarios a abrit- 

espacios de diálogo. 

Es evidente que la finalidad de estas acciones es la de Ilan?ar la 

ateiición de gobernantes que perecen s ~ r d o s  frente a las voces de los 

grupos más marginudcs. Así e¡ 28 de abril 2002, u n  grupo de vecinos 

de Escoba! de :esis de Atenas bloquearon el paso en demanda de Lin 

coritruto de mantenimiento para su camino, intransitable erl invierno, 

impidiendo el paco de¡  Presidente Rodrigurz que se diriaía a inaugurar 

unas obras en Orotina. Luego de un fuerte intercainbio de  palabras 

entre el presidente y el dirigente comunal, un  ciudadano que 

participaba en el bloqueo expresó a un  periódico: "Yo tampoco apoyo 

los bloqueos, pero muct-ias veces es la única for177a para que se escuche 

al pueblo ".lo 

Como ya apuntamos, una de las forimas más frecuentes y también 

efectivas de manifestación de ese descontento a sido el mecanismo del 

'O En: http:l/~ww.nacion.co1n/l1i~ee/2002/abril/28/pais4.ht1nl. 
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cierre de  vías públicas pues, de otra forma, estas inquietudes seria!! 

invisibil izadas y/o pasarían inadvertidas. 

Las manifestaciones m á s  importantes y recientes fueron las l lamadas 

"Jornadas contra El Combo Ice" en  el año 2000, en  las que la población 

de todo el país se levantó contra la posible apertura y privatización del 

sector de  electricidad y telecomunicaciones. Pero ya  antes se I iabian 

dado otras, también importantes, como la "Huelga de Maestros" e n  

1985. 

La respuesta de la clase política antes estas manifestaciones d e  

descontento y de  demanda ha sido la inás fácil y la rnenos reflexiva: el 

t ra tar  d e  repr imir  estos brotes como si suprirniendo el síntoma se 

curar2 ¡a enfermedad. 

Una respuesta adecuada sería fortalecer la dernoct-scia y desari-oilar u n  

proyecto naciorial de  desarrollo que resulte inciusivo. Crear mecanisrnos 

de participación i /  conculta en  la definición de las principaies líneas d e  

acción y re-diseño del Estado. Pero el t ipo de respuestas represivas no  

parecen ser las m á s  adecuadas. Por el contrario, deberían buscarse 

salidas jurídicas y políticas que t iendan a fortaiecer, el diálogo y la 

inclusión de intereses. 

Es claro pues que este es u n  fenómeno de yrar i  i inportancia, y 

actualidad y que posiblemente vaya en aumento.  Que requiere urgente  

abordaje desde una perspectiva amplia y mult i facética, si queremos 

mantener  la estabilidzid v la paz social que ha caracterizado a n u e s t r ~  

país. D e  sobra sabemos que no basta la reacción penal ya  que no hace 

ot ra cosa que  esconder el síntoma de problemas m á s  profundos que 

requieren una adecuada soluciór~. En ello se está jugando en buena 

medida el fortalecimiento o el debil i tamiento de nuestra dernocracia e 

institucionalidad. 
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Capítulo Segundo: Importancia jurídica del tema 

Debemos insistir, - como IG haremos a lo largo de toda la investigación 

-en  la importancia de  concebir el derecho y la ciencia jurídica como no  

aislada d e  las ciencias sociales, ni  de la realidad social. 

En este sent ido consideramos fundamental  aportar una visión in tegrada 

del Derecho Penal y el Derecho Constitucional en una perspectiva 

"historizada" de los valores sociales. Contr ibuir  a una cul tura de  

negociación y diálogo que ert ú l t ima instancia t ienda a fortalecer la 

democracia y la institucionalidad procurando abrir  o t ras perspectivas de 

ingreso a la problemática social, sin penaiizar a sectores y grupos 

vulnerables. 

A su vez, la perspectiva de la crirninologia critica y las lécnicuc de! 

análisis dé discurso facilitan deconstruir el discu!-so rep rec i v i  y la 

reacc i j n  penal ccrrio i ina  faisa alternativo de r e o l u c i 6 n  de confl ictos 

cociales, que  le jcs de rerolverlcs, los agrava. 

Así mismo,  estas mismas técnicas permi ten develar la uti l ización 

"política" del derecho penal, como una forma no inclusiva y, por lo  

tanto, poco ética y poco intel igente de sacar venta ja en provecho de u n  

proyecto político económico que sacrifica arnplias capas de la población 

y del sector product ivo nacional, en  aras de unos pocos y de  intereses 

externos a ¡os de nuestro propio desarrollo dentro de u n  ccficepto de 

desarrol lo integral .  

Lo anter ior  abre posibilidades para pensar y faci l i tar la aper tura de 

espacios de diálogo que busquen la agregación de intereses sociales en  
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u n  proyecto nacional de  desarrol lo que sea inclusivo, y bajo una  ét ica 

no  sacrificial.l l 

11 El concepto de Franz Hinkelainmert, de una Etica "No Sacrificial" y por lo tanto 

antropocéntrica, será desarrollado brevemente, en el apartado de Marco Teórico. 
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Capítulo Tercero: Antecedentes históricos 

Debido a que esta es una investigación fundamentalmente jurídica, y a 

que ello excedería el ámbito de investigación propuesto, no hemos 

profundizado en el origen del recurso de cierre de vías como mecanismo 

de protesta social. Esto correspondería a otra investigación en el campo 

de la historiografía. No obstaiite hemos hecho u n  rastreo breve de las 

expresiones de este fenjmeno tal y como han quedado constatadas en 

los medios de comunicación escritos desde 1993, es decir, de los 

i j i t imos Nueve an~:. Esto con el fin de dar una ublcaci jn básica de las 

expresiones qüe ha tenido este fenómeno en los ÚItirncs años, 

determinar olgunos de los actores principaies que han echado mano ~e 

este instrumento de lucha y ubicar algunos temas que han resuitado 

conflictivos. 

He aquí algunos de los principales coi;flictos que aparecen registrados 

en los principales medios de comunicación escrlt? riel país, de 1993 

hasta mediados del año 2001, y en los que de alguna forma mediaron 

bloqueos:12 

jas millonarias poi 

l 2  Fuente: Registros electrónicos de la Biblioteca de la Universidad de Costa Rica, sobre medios 

escritos de comunicación nacionales. 
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15 Inicia el recrudecimiento de la lucha contra el Combo ICE. 
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17 Inicia la fase de retirada del Gobierno y de apertura del diálogo 
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AS; m ismo encontramos que los principales termas fuentes de conflicto 

han  sido: la basura, las privatizaciones, el agua, problemas y/o 

servicios en la coinunidad, lo agrícola, subsidios, prestamos, 

vencimientos, pobreza, problemas escuelas, mejoras, importaciones, 

revisión técnica de vehículos, presupuesto, problemas con dirección de 

escuelas o colegios, Combo ICE. 

NO obstante, debemos anotar que, con las jornadas de lucha contra la 

ley del Combo ICE se dan varias diferencias con los movimientos 

anteriores: En pr imer lugar se trata de una lucha nacional, que no 

responde a un  interés sectorial determinado, ni a una suma de 

intereses. En segundo lugar, abarca la participación de prácticamente 

todo el terr i tor io fiacional. En tercer lugar es "mult i-uctoral", abarca 

tanto elementos territoriales (comunidades), corno sector ia~es 

(sindicatos, estudiuntes de secundaria, estudiantes universitarios, 

p a s t ~ r a l  social). 

Es decir, se da ci:: salto cualitativo en varios sentidoc. Por otro lado, la 

lucha termina s i e n d ~  exitoca, obligando al Gobierno y a! Parlamento, 

dominados por el PLUCC'~, a dar inarcha atrás en la aprobacibn de esta 

ley. Por ot ro lado es presumible el hecho de que esta lucha tuvo efectos 

sobre el  resultado de las elecciones del 2002, y específican7ente sobre 

la nueva composición del Congreso en detr imento del tradicional 

"bipartidismo". 

19 PLUSC se le denomina a la alianza de los grupos hasta ese momento dominantes y que 

componían el llamado bi-partidismo. La siglas responden a la suma de las de ambos parlidos: 

PL(N) = Partido Liberación (Nacional), y USC = el (Partido) Unidad Social Cristiana, o PUSC. 

Aparte del archivamiento del proyecto de ley Combo-ICE, la desestructuración del Sigartidismo 

parece uno de los principales efectos de esta coyuntura. 



ANÁLISIS POLÍTICO, CONSTITUCIONAL y CRIMINOLOGICO DEL CIERRE DE VÍAS P~BLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

Este fue sin duda uno de los movimientos sociales mas importantes de 

las Últimas tres décadas, y en gran medida constituyó un  sismo, u n  

terremoto que movió varias de las "placas" fundamentales que 

sostenían el suelo político y social costarricense y cuyos efectos ya 

estamos viendo, - como la quiebra del sistema bipartidista a nivel 

electoral -, pero que seguramente están aún inacabados. 

A este respecto, aunque algo extenso, es interesante revisar por 

ilustrativo, lo que al respecto se analiza en El Estado de la Nación del 

"Enseñanzas e implicaciones del movimiento Anti-Combo. 
Quizá por su magnitud e imprevisibilidad, pocos acontecimientos 
han revelado con tanta claridad - y en tan poco tiempo- las 
fortalezas y debilidades de la co;; vivencia democrática 
costarricetise como el conflicto social originado por la aprobación 
d r i  "Combo del ICE". E.n priiner lugar, el movimiento "anb- 
Combo" fse ilnz manifestación activa (y aguda) del descontento y 
desconfianza ciudao'ansr con respecto a sus representantes 
políticos, asunto que los estudios de opinión pcíblica venían 
registrando a ¡O ldrgo de ia o'écada. La mayoría de las y los 
ciudadanos no aceptb el menssje del Gobierno en el sentido de 
que el ICE no estzha en !"renta, y sospechaba de motivos ocuiros 
tras de la apertura de los niercados y la remodelación de esta 
institución. 

En segundo lugar, el movimiento "anti-Combo" desnudó las 
deficiencias en los mecanismos de reoresentación oolítica - 
leqislativa y partidaria- de! sistema costarricense. Por el lado de la 
representación legislativa, una mayoría parlamentaria calificada 
(45 votos) estaba desconectada de las ~osic iones e intereses del 
electorado. En el sistema costarricense no existe una vinculación 
clara entre elector y diputado (por debajo de la representación 
provincial): ni los ciudadanos ubjcan a "su" diputado, ni los 
diputados están formalmente obligados a rendir cuentas a los 
electores de un determinado d i s t r i :~  electoral, ~der - r~ás,  las 
normas y procedimientos parlamentarios no estaban preparados 
para el funcionamiento de una Comisión Mixta Especial con 
condiciones tan particulares corno la creada el 4 de abril, según lo 
señaló el informe del Departamento de Servicios Técnicos de la 
Asamblea Legislativa. Por el lado de la representación partidaria, 
el conflicto recalcó la tradicional debilidad de los partidos 
costarricenses Dara, fuera de los períodos electorales, canalizar y 
representar los intereses de sus afiliados- Fuera de sus 
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expresiones institucionales (las bancadas  legislativa^), las 
estructuras partidarias no fueron actores del conflicto. 

En tercer lugar, el movimiento "anti-Combo" mostró aue el 
país no cuenta con mecanismos adecuados Dara la 
resolución de conflíctos Que saltan el olano de lo sectorial v 
se convierten en nacionales, debido a decisiones tomadas 
por el Poder Ejecutivo o la Asamblea Leaislativa aue 
afectan al país en su conjunto. Pese a que la supervivencia 
cotidiana impide a la mayoría ciudadana seguir de cerca el 
gobierno de la sociedad, la intensidad con aue las v los 
costarricenses asumieron la discusión en torno al "Combo 
del ICE" muestra claramente aue se reauiere ampliar la 
democracia re~resentativa, a través de mecanísmos de 
particioación directa con caoacidad de iniciativa de lev o de 
veto, como el referendo. 

En cuarto lugar, la declaratoria de inconstitucionalidad de la lev en 
cuestión señala la importancia del control de cvíistitc~cionalidad en 
el funcionamiento del Estado costarrice&e. Er! efecto, muestra 
que este control está firmemente extendido sobre la formulació~? 
de leyes por el Poder- Legislativo, y que establece ur? limite a la 
capacidad de legislar por parte U"e la Asan~ulea Legislativa cue no 
existía antes de 1959, cuando fue creada la Sala Constitucional. 
Además, este límites es exi.ensivo a las actuaciones ael Poder 
E,ieccctivo, ,-m la emisión de reglameí?tos, estatutos y decretos 
ejecutivos, as; como la ejecucicin de políticas públicas, pueden ser 
impugnadas ante i a  Sala. 

En quinto lugar, el movimiento "anti-Combo" refleja los alcances y 
las limitaciones de la moviiizac~óí? de las organizaciones de la 
sociedad civii. Por una parte, la amplia coalición de oi-yanizaciol?es 
- sindicatos, orgai~izaciones somunale,r, pastorales, estudiantiles y 
cc~iogistas- amasó ui:a fgerza social capaz de revertir un2 
decisión legislativa apoyado por el Poder Ejecutivo. AdemSs, la 
vinculación entre una alta capacidad de organización y disciplina 
en el corazón del movimiento (los sindicatos del ICE laboran en la 
empresa pública más desarrollada del país) y una alta capacidad 
de movilización social (organizaciones pastorales de la Iglesia 
Católica) creó nuevas formas de comunicación y de protesta. 
Pero, por otra parte, la movilización de fuerzas sociales se 
desvaneció tan rápidamente como surgió, y los dirigentes del 
"sector social" no pudieron traducir la protesta social en una 
propuesta de modernización del ICE v ¡os mercados de 
electricidad y telecomunicac¡ones. El movimiento "anti-C~mbo" 
fue capaz de forzar r~ueiiamente un emuate oolítico, Dero 
no de tomar la iniciativa. En este sentido, el acople entre un 
clima mayoritario de opinión pública con organizaciones sociales y 
el partido minoritario que encabezó la oposición parlamentaria 
(Fuerza Democrática) fue una oportunidad bien aprovechada por 
10s dirigentes del movimiento, pero 10s acontecimier?tos 
posteriores sugieren que se trató de una alianza circunstancial. 
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En sexto lugar, la resolución del conflicto precisamente en 
momentos en que la polarización politica del pais era alta y surgi'a 
el riesgo de una violencia descontrolada, muestra la volc~ntad de 
las partes por encontrar una salida negociada. Esto dice del 
interés de estas partes -especialmente la contestatarja - por 
mantenerse dentro del juego democrático, aún en una situación 
difícil. En oersoectiva, la ~osibi l idad del acuerdo fue 
abonada oor dos reslas irnolícitas de com~ortarniento: ni el 
Gobierno emprendió una represión sistemática de las 
protestas, ni ¡as orsanizaciones de la sociedad civil 
prooiciaron actos destructivos de la ~ r o o i e d a d  oública. 

Finalmente, el movimiento "anti-Combo" sugiere consideraciones 
sobre el tipo - y la viabilidad- de la refortna del Estado posible en 
Costa Rica. Como señala el reciente inforrne de la Auditoria 
ciudadana, el terna de la reforma estatal ha sido dominado por 
consideraciones técriicas acerca de las funciones del Estado y sil 
papel en la economía, pero poco por respuestas a las aspiracior7es 
ciudadanas sobre el acceso, calidad, eficie17cia y trato de las 
instituciones a las personas, y por la existencia y eficacia de los 
sistemas para garantizar !a trunsparencia en la gcstión pública y 
el derecho a pedir y a recibir cuentas. Buscar apoyo ciudadano 
imulicará mezclar preocupacionees "macro" sobre las funciones del - . -. - - - 
Estado con ;as preocupaciones "rnicro" de las pel-sonas, e 
introducir- una perspectiva democrática que ha estado absenteen 
las uro~uestas  o'e reiornla ciel Estado 

20 Proyecto Estado de la Nación, 2001. El subrayado es nuestro. 
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Capítulo Cuarto: Antecedentes jurídicos 

No hal lamos en nuestro país, ni en el extranjero alguna investigación 

que t rabaje el problema planteado por  ésta. De hecho, parece que en 

algunos casos no resulta u n  problema que necesite problematizarse a 

nivel jurídico. Los grupos de defensa de los derechos civiles en los 

Estados Unidos han  util izado el recurso de "las sentadas" en las ca!les, 

amarrándose con cadenas o sin ellas, como u n  mecanismo de protesta 

y de  visibilización; lo mismo han estado haciendo los grupos "anti- 

globalización" en distintas partes del planeta, con la adición del cierre 

de vías de acceso a los edificios o sitios en los que se l levan a cabo las 

reuniones de los principales organismos firiancieros internacionales. No 

obstante, parece que en estos países se trata de una falta m e n s r  al 

orden público y estos grupos se ha:: planteado esto corno parte de los 

m o v i m i e n l ~ s  de  aesobediencia y/o resistenciz civil, tema que 

problematizaremos más adelante. 

Antes ole la reforma ai l ibro de Las S~n t ravenc iones  de! Código Penal 

recientemente promulgada y que entra a regir a part i r  del 1 0  de  

rioviernbre de! año 2002, existían tipos co:itravericionales referidos a 

esta clase de acciones; no obstante por defectos de técnica legislativa 

estos eran inaplica bles. 

Sin embargo, merece destacarse la jurisprudencia de la Sala 

Constitucional en varios recursos de Hábeas Corpus interpuestos por  

estudiantes y trabajadores en contra del Ministro b e  Securidad, como 

consecuencia de "la garroteada" y a las detenciones ilegaies que realizó 

la  poiicía en contra de los manifestantes contra la Ley de¡ Combo ICE 

que impidieron el paso en !? l lamada Rotonda de la Fuente de la 

Hispanidad. Son los votos que resuelven estos hábeas corpus 
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precisamente los que inspiran y dan pie a esta investigación, pues 

básicamente sostienen que: 

"...el derecho a disentir no ~ i l e d e  reducirse a un sentimiento íntimo que no 
pueda trascender o hacerse manifiesto aue impida al40 como "las 
manifestacíones" aue tjonen Que ver con este recurso, pues eso sería 
prácticamente dejar sin contenido un derecho a expresarse en ~ Ú b l i c o  Y 
sin violencia sobre los asuntos más im~ortantes, aquellos que tienen que 
ver sobre lo que entendemos como un futuro mejor o más feliz para 
nuestra sociedad. Como corolario de lo anterior, ha de tolerarse en estos 
c a o s ,  el mal menor de una protesta y no el mal mayor de un disturbio, 
por una apresurada y desmedida actuación de la autoridad." 21 

Sobre estos votos volveremos más adelante en el tt-anscurso del 

desarrollo de esta tesis. 

21 Res: 2000-02873, Hábeas Corpus de Josué Arévalc y otros contra el Ministro de Seguridad. 

Sala Constitucional, Poder Judicial, San José, Costa Rica. Archivo en formato digital 

proporcionado por la Sala Constitucional. 
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Capítulo Quinto: Algunos Antecedentes en otras 
naciones (Argentina: Los piqueteros) 

El sábado 2 de  agosto de  2002 aparecía en  la página e n  español d e  CNN 

la not ic ia d e  disturbios y saqueos en Uruguay debido al cierre d e  bancos 

decretado por  el  Gobierno y el t emor  a que se reproduzca la s i tuación 

Argent ina en  este país. En una par te de la noticia se decía: 

// Stirling dijo que "no tenían indicios" de que la g rese~c ia  el mes 
pasado en la Facultad de Humanidades de uno de los llamados 
a u e t e r o s "  argentinos, que dio una conferencia sobre la situación del 
vecino pais y las protestas que hacen, tuviera "algo que ver con los 
episodios" vividos el jueves en esta capital. " 22 

Efl Arqentina, s2 conoce como "p&ueteros" r activistas alle cortan 
rutas Y caminos COITO ,parte de actos ae protesta. 

Los saqueadores del jileves lanzarcn gritos de "hay hambre" antes de 
entrar r los comercios. Los 16 asaltos se produjeron en inmediaciones 
d e  coli~edores gr¿lttiitos, instalados por las autoridades psra asistir 
con alimentación a sectores pobres. Los 31 comedores atienden a más 
de 13.000 personas por día. "" 

Por p r imera  vez este mov imiento  resulta inencior?ado por  CKN e n  su 

paginci, lo que  da cuer?ta del  t emor  a que, (dada la s i t~ iac ión  dramát ica  

e n  el Cono Sur, debido al fracaso d e  las recetas ~ e o - l i b e r a l e s  del  Fondo 

Monetar io  Internacional) ,  este mov imiento  pueda extenderse a 

Uruguay, Brasil y Paraguay. 

En Guatemala también:  encontramos esta noticia e n  el d iar io  

electrónico La Nación: 24 

2: En: http:!!~~~ww.cnnenespanol.co1n/2002/a1ne1-icas/08/02/uruguay/i1~de~.html 

23 Op. Cit. 

24 En: http:llvv\~~w.nacio1i,co.cr/l1i~ee/2002iabr¡lil7lultiinal .htinl 
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"Campesinos bloquean carreteras e invaden fincas en Guatemala". 

Agencia AP Martes 1 7  de abril, 2001 07:23:00 (Hora local) 

Guatemala. Grupos de campesinos colocaron batricadas en 
varias carreteras e informaron sobre la invasión de 1 4  fir?cas al 
norte del pais, como respuesta a la pasividad del gobierno a 
sus peticiones de tierras. 

También informó que un grupo de campesinos tomaron la sede 
del Fondo de Tierras (Fontierras) de Cobán, la cabecera de Alta 
Verapaz, en donde dijo que permanecerán hasta que el 
gobernador responda a sus demandas de tierras. 

Sin embargo, el portavoz de la policia Rodolfo Zelada dijo a la 
AP que tienen informes sobre bloqueo Úe carreteras, pero no de 
invasiones de fincas. 

La Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
(CNOC) había informado este miércoles sobre refuerzos en 1 7  
Fincas invadidas y la próxima ocupación de otras entre 20 y 25  
ante la inacción del gobierno para resolver la problemática de 
la tierra. 

Según cifras del CNOC, la injusta repattición de la tierra se 
evidencia en e! hecho de que el 96% de los productores 
agrícolas trabajan tan solo el 2S% Ú r  iu tierra p r ~ i u c t i v d ,  
mientras que 0,2% de productores ,plzseen más del 70% de la 
~x is lna .  

El presidente de la privada cámara dei Agro, Roberto 
Castañeda, dijo que como primer medida, n t e  la amen;izo de 
invasiones a fincus, buscarán asesoría para iniciar acciones 
irgalcs contra los i~~vasot-es. " 

También en México podernos encontrar este t ipo de acciones. Recién 

salió publicada una noticia en el diario La Jornada de México. Aquí u n  

extracto de la noticia: 

"Doce moviliraciones en el centro agravan caos vial: Tareas de 

control de tráfico vehicular mantienen ocupada a la policía. 

Campesinos, colonos, estudiantes, peregrinos e incluso solicitantes de asilo 
político y de visas para ir  2 Estados Ll,;idos llevaron a cabo una docena de 
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movilizaciones, la mayoría en la zona centro de la ciudad, que 
contribuyeron a incrementar los problemas de circulación ocasionados por 
los trabajos de remodelación del primer cuadro, así como por el paro en 
dos líneas del Metro. 

Ninguno de los contingentes estaba conformado por más de mil personas; 
inclusive una marcha fue protagonizada por sólo 15 habitantes del poblado 
Las Margaritas, del estado de Chiapas, quienes obstaculizaron durante la 
mañana la circulación en la avenida Constituyentes al dirigirse a la 
Secretaría de Desarrollo Social (Sedeso). En la colonia Roma, nueve 
autobuses, con 350 integrantes de la Central Campesina Cardenísta, del 
estado de México, cercaron el Tribunal Agrario y bloauearon la ca!le 
Orizaba. 

Prácticamente la misma ruta siguieron un centenar de habitantes de 
Huilapa, Guerrero, para demandar la regularización de sus tierras, 
mientrus 300 intearantes la Organización del Valle de Anáhuac bloauearon 
la avenida 20 de Noviembre para exiqir la liberación de uno de s u s  
di/-iqentes. 

Inteqrantes de la Unió11 Campesina Democrática (UCD) cerraron desde las 
15 horas la circulación sobre avenida Bucareli, frente a la Secretaria de 
Gobernación, y luego se plantaron ante a la Secretaría de Hacierida, en 
R e f ~ n n a  e Hidalgo. 

Er, el sur, trabajadores del I n s t i t u t ~  de ~ r o p o l o q i a  realizarol? uor la 
mañana cortes intern?itentes a !a circulación sobre &venida Revol~~ción, a 
la altul-a de la colonia San Pedro de los Pinos. :'2' 

En Mexicc estas acciones no  están penalizadas si se realizan d e  fo rma 

p3cífica. Sin embargo en este momento  hav u n  proceso de diálogo 

ent re  el Gobierno y las organizaciones de base para lograr acuerdos e n  

el sent ido d e  coordinar acciones, d e  forma que  se puedan "escalonar" 

las protestas, o ponerlas e n  agenda, de manera que no colapse el 

tráfico e n  u n  México Distr i to Federal, con u n  ya  de por  sí panorama v ia l  

bastante congestionado y caótico. 

25 SUSAIdA GONZALEZ G., (reportera). La Jornada, México. 

http://w\iilw.jornada.u1ia1n.mx/038nl cap.php?origen=capital.htrnl 
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Posiblemente este tipo de acciones podamos encontrarlas en distintos 

momentos en cualquier pais de América Latina, no obstante es en 

Argentina, con el "Movimiento Piquetero", que estas han alcanzado 

u n  nivel de complejidad, generalización geográfica, organicidad y 

eficacia, que no se ha alcanzado en ningún otro país, quizá porque la 

misma situación del país lo demanda así. 

Si se observa la sociedad desde la Óptica cie las formas de acción social, 

la Argentina puede ser considerada como una de las más creativas e 

innovadoras: la ronda de las Madres, la Carpa Blanca de los docentes, 

los e s ~ r a c h e s ~ ~ ,  los piquetes y ahora las cacerolas integran la gama de 

repertorios de los nuevos actores sociales en ese país. 

"Hasta marzo de 1976 las modalidades dominantes, como en todo 
país con ciertc nivel de desarrollo iridcictrial y democrático, eran la 
huelga, la manifestación, el mit in y la campaña electoral. La 
insurrección tirbana, la peculiar saga de los "azos" (Cordobazo, 
Rosariazo, etcétera) fue una seña d s  identidad de la clase obrera 
argentina que mostró que en su seno anidaba, junto 2 una te!?dencid 
mayori iaria a integrarse en la sociedaci en la forma más veritajosa 
posible, otra que buscaba  trascender!^. En ese período - coniienzcc 
de los setecta- Argeniina ostentaba el mayor índice de hueigss del 
mundo."" 

"En ese período e! movimiento social se identificaba básicamente con 
el movimiento obrero y siridical. Estas formas de acción se 
consolidaron como hegemónicas en todo el mundo industrial en la 
segunda mitad del siglo XIX,  desplazando las modalidades que había 
adquirido el movirniento social en el largo períodc de transición hasta 
la sociedad industria¡: la cencerrada o charivaii, la fiesta y la 
algarabía, la apropiación del gi.ano y la ocupación de tierras, la 

26 Escraches se les llama a distintas acciones o actos tendientes a denunciar, visibilizar, ridiculizar 

y piihlicitar a persoriajes cuestionados de la vida pública, ya sea inediarite actos frente a sus 

casas, en situaciones públicas, o mediante pintas. 

27 Zibectii, Raúl. La Creatividad y el carnbio social van de la rnaim. En 

http:ll~ww.brecha.corn.~iy/tangoferoz/rz.htrnl. 
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concentración y, en un período intermedio, la destrucción de 
máquinas."28 

Con las Madres de Plaza de ~ a ~ o , ~ '  a comienzos de los ochenta, se da 

u n  viraje sustancial en las formas de manifestación social: la ocupación 

permanente de un  espacio público central, difundiendo u n  drama 

individual e íntimo y convirtiendo a la mujer, y en concreto a la madre- 

ama de casa que había asumido tradiciona!mente u n  rol pasivo, en u n  

nuevo sujeto que desconcertó a los órganos formales e informales de 

represión. 

En este sentido las Madres de Plaza de Mayo fueron las precui-soras de 

estos movimientos. Demostraron, a diferencia de lo que sucedía con los 

m o v i m i e n t ~ s  sindicales tradicionales, que debían hacer pesar el número 

en sus demostr-aciones, que ia cantidad no tenia la menor importancia. 

Apenas u n  puñado de Madres, muchas veces no más de una veintena 

en la ronda de los jueves, y hasta una sola en aiguria capital provincial, 

producían i in efecto estremecedor. La soicdad, e¡ aislzmiento provocado 

prJr la rupt i i ra de los lazos socialec qcle reuljzaba la dictadilra, era 

contrarrestada por la potericic: del ejemplo y la dignidad, por la justicia 

del reclamo que, en algiúin momeritu, terminaron por- genera- una 

resonancia que traspasó los límites del movimiento por los derechos 

humanos. Con ellas se fue creando un nuevo imaginario social en la 

sociedad argentina. 

Las Madres de Plaza de Mayo son u n  nuevo tipo de agrupación social 

que rompe radicalmente con el pasado. Hasta ese momento la forma 

predominante de organización era la asociación, donde los individuos 

son medios para conseguit- fines. Tanto los partidos como los sindicatos 

28 Op. Cit 
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pertenecen a esta categoría. Por el contrario, las Madr-es funcionaron, 

por lo menos durante una prolongada primera etapa, como una 

comunidad, en la que los fines son los propios individuos que la 

componen. Su rasgo principal es ético, no instrumental. 

Su ejemplo fue seguido por los jubilados, que realizan concentraciones 

todas las semanas frente al Congreso, desde hace más de una década. 

Ambos ejemplos i lustran que, en las nuevas condiciones generadas por 

el neoliberalismo, no son las organizaciones tradicionales las más  

apropiadas para enfrentar el modelo, ya que para hacerlo hay que abrir 

y ocupar espacios sociales y públicos en una sociedad fragmentada e 

indiferente. 

Esto debido a que 12: principal consecuencia de las dictadliras es 13 

ruptura del iazo social, la clesartic~iiación de todz expresión orqsnizada 

de so l í da r i d~d  del pliebio, el desme!nbrariiientci de los sujetos sociales. 

De ahí que este nuevo tipo de oryanizzciones se pi-opongu, coir!o 

objet ivo primero, la reconstrucci6n del tej ido socia!. Perc no  "hacia 

afuera", sino empezando por ellos n;is,mos, por ia convivencia cocidianz 

entre los miembros del grupo. De ahí que, tanto Madres como hijos y 

luego los grupos piqueteros, seguidos recién ahora por las asambleas 

de los sectores medios, dediquen mucho t iempo a reuniones en las que 

lo fundamental es el cómo, por encima del qué o el hacia dónde. 

Acotemos además que esta ruptura de los !azos y desarticulación del 

te j ido social, no sólo lo producen las dictaduras, sino la misma lógica 

neo-liberal está dirigida a, y tiene como consecuencia, la ruptura de 

*' Las rnadres y abuelas de los d?saparecidos durante los años de la dictadura militar 



estos lazos. En este sentido la dictadura mi l i tar  argentina era una  

avanzada para al lanar el camino a este proyecto social excluyente. 

Así, pues, - según algunos autores en  revistas y publicaciones 

"underground" - ( tanto digitales como en  formato físico), el mov im ien to  

piquetero nace a mediados de los noventa, por fuera de las 

inst i tuciones politicas y sociales tradicionales. 

Hacia mediados d e  la década se produjo u n  nuevo y singular v i ra je.  La 

ocupación del espacio público siguió siendo la tónica, pero adquir ió 

modal idades diferentes. Por u n  lado, los desocupados ensayaron en  el 

sur largos cortes de i-uta, dando nacimiento a la f igura del piquetero. La 

segunda innovación fue la aparición del e s ~ r a c h e ' ~ ,  a mediados de los 

noventa, de  id manzl de  la zgrupsción de los hi jos de desaparecidos. 

En 1997, con la ins ta lac i jn  d e  la Carpa Docente o Carpa Bianca, 

tarribiSn fref i te al Concjr?so, se p r o d i ~ j o  una i iu?va i i inuvación e n  cclanto 

a ias fo rmas de lucha, ~ro iagon izac ja  ahora por el rnl iv imiento sindical, 

que er-I ¡^S hectios adoptaba rn6tzldos propios de otros sectores. U n  

ampl io  sectoi- social y sindical conseguía reünir  en  torno suyo toda la 

oposición al menemismo, convirt iendo ese espacio en  u n  foco 

permanente de agitación, e n  u n  referente para los medios y para el 

conjunto de la sociedad, durante dos años y medio.  

En cuanto a los piquetes, la lógica inicial fue  que al no poder hacerse 

paros por  la inexistencia o cierre de  fábricas ("ahora la fábrica es el 

barrio", dice el dir igente de la Federación de Tierra y Vivienda, Luis 

D'Elía) se podía hacer algo similar cortando la ruta.  Ante  la 

imposibi l idad d e  parar la producción de mercancías, se frena entonces 
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su circulación, hasta que las autoridades conceden bolsas de comida o 

planes de trabajo, u n  subsidio de seis rneses de duración. Pero el 

p iquete es mucho más  que el corte de ruta, corno las Madres son 

m u c h o  m á s  que la ronda de los jueves e n  Plaza de Mayo. 

D e  hecho, el corte de  ruta es ternporal, mientras la organización 

piquetera es permanente. El piquete t iene dos instancias: la propia 

movil ización, cuyo eje es el corte de  ruta, y la 01-gariizacióri que le sirve 

d e  sustento. Durante el corte se produce una división del t rabajo en t re  

los que mant ienet i  la ru ta  cortada y los que sostienen el fogón, 

garant izando la alitnentación, la ronda del ma te  y u n  fuego permanente 

para calentar a los que participan del corte.31 

En cuanto a la organizacibn piquetera, su caracter terr i tor ial  const i tuye 

ur i  verdadero viraje,  -si iri7plicsr cercanía, cotidianidad, r e l a c i o ~ ? s  cara a 

cara. Y en general, u n  estilo que la dcerca niucho al t ipo de grupo-  

comunidad, del que las Madres e hi jos son los principales referentes. 

Quizá el hecho de q u e  ia niayoría d e  sus integrantes cesln 

mujeres incida de forma determinante e n  el carácter de  estos grupos 

que, por  cierto, var ian notablemente entre las diferentes zonas. Los del 

nor te  (General Mosconi y Tartagal en  Salta) y los del sur del Gran  

Buenos Aires (Solano, Lanús) presentan características fuet-teinente 

comunitar ias, e n  tanto los de  La Matanza (donde existen las 

organizaciones m á s  extendidas) t ienen caracteristicas gremiales 

clásicas. El esti lo comunitar io que se observa e n  los cortes d e  ru ta  es u n  

ref lejo del t ipo d e  convivencia cotidiana e n  sus barrios. 

30 Método de visibilizar, publicitai y ridiculizar a represores, y torturadores, con pintas y otros 

métodos. frente a sus casas. 
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Obsérvese la importancia de la participación de las mujeres y de los 

jóvenes en la innovación y en la efectividad de estas nuevas forrnas de  

lucha, que sin duda tienen un  carácter más fuertemente femenino y de  

género: una participación niás iguaiitaria, inás horizontal, y han 

resultado mucho más creativos y efectivos. 

Su autonomía y su novedad se encuentran relacionadas con el 

desprestigio de las organizaciones políticas tradicionales como producto 

de su incapacidad para reformular las condiciones de dominio del 

l lamado capitalismo tardío o para producir modificacior~es tendientes a 

mejorar  las condiciones de existencia de las grandes mayui-ías de la 

población. 

Los piquetes sori una modaiidad de iucha que ugrupa a qdienes fueror! 

expulsados de los centros fabriles: desocupados que buscan resolver 

problei-rias ligados a su propia existencia, reorganizándose 

territot-iali-1-lente er! amplias zonas en ias que la batalla más dura e 

contra la disoluci6:: del lazo sociat. Desde un    unto de vista ertructural,  

los piygetes son consecuencia de la descomposición del tej ido industrial 

del país. 

"Tal parece que los piqueteros retoman muchos elementos y saberes 
de las experiencias de lucha obrera de las décadas anteriores - el 
mismo "piquete" fue tomado de los "piquetes de fábricau-. Pero esta 
prolongación metodológica no fue incorporada mecánicamente, sino 
transformada bajo la nueva condición de "sin trabajo". Este punto 
preciso es la elaboración del legado antes que la aceptación pasiva de 
la herencia. Aquí se juegan las potencias subjetivas del piquete, en la 
capacidad de inventar formas de lucha a partir de iristacira: una 
soberanía s i t uac iona~ . "~~  

32 Fontana, Edgardo y otros, (Colectivo Sitiiaciones, texto colectivo), 19 Y 23 Amintes Para el 

nuevo ~rota~ori ismo social. Pag. 91. Ediciones de Mano en Mano,.lera. Ecfición Abril 2002, 

Bueiios Aires Argentiiia. 
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"En efecto, es esta elaboración la que le permite al piquete pensar 
desde un lugar singular. Desde allí, la operación piquetera consiste en 
establecer una relación compleja con el aparato del estado y en 
recrear nuevas modalidades de habitar el territorio - el barrio -, 
reformulando de manera novedosa su relación con la tradición obrera 
y sindical con la que sin dudas tiene puntos de contacto. Entre esos 
aspectos de coincidencia existe uno que no puede despreciarse: tanto 
el sindicalismo como el piqucterismo han debido inventar formas de 
lucha capaces de alterar la normalidad de las cosas; hari debido 
elaborar formas concretas de hacerse oír. Si el trabajador cuenta con 
la capacidad de interrumpir el ciclo productivo mediante la huelga, el 
piquete asume su condición esencialmente territorial acudiendo a 
bloquear la circulación de mercancías a través ae una acción directa 
sencilla y audaz; el corte de rutas."j3 

Así los bloqueos de calle resultan ser el arina de quienes no t ienen más 

recursos que su capacidad de controiar territorios con su presencia. En 

este sentido es patrimonio común de desocupados, indígenas, 

campesinos, desalojados, y Se todo un  ampiio congiomerado que el 

nec-l iberalismo llama "excluidos". 

Orgasizadcs I;orizontalmente, su rncdalidad de trabajo y toma de 

decisiones es el estado asanibieario peri-nanente. Su origer; es reciente. 

Aparecen a i-~iitad de la década del '90 en la zona rui-al dei pais y se 

generaiizaror: eri r-nerios de un año. La inczlrporacióri del corte de  ruta 

dinamizó la part ic ipaci jn de desocupados en las luchas de todo el pais 

en un  movimiento que fue desde el interior hacia la provincia de Buenos 

Aires. Esta velocidad de la socialización del piquete rebasó todas las 

formas de cooptación y de represión estatal. 

Los medios de comunicación los bautizaron como "piqueteros": 

proaujeron u n  estereotipo. Luego, las diversas interpretaciones 

entraron en juego, y se fue eiaborando así la figura del "piquetero". En 

su versión dominante se trata de una descripción configurada a part i r  

del jugar que ocupan en fu estructura social: "excluido", "sin trabajo", 

33 0p.Cit. pag. 92 



"víctima". "Esta "posición piquetera" surge al vincular la condición de 

desamparo con una metodología única: el corte de ruta. 1134 

Pero a medida que los "piqueteros" fueron toinando la palabra se fue 

percibiendo hasta qué punto el "piqueterismo" agrupaba una variedad 

múl t ip le y heterogénea de experiencias. Existieron, incluso, intentos de 

un i r  a todo el movimierito - esencialmente múlt iple - bajo la pretensión 

ingenua de homogeneizarlo e institucionalizarlo. Todos estos intentos 

han fracasado. 

El nlovimiento piquetero es un  verdadero inovimiento de movi inientos. 

Corno tal  ha producido una auténtica revolución ei7 cuanto a la 

percepción colectiva sobre las capacidades populares de crear nuevas 

formas de intervención sociai y política. 

El l lamado C ~ n g r e s o  fiaciunal Piquetero realizado en la pr imera mi tad 

del 2001  fue u n  m o m ~ n t o  clave de la constitución de¡ movimiento. En e! 

se reuniercn prácticamente todas las experiencias piqueteras del país. 

El objet ivo erd dar  nacimiento a una coordinador-a, misma que fue 

creada, bajo el nornbre de Bloque Piqcletero Nacioiial. En  este r-nomento 

el .movimiento piquetero cuenta con varias listas electi-óiiicas y pagii7as 

en internet para coordinar acciones, producen gran cantidad de inater ial  

escrito y de video. De hecho en los pr imeros meses de este año (2002), 

se ha organizado el Festival de Cine Piquetero. Lo que da cuenta de 

la profundidad, ia complejidad y del arraigo de este movi iniento en el 

tej ido sociai argentino. 
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Dado que empieza a suceder algo similar a lo que ocurrió en Argentina, 

tanto en Uruguay, coino en Paraguay, y quizá en el inisino BI-asil, es 

presumible que este tipo de moviinientos se extienda y se enriquezca, 

pues pese a las ayudas económicas que están concediendo los 

organismos financieros internacionales, lo que está a la base de esta 

problemática es la quiebra, el fracaso del modelo de crecimiento (no 

desarrollo), propuesto por estos mismos organismos (FMI, Banco 

Mundial). 

Al misrno tiempo, es muy  probable, y ya está sucediendo en Argentina, 

que renazcan y aumenten los niveles de represión contra los 

integrantes de estos movirnientos. No obstante dado el carácter 

desconcentrado, y descentralizaao y al mismo t iempo territorializado 

(en las barriadas); de este moviiniento, las posibilidsdes de 

desarticulario se vuelven casi nulas para el Gobierno y los aparatos 

represivos y/o de control social. 

Al respecto dice uno de los integrdntes del M ~ v i m i e n t o  de Trabajadores 

Desocupados de Solana (movimiento integrante del Mov i r r i i en t~  

Piquetero): 

"A favor de las organizaciones autónomas juega que el sistema al 
cual representa este Gobierno no puede dar respuesta de los 
problemas fundamentales, como la desocupación, la salud y la 
educación". 

Eso les genera un marco de conflicto que, de alguna manera, no 
pueden hegernonizar.. . No quiere decir que para nosotros cuanto peor 
mejor, pero me acuerdo que en el 96 o el 97, ante la menor demanda 
Uuhalde daba respuesta inmediata. Y hoy no lo pueden hacer, a todo 
no pueden responder. Entonces, nos pueden atacar pero va a ser 
dificil que nos puedan destruir, Nosotros a veces decimos que r;os van 
a destruir cuando esta sociedad cambie, porque si nos quieren 
destruir a nosotros van a tener que construir una sociedad niejor. "35 

35 Op. Cit. Pag. 120 
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han reportado movimientos de control social a nivel informal como 

"amenvzas", "palizas", y "secuestros breves con palizas" contra 

miembros de "Asambleas Barriales" y miembros del movimiento 

piquetero. 

Finalmente obsérvese que en la Argentina se ha popularizado y 

prácticamente se ha institucionalizado la práctica del "corte de rutas", 

los bloqueos, cnmo forma de protesta social, f rente a las exclusiones, 

(daños colaterales, se usa en la jerga mil i tar), que producen las 

sociedades mercado céntricas o que han hecho del mercado un  "fetiche" 

en  detr imento de los seres humanos concretos de carne y hueso. 

Er! nuestro país en cambio, se trata de ur! mecanismo aislado de 

protesta que es utilizado por los distintos grupos conio una i j l t irna 

instancia. 

En la Argentlnu, tiene u n  carscter fuertemente con~uni tar io y deferisivo, 

con una base ir iuy fuerte en los desocupados, zn  nuestro país, aunque 

han  existido expresiones locales, como las luctias contra la instalación 

del Relleno Canitaric en algunas comunidades, no tiene un  carácter 

territorial tan marcado, salvo el caso de la provincia de Limón, quizá. 

En nuestro país t iene un  carácter defensivo por parte de sectores que 

se ven seriamente amenazados por las políticas neo-liberales desde el 

Gobierno. Así, los taxistas, los arroceros, los paperos, los agricultores 

en general, las comunidades abandonad~s,  talleres de automóviies, 

algunas escuelas y colegios. Pero no tienen su base en el grupo de 

"desocupados", como en la Argentina. En el caso de la llamada "lucha 

contra el Combo", se trato de un  movimiento generalizado en todo el 

país, donde hubo "cierres de calle" bloqueos en prácticamente todo el 

terr i tor io nacional. Esta ha sido la excepción a la regla, pues se trato de 
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un  objetivo que trascendía el interés particular de algún sector en 

concreto. 

Es notable y coincidente, eso si, la importante participación de  las 

mujeres y jóvenes en estos movimientos, y el carácter hcrizontal de  los 

mismos, muchas veces casi espontáneo. La participación de los y las 

universitarias, así coino de los y las jóvenes colegiales fueron 

sumamente reveladoras en este sentido. 

Otro rasgo coincidente es que en muy  raras ocasiones tienen relación 

con sindicatos o partidos políticos. Estos últ i inos por el contrario han 

parecido pretender "guindarse" de estos movimientos, pero siempre a 

posteriori. 
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Capítulo Primero: Cuestiones Prelin~inares 

SecciQn Primera: DelimitaciQn del problema 

El problema fundamental de esta investigación es determinar si las 

protestas sociales que se realizan utilizando el cierre de vías como 

mecanismo para hacerse oír por gobiernos y medios de comunicación es 

ilegal, es decir, si se trata de una conducta típica, antijuridica y 

culpable, tal y corno acaba de ser promulgado mediante las recientes 

reformas al Código Penal, o si, por e! contrario, esta posibilidad d e  

participación pofitica está protegida pc;; nuestra Constitución Politicü, 

constitc~yendose en una cacisa de a[ioicidaci conglobante, cuando ei 

hecho se da cofi ci "animus" de hacerse escuci~ar y protestar. 

De lo anterior derivan una serie de probferrias que es necesario tratar,  

para dar una adecuada solución al asunto planteado. 

Cabe preguntarse, por ejemplo si la solución mas adecuada al problema 

del cierre de vías como mecanismo social, en aras de construir y 

desarrollar cultura de negociación y diálogo (que en ÚItirna instancia no 

es otra cosa más que fortalecer la democracia y la institucionalidad), es 

la de su prohibición. 

Otro asunto a problematizar es, si esta solución jurídica parte de una 

visión integrada del Derecho Penal, el Derecho Coi-istitucional y sobre 

todo si está teniendo en cuenta el contexto histót-ico y social c o ~ c r e t o .  
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Es decir, si parte de una perspectiva "historizada" de los valores 

sociales. 

O bien, si se está echando mano del recurso penal como una falsa 

alternativa de resolución de conflictos sociales, que lejos de resolverlos, 

los agrava. Partiendo de una pose autista y una concepción 

"fetichizada" de las normas jurídicas. 

Siendo esto así, otra pregunta que aparece en el horizonte del núcleo 

de problemas planteados es el de una posible util ización "política" del 

derecho penal, como una forma no inclusiva y de beneficio para 

sectores socio-políticos que impulsan un  proyecto político-económico 

que sacrifica amplias capas de la población y del sector productivo 

nacional, en aras de unos pocos y de intereses externos a los de 

nuestro propio desarrollo. 

Es decir, si ¡os grupos domincintes y el gobierno estarhn util izando ui io 

de Inc recursos del poder: el de proscribir conductas, para allanar el 

carripo de avance del llarnado proyecto nev-liberal de ccicittrlad, el c i ~ a !  

los grupos afectados hari detenido en alguna medida uti l izando el 

recurse de las protestas, las manifestaciones y el cierre de vías coino 

mecanismo de  oposición. 

Ante todo esto, y como eje de este recorrido cabe plantearse además, si 

el núcleo de derechos políticos como son los de expresión, reunión, 

manifestación, petición y en general, la participación política de la 

sociedad civil, pue í je i~  compatibilizarse con el cierre temporal y parcial 

de  vías públicas como iiiecanisino de protesta social, en cuyo caso 

tendríamos una causa de atipicidad conglobante para las conductas que 

se adecuen estos tipos, cuando de protestas sociales sobre asuntos 

públicos se trata. 
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Sección Segunda: Objetivos 

Objet ivo General: Deteri i i inar si el derecho de las y los habitantes a 

manifestar su disconformidad en forma pública y pacífico mediante el 

mecanismo de cierre de vías públicas, como una forina de hacer "sentir" 

sus demandas, t iene un  fundamento y amparo constitucional. 

Objetivos Específicos: 

7. Contribuir al fortalecimiento de una cultura de fiegociación y dialogo 

que en Última instancia tienda a: fortalecer la democracia y la 

institucionalidad procurando abrir otras perspectivas de ingreso a id 

problemática soriai, sin pens!izzr a sectores y gi-upos vu!nerables. 

8. Aportar una visión integrada de¡ Derecho Perial y ei Derecho 

Constituciorial en uriu perspectiva "historizuda" de los valores 

sociales. 

9.  Indagar cual es el bien jur-idico tutelado mediante la reaccióri penal. 

10. Deconstruir el discurso de la reacción penal coino una falsa 

alternativa de resolución de conflictos sociales, que lejos de 

resolverlos, los agrava. 

11. Analizar la nosi ble utilización "política" del derecho penal, como 

¿ina forma no inclusiva y de beneficio para sectcres socio-políticos 

que impulsan un  proyecto político-económico que sacrifica amplias 

capas de la población y del sector productivo nacional, en aras de 

unos pocos y de intereses externos a los de nuestro propio 

desarrollo. 



12. Determinar si el núcleo de derechos políticos coino son los de 

expresión, reunión, manifestación, petición y en general a la 

participación política de la sociedad civil, pueden compati bilizarse 

con el cierre temporal y parcial de vías públicas corno mecanismo de 

protesta social, en cuyo caso tendríamos una causa de atipicidad 

conglobante para las conductas que se adecuen estos tipos, cuando 

de protestas sociales sobre asuntos públicos se trata. 
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Sección Tercera: ~etodología  

Como ya señalamos en la Justificación, es importante recalcar que esta 

investigación, pese a tener  u n  objet ivo jurídico, no  puede desligarse del 

contex to  socio-político y de la teoría social misma.  En este caso no sólo 

h e m o s  t ratado de l igar la teoría social y el derecho en forma deliberada, 

s ino que  considera~i ios que esta transdicipliriariedad es indispensable 

para la adecuada solución del problema a resolver. 

Además, considerariios que no sólo es indispensable l igar teoría social y 

dogmát ica jurídica37, sino que este " tandem" no tendría sentido si no  se 

hace e n  forma contextualizada. Abandonar la visión del jur ista aislado y 

arrobado en u n  "samadhi" jurídico sin contacto con la realidad, ni  con el 

desarrol lo de las principales corrientes de la íilosofic! y las ciencias 

sociales resulta hoy  día no sólo inconsistente, sino a t i e m i c  poco 

práct ico. Barcellona lo expresa de esta for~ma: 

"La dogmática es de origen jüsnaturalisla ( y  los prirneros 
"dogmas" fuerori precisamente ciertos princ!pios q ~ e ,  por 
decirse de origen divino v por encamar la razón, se 
estimaban eternos e inmutables) pero siguió sii-viendo corno 
17iétodo del vositivistno jurídico, hasta llegar a constituir- por 
antonomasia, la Ciencia Jur;dica. De ese modo un rnitüú'o 
útil, pero limitado, de construcción teórica, llegó a ser; por 
vía de exageración, un factor deformante de la concepción 
misma del jurista y de su visión del mundo: el jurista 
terminó por suplantar el mundo real por un mundo de 
normas de manera que la coherencia lógica interna del 
sistema normativo le llegó a parecer algo más importante 
que la idoneidad de ese mismo sistema para 'ofrecer 
soluciones a los problemas reales; llegando al extremo de 
explicar las insoficiencias e inadecuaciones de! sistema corno 

37 Categoría con la que no co~icordarnos. Preferíamos utilizar y utilizareinos eii adelante el 161-mino 
de "teoría jurídica" en vez de dogmática. Pues la nocióri o imagen "doginática jui'ídica" rernite a un 
cuerpo "dado", poco variable, y que desciende de una autoridad. Este es a nuestro juicio un 
término anacrónico para designar un conjunto de conceptos, categorías y prcjpuestas disciirsivas 
que ya no se ajusta a la realidad. 
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simplíls "excepcioníls" que solo confir177aba17 la fir-meza de los 
dogmas establecidos. "36 

Tratándose de un  problema eminentemente "social" y en gran medida 

político como veremos adelante, era indispensable echar mano de  

instrumentos de las ciencias sociales en general y sobre todo de  

filosofía política para poder hacer un  abordaje adecuado del problema y 

no caer en  la trainpa de un  positivismo ciego al contexto social, que 

t iende a fetichizar las normas y analizar los problemas jurídicos desde la 

ingenuidad ideológica y científica de pensarse como "neutral" f rente íj 

estos. 

De esta forma hemos tratado de construir una i i ietodología de 

investigación para este trabajo que va de la siguiente fornia: 

1. Fase analítica o de determinación de c ~ n c e p t o s  y categorías 

jurídicas y de las ciencias sociales para la delimitación del ámbi to 

t e ó r i c ~  del probiema y la esc~genc ia  de los principales instruinentos 

teéricos a aplicar en ei ai-iálisis. Se dividirá en tres fases 

c~r respond ie -+  a: 

d)  la determinaciór: d e  los conceptas y categorías de las c ienc ic !~  

sociales; 

e) correspondiente a la determinación de conceptos propios de la 

doctrina jurídica; y 

f )  una tercera fase correspondiente a establecer los nexos entre ambos 

grupos de categorías. 

38 P. BARCELLONA, La Fortnación del Jiirista. Civitas, Madrid, 1977. Citaao por Antillón, Walter, 
Un Método para la Reforma del libro de las Obliqaciones del Códiqo Civil. Revista de Ciencias 
Jurídicas 57, Universidad de Costa Rica -Colegio de Abogados. San José Costa Rica. 1987 

4 7 
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XI. Análisis de los tipos penales y contravencionales atinentes. 

XI I .  Análisis del bien jurídico tutelado en los tipos penales y 

contravencionales. 

X I I I .  Contrastación y contextualización socio-histórica, (historización) 

del bien jurídico tutelado. 

XIV. Análisis a la luz de la teoría jurídica: esto es una contrastación del 

Bien Jurídico Tutelado a la IIJZ de los derechos fundamentales y 

del derecho constitucional. 

XV. An6Iisis y coritrastaciéri jcirisprudencial. 

XVI. Fase sistética en / a  que se hace aplicación de una rmetocloiogía de 

intei-pretación i~ teg i -ada  de !os distintos an j l i s is  el-1 fl incibn de las 

categorías teóricas cle las ciencias sociaies y los conceptos 

juriciicos apiicados. 

X V I I .  Contrastación con las hipótesis de trabajo: comprobaciSii de la 

acción de cierre de vías públicas como: a) causa de atipicidad 

conglobante; b)  anti-juridicidad material; o c) de desobediencia 

civil. 

XVIII.Corolarios a partir de la comprobación o no de  las hipótesis de 

trabajo. 

XIX. Llegada a este puriio la investigación será posible desarrollar 

conclusiones finales sobre el problema planteado. 

Para todo lo anterior se realizó una amplia investigación bibliográfica, 

en bibliotecas, centros de documentación físicos y en la internet, 
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entrevistas y consultas por correo electrónico cuando la fuente no se 

encuentra en el país. 

Cabe aclarar, no obstante, que si bien esta es la metodología seguida, 

no necesariamente coincide en todo con el método expositivo de los 

hallazgos encontrados durante la misma, pues como se sabe ambos 

procesos responden a lógicas distintas. En la fase de investigación 

procedimos de lo más concreto hacia lo más general, mientras que en la 

fase expositiva partimos de lo general hacia lo concreto para su mejor  

explicitación. 

Sección Cuarta: Hipótesis 

Ante el problema planteado se ofrecen tres posibles soiucioi~es: 

4. Estas acciories son simplemente ilegales, y no alcanza a estas 

conductas cingun tipo de causa de justiticación i i i  de atipicidad. 

5. Estas acciones son ileclales, pero se trata de desobediencia civi l :  es 

decir, son accior~es ilegales contra actos o leyes ci derecho pero que 

no son legítimas, de acuerdo a la distinribn entre validez y 

legitimación que hace ~ e r r a j o l i . ~ ~  

6. Depende del caso, se podría tratar de a) una acción no típica por 

atipicidad conglobante (una acción pei-r-nitida por el ordenamiento de 

alguna forma cuando concurren ciertas circunstancias); b) de una 

acción típica pero no antijuridica a¡ existir permisos de! 

ordenamiento, es decir, una causa de justificación; c) de una 

39 Ferrajoli, Luigi. Notas críticas v auto-críticas en torno a la discusióri sobre "Derecho v Razón". 

1993. Traducción de Nicolás Guzrnán, 2002, Universidad de Buenos Aires. En: : 

11 ttp://www. eldial. com. ar/ --- ------------------------. 
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"conducta socialniente adecuada" o bien de una anti- juridicidad 

mater ial ,  por una lesión inínima del biei i  tutelado. 

En la  presente investigación nos incl inamos por  las dos Últ imas 

posibi l idades y se pretende demostrar que:  

1) Existe u n  creciente divorcio entre gobernantes y sociedad civil que se 

ha  venido traduciendo en los que algunos analistas categorizan como 

" ingobernabi l idad".  Ante este creciente distanciarniento ent re  los 

intereses de los ciudadanos y los de una "acción política" autonornizada 

e n  función de la "razón técnica" (tecnificación d e  la politica), que 

produce "aut ismo" y sordera en  los dirigentes, los ciudadanos y 

ciudadanas han optado con mayor  frecuencia a la protesta en las calles, 

i i t i l izando come mecanismo privilegiado el cierre de  vías. 

Ante esto la clase política, en vez de crear nuevos y efectivos 

mecanismos de participación ciudadana, ha escogido la opción 

represiva, creando nuevcs t ipos penales, que a la postre no hacen otra 

coca que  agravar el probiema al que se pretende dar  solución, pues 

reduce las posibilidades d e  escucha de los gobernantes y de  hacerse 

escuchar por  los ciudadanos. Así, ante la ausencia de mecanismos 

mejores  estos tendrán que optar  por  la desobediencia civil. 

2) Que los derechos a la l ibre expresión y a la part icipación política, 

entendida en  u n  sentido amplio, corno la palabra que tenernos que decir 

los ciudadanos sobre la conducción de los asuntos de la República, son 

derechos que, sobre todo en interpretación integrada tiener! prioridad 

sobre la " imagen abstracta" e ideológica de "crden público" y 

"seguridad jurídica". 

3) Por ot ra par te sostenemos que el s imple cierre de  vías no cercena la 

l ibertad de tránsi to de otros ciudadanos si existen vías alternas de paso, 
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y que ambos grupos de derechos, el de libre tránsito y los derechos a 

manifestarse y de protesta, pueden armonizarse. 

4) Como coroiario de todo lo anterior los nuevos tipos penales y 

contravencionales serían inaplicables cuando se trata de 

manifestaciones públicas de protesta por parte de ciudadanos que se 

sienten afectados por la forma de conducción de la cuestión pública por 

parte de sus gobernantes, en cuyo caso tendríamos una causa de 

atipicidad conglobante, una causa de justificación, o una ausencia de 

lesividad real del bien jurídico tutelado. En vez de la acción represiva 

deben buscarse salidas alternas que permitan a los ciudadanos 

participar de los asuntos públicos en forma efectiva y logren hacerse 

esci~char.  

Todo lo anterior, sin detrimento de qge durante el curso de la 

investigacibn caigamos en cuenta de que las posibilidacies 1 y / o  11 

resulten 13s c~ r rec tas .  
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Capítulo Segundo: Marco ético y filosófico (Una 
cultura de paz y diálogo, que fortalezca la deniocracia. Una 

ciencia no sacrificial) 

Esta investigación tiene tres presupuestos básicos o criterios de 

ingreso; el primero es ético y político: se trata de la fe en la democracia 

como forma de convivencia social y la creencia en la posibilidad de su 

desarrollo y fortalecimiento en función de  los ciudadanos en su sentido 

concreto. Lo que i-riilita directamente con las actuales tendencias a la 

tecnocratización de la política en aras de la "razón instrumental". ES 

decir, se parte de la idea de que en una democracia las políticas deben 

buscar el bienestar de todos y todas y cada uno y cada una de los y las 

hab i ta i~ tes  ae una sociedad. Tiene que ver esto t a i~ i b i k i i  can la fe en 

una cultura del diálogo que permite la convivencia racional de todos los 

seres huinanos en sociedad. Ser-es huinanos conci-etus, pues toSos y 

cada uno tenemos un  igual valor sustancial. 

Esto quiere decir que rio nay ningún ser humano, ni grupu de pcrsofias 

que pueda ser "sacrificable" en aras de ningún ideal, ni  utopía, ni teoría, 

sea o no científica. Precisai-i~ente la democracia es 9 debe ser el espacio 

siempre perfectible para que cualquier forma de convivencia que sea 

"inclusiva" resulte posible. Es decir, es precisamente en dernocracia que 

podemos desarrollar u n  mundo "en el que quepamos todos" y que en 

cambio no haya cabida para "los efectos colaterales" de ninguna guerra, 

teoría económica, o política. 

En esto nos inspiramos en las tesis teológicas de Franz J. Hinkelamert, 

que al respecto sostiene: 

"La ley de la historia hace aparecer la víctima como el paso necesario para 
el destino de la historia .En esta visión, la historia, al avanzar hacia el 
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paraíso prometido, tiene que producir estas víctimas, cuya suerte no 
cuenta para el gran final hacia el cual se está avanzando. Se puede 
contestar a esta metafísica de la ley de la historia, únicamente, afirmando 
la vida de la víctima en contra de todo lo que se dice del carácter científico 
de la ley victimaria. Una ciencia es falsa si justifica estas víctimas, tenga el 
aspecto científico que tenga, prometa los cielos que quiera prometer. Una 
teoría es científicamente válida, sí sus realizaáones no prociucen víctimas 
necesarias en su paso por la historia. La víctima debe ser el criterio de 
verdad de cualquier teorh. Por eso, las víctimas son el criterio de verdad 
sobre las leyes del mercado. Las víctimas son el criterio de verdad sobre el 
cobro de la deuda externa. Los cielos que prometen el FMI y los gobiernos 
de los países acreedores - estas catedrales de la libertad, de las cuales 
hablaba Reagan -, son completamente irrelevantes y solamente encubren 
los inflemos que se están produciendo. La ley metafisica o'e la historia vi 
ve de sacr-ificios humanos. Hace falta ponerse al lado de la victima en 
contra de estos sacrificios. Ninguna ciencia es válida, si nc acepta este 
punto de partida."" 

Este cr i ter io será de  suma importancia para valorar la procedencia o n o  

d e  los dist intos proyectos políticos, econórnicos y sociales de  sociedad y 

de  Naciór;. Desde este punto de vista, u n  rr?odelc económico qi;z da por  

descontado la necesidad de cierto porcenta je de desocupación 

( tempora i  o no), o cierto grado de  pobreza y marryinalidad como r-iormal 

y /o natura l ,  no  es éticamer-ite admisible como una propuesta humana n i  

humanis ta .  Lo rnisrnc puede decirse de  ccialquier utopia de socieaad 

l lámese anai-quista, socialista, comunista o bien ¡a utopía de  u n  m u n d c  

sin utopias. Pis es aceptuble que se el iminen grupos o se degraden 

grupos d e  seres hurnanos, n i  siquiera a uno o una  sola, e n  aras de  una  

sociedad mejor .  El cri terio de la "sacrificialidad" es u n  paramet ro  

fundamenta l  para med i r  el valor científico y ético de cualcluier propuesta 

teór ica. 

'O Hinkelammeit, Franz J. Econoinia v Teoloqía: las leves del r n e ~ a d o  v la fe, pag 7. DEI, San 

José Costa Rica. Citado por: Gallardo Martínez, Helio. "Debate en toriio al Peiisarnieiito de Franz 

J. Hinkelamrnert." Departainerito Ecumériico de Investigaciones, DEI. 1992. Saii José Costa Rica. 

Pag. 5. 
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Y como queda claro de lo anterior, estamos partiendo del principio de 

que ética y ciencia, ética y quehacer político y convivencia democrática, 

no son escindibles. Lo que nos lleva a otro corolario y es que en la vida 

democrática no hay cabida para la concepción utilitaria (realismo 

político o real-politik, se le llama), o ~ a ~ u i a v é l i c a ~ ~  de la política, que 

no es otra que una concepción autoritaria de la política y de lo político. 

Esto quiere decir que en térn7inos de vida der-r7ocrática, el f in no justifica 

los medios; son los medios los que deben justificar el fin. Lo n7ismo se 

aplica a la ciencia jurídica en todo sentido y en especial al Derecho 

Penal, que es quizá el derecho más delicado y de los más importantes 

para mantener una saludable vida democrática de una sociedad. 

E! segundo criterio de ingreso tiene que ver con la política criminal, 

pues se parte de la premisa de que el Derecho Penal es en  el fondo un  

mecanismo de resolución de coriflictos sociales. Así mismo que se trata 

de una "úit ima ratio" a ~ t e  las concf¿ictas que puedan considerarse 

disfuncionales al desarrollo sociai, y que por lo tanto deben buscarse 

siempre salidas alternas que permitan la integración de ifitereses 

sociales, antes que la desagregació!-1 de estos. Es decir, debe verse en 

pr imer término coino uri mecanismo más de fortalecimiento 

democrático. Esto quiere decir que partimos de los postulados teóricos, 

éticos y filosóficos del Derecho Penal mínimo como ideología jurídica. 

Desde esta perspectiva los: 

"...los fines del derecho penal son dos -la prevención oe los delitos y la 
prevención de las puniciones arbitrarias -, entre ellos conflictivos pero 
concurrentes, y ambos son necesarios para su just i f~cación en alternativa a 
otros sistemas informales de control social. Mi insistencia en el segundo de 

41 En realidad, no es de Maquiavelo la frase. "el fin justifica los medios", pei-o si resume la 

concepción maquiavélica rnoderria de la política o "real-politikv. 
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los dos fines -no "primario", ... pero tampoco secundario -, se debe al 
hecho de que la teorización solamente del primero como justificación del 
derecho penal tiene por efecto la  legitimación de modelos de derecho 
penal máximo y virtualmente ilimitado. De hecho, es el segundo fin el que 
funda, en conflicto con el primero, los límites del derecho penal, o sea, el 
sistema de las garantías penales y procesales en el cual reside su 
especificidad como instrumento de minimización de la vioiencia respecto a 
otras técnicas de control. Si el único fin del derecho penal fuese la 
prevención de los delitos ..., la vía más eficaz sería la del terrorismo 
punitivo confiado directamente a los brazos armados del Estado. 
Justamente porque el derecho penal tiene también el fin de impedir 
arbitrios y excesos punitivos, debe garantizar no sólo la disuasión de los 
delitos sino también la tutela de los delincuentes o de los presumidos 
como tales; y justamente porque debe tutelar no sólo a las partes 
ofendidas por los delitos sino también a los reos de las puniciones 
arbitrarias y excesivas, él no puede verse informado por un "util itarismo a 
medias", como he llamado a aquél de la sola prevención de los delitos, 
sino por un "util itarismo reformado", que tenga en cuenta, además de la 
máxima seguridad posible de los no desviados, la mínima aflicción 
necesaria de los desviados. En este sentido, justificación y garantismo 
están estrictamente conectados. A punto tal que el paradigma de 
justificacióri propuesto Ser mí vale también, y sobre todo, como esquema 
de deslegitimación: alli donde un determinado dereclio penal resultase 
inidóneo a tales fines y produjese daños mayores o, en todn caso, no 
menores de cuantos pre\iiene, entonces estaría i n j ~ s t i f i c a d n . " ~ ~  

En el m i s m c  sent id^ ae  Ferrzijoli, se debe pencar e n  el dzrecho csmo u n  

ins t rumento  qüe debemos tender  a ut i l izar io menos posible y zldemas 

bajo la m a y o r  cautela de las garantías co~s t i t u r i ona les .  

En una sociedad den~ccrá t ica ,  e inclusive, por  la efectividad misn-ia del  

derecho penal, la conductas periaiizadas deben ser las menos posible, y 

sólo las rnas impor tan tes  para mantener  la convivencia social. Aquelias 

que  rea lmente  y de  una  forma efectiva iesionan bienes jurídicos q u e  

sean de m a y o r  relevancia y e n  los que n o  haya ningunc! o t ra  fo rma  

racional de  resolver el confl icto y restablecer la convivencia social 

D e  nuevo Ferrajol i  e n  esto resulta esclarecedor: 

" Ferrajoli, Luigi. Notas críticas v atitocriticas en torno a la discusión sobre Derecho y 

Razón, 1993. Pag. 22. TI-adticción de Guzrnán, Nicolás. En: ~ ; / / ~ ~ . w e l d i a l . c o ~ n . a r /  
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"Precisamente, la concepciór? del derecho penal como extrema ratio, al 
cual recurrir sólo para la tutela de los bienes fundamentales, exige una 
radical tala de delitos, que está en la base de las propuestas ... de la 
despenalización de todas las contravenciones y de todos los delitos hoy 
punibles sólo con pena de multa. Tanto la naturaleza del delito 
contravencional como la pena pecuniaria, señalan, en efecto, la escasa 
relevancia del bien protegido, y no es admisible que un bien meritorio de 
tutela penal pueda ser monetizado. De manera tal que, nuevamente, el 
legislador debe decidir entre continuar protegiendo penalrnente un bien, 
transformando por ejemplo en delitos algunas contravenciones 
urbanísticas o en materia de ambiente y previendo tal vez como penas las 
actuales medidas alternativas o incluso sanciones de tipo reparador, o, en 
cambio, adoptar técnicas de tutela y de sanción de tipo administrativo. 

El derecho penal mínimo, como resulta de una deflación y simplificaciÓn 
semejante, es, por otra parte, el presupuesto no sólo del garantismo sino 
también de la eficiencia, por cuanto, efectivamente, la eficiencia puede ser 
restitc~ida a la máquina judicial en la medida en que su trabajo sea 
reducido al mínimo ~ccesar io ,  mediante una drástica despenalizac~ón.. 4 3  

Buscamos pues, en IG fundamental, coritribuir con el fortalecimiento dei 

Estado Republicano y el de nuestra deinocracia, ya  que cuino lo herriús 

señalado antes, er; muchos casos echar mano del recurso penaiizante 

para qui tar  del csmino "obstáculos",, o bien pare obviar los probiemas, 

sólo provoca su incremento. 

43  Op. Cit. Pag. 26. 
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TÍTULO TERCERO: LA DESOBEDIENCIA CIVIL COMO 
ALTERNATIVA Y COMO ÚLTIMA RATIO DE LA 

SOCIEDAD CIVIL 

"Nadie está obligado a cooperar en su 
propia pérdida o en su propia 
esclavitud.. . La Desobediencia Civil es un 
derecho imprescriptibíe de todo 
ciudadano. No puede renunciar a ella sir) 
dejar de ser homb~e.  La democracia no 
esta hecha para los que se portan c017io 
borregos. En un régimen dernocrático, 
cada individuo guardo celosamente su 
libertad de opil~ión y de acción. Cada 
ciudadano se hace a sí lnisrno 
responsable de todo lo que hace su 
gobierno; tiene que prestarle todo su 
apoyo rniel~tras ese gobierno vaya 
tornando decisiones aceptables. Pero el 
día en que cl equipo yue esta en el poder 
haga daso a la nación, cada unG de tos 
ciuciadanos tiene la ~bl,Qación de retirar le 
su apoyo." 

Aunque estamos trabajando bajo la hipótesis básica de que e!? este 

caso, no se t rata de u n  problema de desobediencia civil, sino que aún 

hay remedios jurídicos e intra - sistémicoc para resolver lo que  a 

nuestro juic io es u n  error político y jurídico de graves consecuencias, 

consideramos importante analizar y despejar la variable de  la 

desobediencia civil como posibilidad. En todo caso esta puede dar  

inst rumentos de  ti-abajo y análisis valiosos para efectos de la  me jo r  

comprensión dzi problema. 
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Capítulo Primero: ¿Que es la Desobediencia Civil? 

A pesar de  la pluralidad de enfoques existentes sobre la desobediencia 

civil y de las diferentes valoraciones que ésta suscita, para la 

del imitación del concepto, trabajaremos con la siguiente definición 

mín ima de  este fenómeno político: 

"Entendemos por desobediencia civil un tipo especial de negación de 
ciertos contenidos de la legalidad, que alcanza su máxirna expresión en 
sociedades democráticas, por parte de ciudadanos o de gru,pos de 
ciudadanos, siendo tal legalidad, en principio, merecedora de la mas 
estricta obediencia". " 

Ahora bien, esta definición debe ampliarse en algunos sentidos: En 

prirner lugar, la desobediencia civi! es u11 t ipo especial de negación de  

ciertos contenidos de la legalidad por parte de algúi-i ciuciadano o de  

grupos de  ciudadanos. Son esto se quiere decir que si bien tcdo acto de  

desobecjiencia civil es u n  acto de desobediencia a la ley, nc  todc) acto de 

desobediencia a ic! ley es r!!i acto de desobeciiencia civil. ('si, ¡a 

desobediencia civil se caracteriza por cumpl ir  ia; sigijiefites condiciones: 

1) Er; general, es ejercida pcr  personas conscientes y co r~~pro rne t idas  

con la sociedad - lo que Hannan ~ r e n d t ~ '  denorniria minor ías 

cual i tat ivamente importantes -, lo que las lleva a ser tan activas como 

críticas respecto a ciertas decisiones políticas que se han ti-ansformado 

en  ley. La actividad desplegada por aquellos que ejercen la 

desobediencia civil es tan  intensa y de tal naturaleza que desborda los 

cauces tradicionales de formación y ejecución de la voluntad política. 

" Aivarado Pérez, Emilio. Desobediencia Civil. En: Diccionario Crítico de Ciencias Sociales. 

http://nulidadIOl 1.50megs.corn/desobedienciacivil.ht1n 
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Los ciudadanos que practican la desobediencia civil son capaces de 

imaginar u n  orden social inejor y en su construcción la desobediencia 

civil se convierte en un procediiniento Útil y necesario. 

2) La movilización de estos ciudadanos no está movida por el egoisrno, 

sino por el deseo de universalizar propuestas que objetivamente 

mejorarán la vida en sociedad. Esta condición no niega que en 

ocasiones puedan coincidir intereses particulares o corporativos con 

intereses de carácter general. Simplemente, pone de manifiesto que 

seria imposible consolidar un  inovirniento de desobediencia civil que 

Únicamente se limitase a defender intereses particulares. 

3) Los ciudadanos que la practican se sienten orgullosos. Para ellos, la 

desobediencia civil es urr deber cívico, una exigencia que procede de 

ciertas convicciones a las que es posible atribuir un  vsior objetivo y 

constructivo. 

4) Por ello, el ejercicio de la desobediencia civil tia de ser- público, de allí 

también ¡a pretensión de quit-iies la practican da corivencer ai resto de 

los c i udadan~s  de la justicia de sus demandas. 

5) En principio su ejercicio no debería vulnerar aquellos derechos que 

pertenecen al mismo bloque legal o sobre los que se sostiene aquello 

que se demanda. En cambio, su práctica podrá negar derechos de orden 

no democrático o que pretendan perpetuar privilegios injustificables. 

Entre las consecuencias que se deducen de esto se encuentra la de que 

la desobediencia civil se ejercerá siempre de manera pacífica. Por ello, 

la desobediencia civil rechaza las prácticas ligadas a la violencia. 

45 Arendt, Hanna., Crisis de la Repúb!ica, págs. 67-100, Madrid, Taurus, 1973 
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6) Con el la no  se pretende transforr-nar enteramente el orden político n i  

socavar sus cimientos, sino promover  la modif icación de aquel los 

aspectos d e  la legislación que entorpecen el desarrol lo de grupos  

sociales marginados o lesionados o, e n  su caso, de  toda la sociedad. 

Estas característ icas nos permi ten  dist inguir la desobediencia civil d e  

otras fo rmas confl ict ivas de relacióii con la legalidad. Así, la 

desobediencia civi l  no es el medio cori el que pretender ob tener  

exc lus ivamente privi legios individuales o corporativos, ni const i tuy? u n a  

mani festac ión de  desobediencia criminal - ciertas prácticas l igadas a 

reivindicaciones del  sindicalistno profesional o u n  si inple acto del ict ivo 

no  serían bases sobre las que sustentar la desobediencia civil, puesto 

q u e  violan la pr imera caracteristica antes señalada -. Tainpoco es 

equiparable a ia concpiraci6n1 o la asociarión il icita - se incumpli i-/a el 

cuar to rasgo - n i  al t?rrorisrno - incurnpii iniento de  la qü in ta  

caracterist ica -. Y, f inalniente, nc: es la fcr ina eufer-nistica de refer i rnos 

a ia revoluci6n - ello concuicaría ia sexta propiedad de ia deccbediencia 

civi! - .  

Hay  que dciarar, además, que la desobediencia civil alcanza su m á x i m a  

expresión en  situaciones democráticas. Ello no  i~mpl ica negar  q u e  

puedan darse casos de  desobediencia civil e n  situaciones n o  

democr i t i cas .  Es más, ¡os desobedientes civiies clásicos han  combat ido  

injust ic ias y diversas fo rmas de  discritninación en  situaciones p re -  

democrát icas - Henry  David Thoreau, Tolstoi, Ghandi o Mart in  Lu ther  

King -. S implemente,  lo que  esta precisión viene a subrayar es que  la 

desobediencia civil se muest ra  de  manera m á s  genuina e n  una  sociedad 

democrát ica.  
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Así, " la desobediencia civil sería la fol-ma más responsable de incumplir 

una ley en democracia y su existencia sería una prueba del grado de 

tolerancia y de salud de una democl-acia avanzada y dinámica. r /  46 

Esta distinción entre formas de negación de la ley según se produzcan o 

no en  u n  marco democrático nos permite trazar una diferenciación 

conceptual entre la desobediencia civil y otros actos semejantes en  

contextos históricos muy  diferentes del actual, tales como el desacato 

moral  a la ley positiva (objeción de conciencia), o el derecho a la 

revolución. 

Otro aspecto a ampliar es el de que los ciudadaiios que participan en 

actos de desobediencia civil deberían observar en principio una estricta 

obediencia a la iey elaborada mediante procedimientos 

escrupulosamente democráticcs. En teorict, esta regia, elemental para la 

estabilidad aeniocratica, puede ser t i-afisgr~dicid lealmente si se dan las 

seis caracteristicas antes mrncinriadas. De ahí q u e  recalq¿iemos que en  

el fcndc, l a  desobediencia civil es un ar to  de lealtad para con una 

deniocmcia dinámica coi1 pretei~siones integradoras que busca 

romper los mecanismos ol igopól ic~s de fabricación de  

consensos. 

46 Habermas, J., E17savos  o olí tic os, págs. 49-90, Barcelona, Península, 1988. 
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Capítulo Segundo: ¿Cuando es valido utilizar la 
desobediencia civil? 

Resulta relativamente fácil justificar la desobediencia civil en una 

situación de deterioro democrático. Es evidente que no se le debe 

obediencia a u n  orden político en el que el gobierno vulnera los 

principios sobre los que se sostiene el Estado de Derecho - fundamento 

del Estado Democrático - en el que no funcionan los frenos y 

contrapesos que l imitan la absolutización del poder; en el que la ley es 

elaborada fraudulentamente convii-tiéndose en al-rna de guerra; o en el 

que los adversarios políticos son despojados de sus derechos y son 

perseguidos por el poder. Pero, ¿es posible justificar la desobediencia a 

la ley cuando ésta ha sido aprobcida cumpliencio escrupulosamente con 

¡os procedimientos democráticos o cuándo nada anienaza a la 

democracia? 0, planteado er, otrcs ter!-ninos: ¿hay argumentos 

convincentes que permiten a una mincjria oponerse a algunas de las 

decisiones deinocráticas de la m?ynria sin que podamos imputarle a 

dicha minoris un  proceder antidemocrático? 

Existen diferentes formas de justificar la desobediencia civil. Las que se 

refieren a convicciones personales de orden religioso, ético o moral no 

serán analizadas por no coi-responder a nuestro campo de interés. En 

cambio, nos interesa analizar los argumentos que tienen u n  mayor  

contenido intersubjetivo. 

1)  La crisis del mandatc rept-esentztivo liberal. Esto fue ya a~ial izado 

antes desde la perspectiva del cambio democrático y su relación con la 

dinámica política, pero para efectos de este tenia se puede decir que el 

mandato representativo fue siempre una ficción que resultó compatible 

con el sufragio censitario. Para la ideología liberal primitiva había una 

absoluta equivalencia entre la nación y las clases dominantes, de modo 
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que los representantes de estas clases bien podían afir inar que 

representaban a toda la nación. Aquellos que participaban en el proceso 

de toma de decisiones detentaban la categoría de ciudadanos políticos. 

En cambio, el resto de los individuos, el cuarto estado, era 

polít icamente irrelevante y debía mantenerse al margen del proceso de 

toma de decisiones. Las grandes masas de la sociedad no formaban 

parte de la nación en sentido político y sus anónimos integrantes eran 

ciudadanos exclusivamente en u n  sentido civil. Sólo puede hablarse 

genuinamente de deinocracia cuando el liberalisino comienza a ser 

permeado de manera forzada por algunos principios democráticos. 

En este proceso de luchas y de transformaciones sociales la ciudadanía 

poiitica comienza a universalizarse y a ensanchar SIIS dominios, hasta e! 

punto de transformarse en algo objetivamente supei-ior: en ciudadanía 

socia¡. Los ideales de !a ciudadanía social, algunos de los cuales son 

recogidos ya por e! constitucionalisrno de entreguen-as, se muestran a 

veces incompatibles con la creciente burocratización de los principales 

instrumentos de pai-ticiparión polltica, esto es, partidos y sindicatos, y 

con el hecho de que éstos se hayan convertido en auténticos Órganos 

del Estado. 

"En la actualidad, la ficción decimoriónica de la representación política ya no es 
compatible ni con la universalización de la ciudadanía social, ni con el hecho de 
que las Únicas realidades que gozan de auténtica y directa representación 
política sean las maquinarias sindicales, partidistas y burocráticas del Estado. En 
suma, no parece muy consecuente seguir manteciendo ni teórica ni 
prácticamente uc principio de representación política deciinonónico en gna 
realidad tan diferente de ¡a origirial v, a la par, tan dinán?ica"". 

47 Leibholz, G., "Representación e Identidad", en F. Neuinariri y K. Lerik (eds.), Teoría y Sociología 

Crítica de los Partidos Políticos, Barcelona, Anagrama, 1980. 
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Un posible camino para evitar esta permanencia sería el de promover la 

democratización de la representación. Para e!Io, debiera suprimirse el 

monopolio repr-esentativo-decisor que ostentar) los partidos políticos. 

Este empeño podría Iograrse si se arbitraran nuevas forinas de 

participación ciudadana (nuevos n~ecanisinos de control sobre 

representantes y administradores, prácticas de deinocracia directa, 

mayor  protagonismo político de los movimientos sociales y de las 

organizaciones no gubernamentales, etc.) y si se entendiera que la 

desobediencia civil podría contribuir a ello e, incluso, si se admitiera a 

ésta como u n  mecanismo más de forinación de las decisior~es políticas, 

como ya lo son la iniciativa popular o la institución del referéndum en 

algunos países. Quizá, de este modo, se impediría que las diverszc 

burocracias de los aparatos de Estado se consolidaran definit ivamente 

coinn elites que definen en un  régimen cuasi moriopólico los contenidos 

d e  la autoridad, de la iegitimidad y de la legalidad. 

2) La creciente tecnificación Qe /a política, que pal-ece haber t r a f d ~  el 

viejo Y totalitario idea: platórjico de la legitimación de la a ~ ~ t o r i d a d  por el 

conocimiento. 

En la actualidad, ensalzarr;os instituciones de carácter teocrático a las 

que se les concede el privilegio de dictar decisiones políticas icapelables 

de apariencia jurídico-profesional: bancos centrales, pero también 

organismos financieros de carácter supranacional, por ejemplo. 

Por otra parte la existencia de jurisdicciones constitucionales pone de 

relieve dos características de la política contemporánea: a) que la 

soberanía, entendida como capacidad Última de decisión, no reside en  el 

pueblo sino en los tribunales constitucionales, con lo cual queda roto 

uno de los dogmas de la democracia y, b) que la política está 

cambiando de carácter al sufrir una creciente contaminación jurídica 
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que encierra numerosos peligros (Así: Solis, ~ l e x ~ ~ ) ,  entre los que 

destaca la opacidad en la que suelen actuar las jurisdicciones 

constitucionales, y la venida a menos del Parlamento como órgano de 

control  político. Dado este orden de cosas, sólo hay una alternativa: o 

se abandona la forma tradicional de justificar el parlamentarismo o se 

legit ima la desobediencia civil. 

Para H. Kelsen, el parlamentarismo no puede justificarse apelando al 

principio de la soberanía popular. En el parlamentarismo el pueblo es 

f ict iciamente soberano puesto que la representación parlamentaria es 

también imaginaria. Por lo tanto, según su opinión, sólo cabria una 

justificación técnica del parlamento y, por lo tanto, de la democracia. En 

el fondo, siendo realistas, todo se reduciria a afit-inar que, a pesar de 

sus carencias, no hay un  sistema más democrático de forrnación de la 

voluritad política que el parlamentario, lo cual implicaría aceptar de 

buen grado las limituciones que éste impone al ejercicio popular de la 

soberanía. 

El segundo camino, en cambio, nos permite salva!- el principio de la 

soberafiía del pueblo legiti!~?a::rfo la desobediencia civi!. E! ejercicio de la 

desobediencia civil podría dificultar el progreso de la tecnoci-acia al 

quebrar el régimen de !nonopolio en el que actúan los tr ibunales 

constitucionales. De este modo, se produciría una saludable pugna 

sobre quién ha de ejercer el poder soberano que qiiizá hiciera u n  poco 

rn is verosímil el axioma der'riocrático de la soberanía popular. 

3 )  "Las constituciones de raíces liberal y democrática son la máxima expresión jurídica 
de un determinado modo de entender al hombre y su relación con la sociedad. Es muy 
probable que dos de las nociones más importantes sobre las que reposa el orden 
democrático-liberal sean el carácter sagrado de la dignidad del hombre y la idea de 

Solís, Alex, Control Político v Jurisprudencia Constitucional, CONAMAJ, Saii José, Costa Rica, 

2000. 
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que la condición de humanidad es un proceso abierto que exige el continuo desarrollo 
de las potencialidades humanas. A su vez, estas ideas legitimadoras estarian ligadas 
indisolublemente a una actitud: la de desconfiar sistemáticamente del poder aunque 
éste sea democrático. Por esto, no es extraño encontrar constitucionalizada la 
desobediencia a la ley en el ordenamiento constitucional liberal y democrático: la 
Declaración de los Derechcs del Hombre y del Ciudadano de 1789; el art. 3 5  de la 
Constitución francesa de 1793; el artículo 21 de la Constitución francesa de 1946; las 
constituciones de algunos Lander alemanes corno Berlín, Bremen y Hesse y, 
finalmente, el artículo 20.4 de la Ley Fundamental de Bonn. De todo esto se deduce 
que los contenidos cada vez más a~nplios de la dignidad humana han de estar más allá 
del arbitrio del legislador democrático - tesis de Jellinek sobre la autolimitación del 
Estado -. Por lo tanto, puede ser desobedecido todo acto legislativo que limite o viole 
lo que entendemos por dignidad y desarrollo humanos puesto que atentaría contra los 
principios legitimadores del orden social al que pertenecc~nos. Esta sería la razón por 
la cual autores genuinamente liberales y demócratas como J. Ralles, R. Dworkin o H. 
Arendt, aprueban de un modo u otro la desobediencid 

4) Si se aceptara que es posible sostener una perspectiva puramente 

procedimental (formalista) de la democracia, la desobediencia civil 

estaría leoitimadd cuando las mayorias de i-ioy tomaran decisiones 

lesivas e irreversibles para las mayorías del mañana o para las 

generaciones. Por eso, la aefensa del medio ambiente, ia promoción de 

nuevas reglas económicas internacionales o el pacifismo son terrenos 

propios y frecuentes para el ejercicio de la desobediencia civil. 

5) Desde una perspectiva histcrica, !os que han practicado la 

desobeciiencia civil han perseguido ideales que, a! principio fueron 

rechazados por- las personas de su tienipo, pero han sido aceptados 

posterior-mente como civilizados. Esto quiere decir que la ilegalidad ha 

sido en numerosos casos la fuente de una legalidad que hoy valoramos. 

Algunas de estas luchas se han entablado contra la esclavitud en  los 

EEUU de Norteamerica; por la defensa de los derechos civiles y del 

sufragio universal; la independencia de la India, la iucha contra el 

Apartheid, contra la guerra del Vietnam, por el voto fenienino, el 

respeto al voto en 1948 en nuestro país, el uso de la energía nuclear, 

49 Alvarado Pérez, Emilio. Op. Cit. 
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los  ensayos nuclear-es, en t re  otros; por  el reconocirnierito d e  la objeción 

d e  conciencia, de la insumisión o por u n  reparto t i iás equil ibrado d e  la 

renta mundia l ;  por  el reconocimiento y la protección efectiva de  los 

derechos d e  las minorías y d e  los sectores m á s  desvalidos d e  la 

poblac ión o, s implemente, por  el ensayo de  ct ras fo rmas m á s  plenas de  

convivencia humana.  En u n  plano estr ictamente histórico, los que h a n  

pract icado la desobediencia civil h a n  sido unos adelantados a su t i empo  

y h a n  puesto e n  práctica el noble adagio de  Thomas Paine que dice 

"Quienes aspitFan a cosechar los beneficios de la libel-tad deben soportar 

corno hombres las fatigas de defenderla ". 

6) La desobediencia civil, como mecanismo n o  convencional de  

part ic ipación e:: la formación Qe la vo luntad politica, se caracteriza 

porque actúa a la vez corno válvuia de seguridad de¡ s istema político y 

~011-10 cauce mediante el cua! se i i iani f iestan i r i iportantes sectores de  la 

op in ión  pública. De  este modo, la d e s o b e d i e ~ c i a  civil contr ibuye a 

actual izar d e  manera  ágil los contenidos del  rég imen polít ico 

democrát ico haciéndole ,más estable y perfeccionándolo. 

D e  an i  que  sostenganios que "si se estima que la Constitución es un 

proceso y que la den7oc1-acia es perfectible, la desobediencia civil pueda 

ser un buen instl-umento de defensa de las constituciones 

democráticas". 

El manten imiento  art i f icial de estrechos cauces de  part ic ipación propios 

d e  circunstancias ya  pasadas separa a ia ciudadanía de la  esfera 

poiít ico-insti tucional, con lo  que puede quedar  ser iamente dañada la 

leg i t imidad del orden deniocrático. La progresiva compie j idad d e  ia 

50 Estévez Araujo, J. A., La Constitucio~? colno 01-oceso y la desobediencia civil. Madrid, Trotta, 

1994. 
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sociedad civil y la ampliación de las relaciones que ésta mantiene con 

las instituciones estatales son una propiedad singular de las sociedades 

occidentales. Resulta fácil transcribir las anteriores ideas con la 

terminología empleada por aquellos autores que han admitido este 

hecho y que, a la vez, han pretendido elaborar u n  pensamiento 

emancipador, aun cuando éstos no pertenezcan a la tradición liberal- 

democrática. Este sería el caso de Antonio Gramsci. 

Para este autor, el poder de los que gobiernan depende del grado de 

hegemonía politico-cultural que sean capaces de lograr sobre el resto 

de la sociedad civil. Los verdaderos conflictos políticos, por lo tanto, 

acontecen en el terreno de la sociedad civil y, en términos militares, se 

conducen con arreglo a ias tácticas de la guerra de posiciones. De este 

modo, introducida en el pensamiento granisciano, el ejercicio de la 

desobediencia civil así como su fundamentación adquieren el carácter 

de tácticas gracias a las cnales resulta posible competir por la 

constitución de una n u e v i  hegerno~i¿!  político- altura! que, 3 la larga, 

podría contribuir a la extinción del Estado. Y lo rnás sano para la 

democracia, es qcie estd lucha pueda darse denti-o de la democracia 

misma. El hecho de que en Gramsci la desobediencia civil se constituya 

en procedimiento al servicio de la revolución, no quita el valor 

interpretativo de sus categorías para una mejor  comprensión de la 

desobediencia civil en  el marco de una sociedad cada vez más amplia y 

a r t i ~ u l a d a . ~ '  

51 Portelli, Hugues, Gramsci y el bloque histórico, Siglo XXI Editores, 12a. edición, España, 1985. 
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Capítulo Tercero: ¿Es aplicable la desobediencia civil? 

Corno ya vimos, la posibilidad de la aceptación o no de la desobediencia 

civil como un  procedimiento más de  formación de la voluntad política 

está ínt imamente ligada a la concepción que se tenga sobre la 

democracia, sobre la participación política, sobre el valor de la ley y 

sobre el cambio político. Aquellos que sostienen una definición 

supuestamente procedimental o elitista de la democracia, suelen 

af irmar que los mecanisinos miniinos de participación política - 

elecciones periódicas y alguno que otro referéndun2 -, a la vez que 

deben conformar la legalidad en régimen de monupolio - tanto 

sustancial como materiairnente -, son ios más eficaces para preservar la 

estabilidad del cisterna política frente c; la excesiva presión de los 

cambios y de las nuevas demandas sociaies. 

En el fondo de estas consideraciones late una perspectiva 

neoconservadora y autoritaria de la política que reduce la democracia a 

meros procedimientos, que sustituye al puebio como soberano supremo 

por instancias escasamente democráticas que intei-pi--tan lo poiitico de  

manera inapelable, y que afirma que las nuevas formas de participación 

ciudadana en los asuntos públicos no son más que amenazas que 

comprometen gravemente la estabilidad o la gobernabilidad, aunque, 

nuncc! nadie haya proporcionado evidencia alguna de que el ejercicio de 

la desobediencia civil haya contribuido al debilitamiento de ninguna 

democracia. A la inversa, quienes sostienen esta concepción formalista 

y ritual de democracia, son mucho más "comprensivos" cuando analizan 

las violaciones de la leq.?!idad ei i  las que incurren los gobiernos 

democráticos. En estos casos, la quiebra del i inperio de la ley sei-ia 
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legítima porque perseguiría un fin supuestamente en nombre de la 

Razón o de la Seguridad del Estado. 

La existencia de la desobediencia civil así como su hipotética 

justificación ponen de manifiesto que, incluso en democracia, sigue 

abierto uno de los problemas políticos más antiguos: el de la 

legit imación del poder. Ello indicaría que en las democracias actuales no 

se habría alcanzado la equivalencia entre la legitimidad y la legalidad o, 

entre la legalidad - propia del Estado legislativo parlamentario - y el 

derecho - propia del Estado de Derecho. 

Resulta así claro que existen suficientes argumentos para acogerse a la 

desobediencia civil en caso de no prosperar las tesis lega!es que e r ~  este 

trabajo tratamos de defender a favor de el cierre de cailes corno uno de 

los pocos n-~ecanismos efectivos de protesta social que pueaen utilizarse 

en nuestro país. 

Además, bien podría pensarse sn la desobsdiericia civil como una 

verdadera causa de justificación cuarido se encuentran todas las 

características arriba apuntadas para que el ejercicio de Ic: misrna 

resulte "legítimo". 

No obstante, hemos excluido esta variable como hipótesis principal de 

trabajo pues la desobediencia civil parte de la premisa de que hay una 

legalidad, que aunque vigente carece de legitimacióri y que como tal 

debe ser denunciada. Nosotros consideramos que para el caso de este 

mecanismo de protesta, pese a los intentos de crirninalización por parte 

de los grupos en el poder, aún existen suficientes instrumentos 

constitucionales, doctrinales y legales para legitimar el tipo de protesta 

aquí analizada, por los causes institucionales que tenemos. 
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En este título pretendemos definir y problematizar algunas nociones 

básicas sobre democracia, convivencia democrática, política y la 

situación coyuntural actual (globalización, proyecto neo-liberal, 

desborde de la dinámica social y política respecto de la antigua 

democracia de  ti:po representativo j, como "contexto" de la tipificación 

penal que analizainos en esta tesis. 

Así mismo, en este título procurarnos demostrar que existen razones de 

t ipo "político", más que de política criminal, detrás de  los intentos de 

criminalizar una conducta que se viene utilizando por parte de grupos y 

clases subalternas, para oponerse al despliegue del proyecto neoliberal. 

Proyecto que en últirna instancia pone en pelig:-o la s u p e r ~ i \ ~ ~ e n c i a  de 

amplias capas, clases y ca tegor í~s  sociales, mientras en la cara opuesta 

es irripulsado por determinacíos sectores minoritarios, que se ven 

ampl iamente beneficiaclos por el. 

Lo otra hipótesis ha demostrar es que detrás de esta "rnisse en escene", 

existe una lucha sorda, silenciosa y silenciada, por la determinación de 

lo que será en el futuro cercano, el carácter de la política y lo político en 

fiuestro país, y las características, o el diseño del proyecto político de 

Nación, las de  nuestra democracia, y las del Estado. 

Es decir, la política estará básicamente er! m a m s  de  "!os expertos", 

bajo la premisa "ideológica" de la "cientificidad", la técnica y el poder- 

conocimiento técnico-tecnológico (criterio por den-~ás, sacrificial); o si 

bien, se debe recuperar el carácter "popular" de la política, y de su 

finalidad inclusiva y humanista. Es decir, no sacrificial. En el que los 

" e x p e r t ~ s ' ~  se mantengan en una posición más bien subordinada. 



ANÁLISIS POLÍTICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOL~GICO DEL CIERRE DE VÍAS PÚBLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

Así pues, según esta línea de argumentación, los grupos abanderados 

del proyecto neo-liberal, buscarían con la propuesta de "penalizar" los 

bloqueos de calle, no otra cosa rnás que quitarse un  obstáculo, 

allanarse el camino y así, arrebatar a sus "opositores", el instrumento 

que ha demostrado ser uno de los más efectivos en la oposición a este 

proyecta de sociedad, ampliamente repudiado por el grueso de la 

población costarricense, tal y como lo deinuestran consistentemente 

todos los estudios de opinión desde hace más de diez años. 

Habría en este sentido, una utilización política y abusiva del derecho 

penal. 

Comc corolario de esta hipótesis, sostenemos que no sólz se está 

jugando en este escenario el futuro de lo po!itico y de la política; sino 

además, la recomposición de u n  nuevo "Bloque Histórico", o grupc 

dominante. Y lo que es aún más importante, el del futuro de  !a  

democracia costarricense comc espacio de inclusión de intereses, 

diálogo, negociación pacífica, integración, creación y recreación de 

identidad naciona!, para las distintos grupos, clases y categorías 

sociales que componen lo societal en nuestra Nación. 



Oscar Arévalo Solórzano 

Capítulo Primero: Democracia, Política, Ciudadanía y 
crisis de la Democracia Representativa Costarricense 

Sección Primera: Principales categorías e instrumentos 
teóricos a utilizar 

Lo primero será determinar y delimitar algunos conceptos básicos para 

ingresar en el problema 

Para iniciar a problematizar los conceptos tomaremos algunos de los 

utilizados en la Auditoría para la Calidad de la Democracia. En ella se 

utiliza el concepto de Régimen Democrático de esta forma: 

"Por régimen democrático se entiende, en lo fundamental, lo que 
Dahi denomina "poliarquía" (Dahl 1971, 1989 y 1999) y Sartori, 
democracia (Sartori, 1987). Empíricamente, Dahl establecicí qc;e una 
poliarquía se caracteriza por ser un i-?gimen político que curnpie con 
siete características (aunque en algunas ~cas iones  en listó ocho). 

En ella, las instituciones políticas garantizan y p r ~ t e g e n  que: 

las decisiones de gobierno sean adoptadas 90; represent5ntes electos 
por la ciudadanía; 

las elecciones sean libres y limpias; 

Los representantes políticos sean electos y removidos por medio de 
elecciones periódicas; 

casi todos los adultos tengan derecho a ser elegibles a cargos públicos 
(con excepciones debidas, por ejemplo, a falta de capacidades mentales 
comprobada); 

las personas puedan ejercer ia libertad de expresibn; 

las personas puedan ejercer el aerecho a la libre organización; y/o 
las personas puedan ejercer el derecho a la inforniación. 

Pese a los intensos debates en el contexto de la teoría política 
democrática, y a críticas recientes al concepto mismo de poliarquía, éste 
sigue siendo empleado por la mayoría de los académicos para clasificar 
los regímenes políticos existentes. (Se entiende que), la poliarquía es el 
marco institucional mínimo indispensable dentro del cual t iene sentido 
examinar las prácticas ciudadanas, pues por definición se trata de la 
mayor o menor capacidad ciudadana para emplear las garantías, 
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libertades y derechos deniocráticos. Se trata de un concepto que 
funciona como pivote para el estudio de la calidad de la democracia. La 
relación entre ambos es análoga a la que en música se establece entre la 
partitura de una obra y su interpretación. 

Además de los requisitos institucionales anteriormente mencionados, un 
régimen democrático debe garantizar condiciones mínimas de 
habilitación ciudadana. Por ello se entiende que las personas (real o 
potencialmente) ciudadanas tengan las capacidades indispensables para 
funcionar como tales. Esto significa por lo menos, que: 

las personas adultas con derecho a la ciudadanía poseen una 
identificación que los habilita como tales: 

las y los habitantes tienen una esperanza de vida al nacer similar, sin 
distingos sociales o étnicos; 

las y los habitantes tienen acceso a trámites administrativos y 
judiciales en su lengua materna. 

las y los habitantes no padecen de desnutrición en seoundo v tercer 
grados, y 

*!as y los hobitantes no experimentan pobreza abso~uta." '~ '  

"Ciudadanía: es el corijunto de pa-sonas que sur? titulares de 13 

totalidad dc derechos pljblicos subjetivos, otoroados por el sistema 
jurídico. Son ciudadanos las personas que !a Constitmricii Política define 
ccmo tales; en Costa Rica, las personas mayores de dieciocho años 
nacidas en el país o naturalizadas. En una democracia, la ciudadanía es 
universal dentro de los confines de un Estado-nación, pues incluye a 
todas las personas que cumplan con los requisitos mínimos 
mencionados. Sin enlbargo, la Auditoría incluyó en la evaluación a las 
personas no ciudadanas, pues una democracia está ob!igada a respetar 
los derechos humanos de todas las personas que residen o transitan por 
el territorio del país."53 

"Convivencia política: son las prácticas políticas que las y los ciudadanos 
establecen cotidianamente entre sí, con sus líderes y funcionarios 
públicos (que son también ciudadacos) y con otras personas que no son 

52 Proyecto Estado de la Nación en Desarrollo Huinano Sostenible. Irifor-rne de la Auditoría 

Ciudadana sobre la Calidad de la Dernoci-acio en Costa Rica, 1 era edición, Saii José, Costa Rica. 

Proyecto Estado de la Nación, 2001. Pág. 

53 Op. Cit., Pág. 27. 
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ciudadanas por ejemplo, los niños y los extranjeros) en la gestión de 
asuntos p ú b l i ~ o s . " ~ ~  

54 Op. Cit. 
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Sección Segunda: Lo político y la política: Breve reseña de la 
genealogía de la Democracia 

Ahora bien, problematicemos un  poco estos conceptos, lo cual ya  de por 

sí se ha hecho de alguna forma en el título anterior sobre la 

desobediencia civil. 

En pr imer lugar, debernos hacer notar que estas definiciones t ienen 

básicamente una util idad operativa y que se refieren sobre todo a la 

clásica definición de democracia como el sistema de dernocracia 

representativa. Pero es necesario revisar otras opciones para poder 

contrastar estos conceptos y abrirnos a u n  panorama o a un  menú  más 

ampl io de posibilidades. Es importante, por cierto, no amarrarnos a 

mitos, o a "~upe rs t i c i ones ! ' ~~  ideológicas y i ie  no nos permitan 

enriquecer las formas de la democracia, si;; qiie eso irnplique perder lo 

que ya hemos avanzudo en térrnirios C;P gardr~t iac, ~-!erechos 

inaividuales, y oi-ganizaci~n de! Estado. 

En la Grecia clásica la den-~ocracia no tenía el significado que le  

o i ~ r c j a m o s  en nuestros dias; de hecho, sólo una pequeña parte de la 

sociedad griega era considerada como ciudadanía. En esa época la 

democracia directa era posible gracias a las cor~diciones geográficas, 

demográficas y a la disponibilidad de t iempo para dedicar u n  espacio 

impor tante  a los asuntos de gobierno. Posteriormente fue la democracia 

representat iva la que pasó a ocupar el pr imer p!ano debido, 

principalmente, a qge las condiciones que hacían posible las prácticas 

55 Así los sectores más conservadores de la sociedad han sostenido siernpre a través de la historia 

que la actual definición de cosas es la mejor y la única posible y que cualquiera otra, o su solo 
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d e  democracia directa cambiaron radicalmente a part i r  de los procesos 

d e  emancipación popular en la Europa del siglo XV I .  

Duran te  la epoca moderna ha subsistido el debate sobre la democracia 

e n  cuanto a sus dos formas: directa y representativa; sus diferencias, 

posibi l idades y formas de interrelación. Es decir que, por una parte, 

prevalece la idea de que la democracia es una fo rma de gobierno que 

debe incluir  a todos y a cada uno de los ciudadanos que conforman u n  

grupo social dado y, por la otra, debe admit i rse el hecho de que las 

sociedades actuales, complejas y que a barcan grandes poblaciones y 

áreas geográficas, no  cuentan con las condiciones para mantener  u n  

sistema de gobierno en el cual todos los ciudadanos part ic ipen 

d i rectamente en la toma de decisiones políticas. 

La necesidad de legi t imar las decisiones g ~ h e r n a m e n t a l e s  y los 

regin ienes p ~ l í t i c o s  sobre is base de ¡a capacidad Se participación 

poli t ica de  la ciudadunía, ha puesto riuevarneri le sobri- ¡a rnesa de 

discusión la conveniencia de buscar inecanismos q ~ i e  integren estas dos 

fo rmas d e  democracia. Si debernos analizar los instrumentos de la 

democracia directs part iendo de la base de que en  las circunstancias 

actuales, estos deben ser analizados y puestos en práctica dentro del  

marco d e  las instituciones representativas y del funcionarniento de los 

sistemas políticos. Esto puede tener  algunas ventajas, entre las que 

pueden mencionarse la expresión pura de los intereses individuales y el 

fortaiecimiento de la responsabilidad ciudadana en la  t o m a  de 

decisiones y su traducción en id vida política. De igual manera, en t re  

sus desventajas está el hecho de que su uti l ización puede resultar en  

u n a  polarización de las alternativas, lo que puede desembocar en  la 

ciiestionamiento puede llevar al caos. Popper ha sido el más claro ideólogo de esta concepción 

que ha sintetizado en la frase: "quienes buscan el cielo en la tierra, sólo traen el iiifiei-no." 
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adopción de decisiones forzadas. Las formas de dernocracia directa que 

se aplican en nuestros días pueden considerarse más propiamente como 

formas de democracia seini - directa. No obsta~i te,  siermpre es bueno 

tener en cuenta que, es necesario ubicar el análisis en contextos 

históricos y políticos concretos. 

El debate entre estas dos perspectivas no ha terminado. Es y será un  

debate inacabado percl que nos permite seguir avanzando y tener 

parametros para la evaluación de la calidad de la dernocracia concreta. 

En todo caso, partimos de que la relación entre ambas tiende a ser rnás 

complementaria que antagónica, y que, el marco histórico en el que 

f inalmente se resuelve es la clemucracia representativa. 

La historia de la democracia coirio forma de gobierno ha sido marcada 

por una tensión perpetua entre su expresion ideal v su realidad 

concreta. Desde su nacirnierito, en ias ciudades-estsido de la Grecia 

clásica, se ha piznteado ei probierna de la c i r~ci l iac ión entre 

participacieri de los ciudadanos y iacapacidad de gobierno. El paulatinc 

afianzamiento de la representación pclitica cuii-10 niecanismo de 

realización de la voluntad popular a partir del siglo XVI y, mucho t iempo 

después, el recurso de las elecciones regulares para seleccionar a los 

representantes del pueblo, ofrecieron una solución a ese dilema en las 

comunidades políticas de gran tai-riaño. 

Sin embargo, la solución práctica a la participación, que constituyó la 

consolidación de la democracia representativa, no ha estado exenta de 

críticas, las cuales destacan sus limitaciones e inconvenientes. Ya en el 

siglo XVIII, el fi!csofo francés lean-Jacques Rousseau afirmaba que la 

noción de representación política iba en contra de la esencia misma del 

concepto de soberanía popular. Luego, las críticas a la democracia 



representat iva pusieron en  evidencia el carácter in te rmi ten te  de la 

part ic ipación ciudadana, el alejamiento entre el ciudadano y los centros 

de t o m a  de decisiones públicas, y la excesiva l ibertad de los 

representantes con respecto a su mandato.  

Dada la  ampl ia consolidación de los sistemas de democracia 

representat iva y de  sus evidentes vir tudes en sociedades coinplejas de 

gran escala, los defensores de la democracia directa han abogado a 

favor  d e  la instauración de mecanismos que resuelvan los problemas de 

la in tervención directa de  la ciudadanía en la toma de las decisiones 

públicas. Esos mecar i i sn~os son el plebiscito, el referéridciiri, la iniciativa 

popular  y la revocación de mandato. Son conocidos comúnmente  como 

i n s t r u m e ~ t o s  de !a democracia directa aunque, son m á s  bien 

ins t rumentos  de la democracia semidirecta, tiado que operan dentro de  

s is temas predominantemente representativos 

Para hacer i i n  repaco a grandes  rasgo^ de la genealogía de la 

democracia, podeinos decir que nació en  las ciudades-estado de la 

Grecia clásica, en  el siclo V antes de Cristo, para eso seguiremos las 

pautas de ~ a s t o r i a d i s ~ ~ .  Alcanzó su fvrrna más  acabada en  la ciudad d e  

Atenas, en  la época de Pericles. Las características de la deinocracia 

gr iega son las que m á s  se acercan al ideal de  la democracia directa, en  

la cual el conjunto de los ciudadanos participa directa y cont inuamente  

en  la toma de decisiones acerca de los asuntos de la comunidad.  Sin 

embargo,  desde una  perspectiva institucional, es una construcción m u y  

s imple  y pr imi t iva.  

56 Castoriadis, Cornelius, El ascenso de la insiqnificancia, Frónesis, Cátedra Universitaria de 

Valénciu, Madrid, Espafia., 1998. Pág. 175 y SS. 
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En Atenas los ciudadanos se reunían varias veces al año, se estima que 

por lo menos unas 40, en la colina del Pnyx para discutir- los asuntos de 

la comunidad. La agenda de discusicnes era establecida por el "Comité 

de los 50", constituido por miembros de un  "Conlité de los 500", 

representantes, a su vez, del centenar de demes que conformaban la 

ciudad. El período de los cargos públicos era m u y  breve (menos de dos 

meses en el "Comité de los 50", un  año en el "Comité de los 500") y la 

designación se hacia por métodos de sorteo en el pr imer caso y de 

rotación en el segundo. La discusión y la deliberación entre ciudadanos 

constituían la base de este sistema de participación democrática. Las 

decisiones eran tomadas, normalmente, por vía del consenso, y en la 

época del apogeo dei s is ten~a en Atenas se requería un quórunl ae 

6,000 participantes para que las decisiones de la asainblea fueran 

válidas. Todo ei fo daba lugar a una especie de "deiiiocracia sin Estado". 

Corrio podemos ver ¡a democracia directa, tal  coino era practicad2 en 

Atenas, requiere de condiciones m u y  especiales de desar-rollo, las cuales 

no han  vuelto a darse en la historia. La de ciudadano era una figura 

total, cuya identidad no admitía distinción entre los ámbitos público y 

pr ivado: la vida política aparecía como una extensión natural del ser 

mismo.  Los intereses de los ciudadanos eran armónicos, fenómeno 

propio de una sociedad homogénea que, además, tenía un  tamaño 

reducido, lo que favorecía las relaciones directas entre todos. En la 

Grecia clásica la existencia de un  ainplio estrato de esc!avos era una 

condición fundamental para el funcionamiento de la democracia directa. 

Así, los ciudadanos estaban en condiciones de reunirse con frecuencia 

para decidir directamente acerca de las leyes y medidas políticas. 
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Como lo hace notar Giovanni sartoriIs7 después del declive de la 

democracia griega la palabt-a democracia prácticamente desapareció por 

u n  periodo de 2,000 años. 

A finales de la Edad Media y durante el Renacimiento se empezaron a 

gestar grandes transformaciones, las cuales poco a poco volverían a 

hacer de  la participación política u n  importante tema de reflexión y una 

demanda popular que siglos después se haría más uriiversal. En los 

ámbitos sociales, econóinicos y políticos se produjeron cambios que 

repercutirían en el mundo de los valores. 

En el ámbito social, la reforma protestante contribuyó a difundir una 

nueva manera de pensar la actividad política, marcando una división 

más nítida entre el poder secular y el religioso. Hdemas, su enfas~s en  el 

establecimiento de uila relación directa entre el creyente y Dios sentó 

13s bases para pensar la vida comunitaria como uca re iac i jn  e i ~ t r e  

individucs iguales. Lrl expresibn más clara y temprana de ¡a influencia 

de la Reforrna en ia forrriulación de demunclas de participación popular 

se dio en los movimientos de los Levellers y de los Diggers, en la 

Inglaterra de¡ siglo X V I I ,  que ilevaron al terreno de la política la idea de 

igualdad de los hoinbres ante Dios. 

En lo económico, el desarrollo del comercio contribuyó al surgimiento de 

una clase social independiente de las ataduras feudales, que se 

agrupaba en los burgos. Pronto, esos burgos autónomos innovaron 

métodos de gestión de los asuntos pubiicos, q ~ i e  incorporaban 

elementos de participación política con fuertes rasgos plutocráticos 

(gobierno de los ricos). Las ciudades-estado de la I tal ia renacentista 

constituyeron la expresión más acabada de este modelo, si bien 

57 Giovanni Sartori, Teoría de la democracia. vol. 2, Alianza Editorial, México, p. 356. 
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comunidades similares florecieron en  Francia, en Suiza y en las orillas 

del m a r  Báltico. 

En lo político, recorriendo aquí la historia a pasos agigantados, las 

grandes revoluciones de los siglos XVII  y XVI I I  Ó las revoluciories 

inglesas de 1640 y 1688, la guerra de independencia estadounidense de 

1776 y la revolución francesa de 1789 nutrieron y a la vez se 

alimentaron de las ideas de los filósofos políticos de la época. Así, las 

ideas del iusriaturalismo (que suponen la existencia de un  contrato 

social entre gobernados y goberriantes en sus distintas expresiones, de 

la representación política y de la soberanía popular, del vinculo de 

Iegit imidad y de la regla de niayoría, y de la ciudadariía como expresión 

de una comunidad política de iguales) encontraron alli grandes 

laboratorios. 

Poco a poco, las presiones por ampliar ¡a participación política pusieron 

a prueba la capacidad de diseño de instituciones adecuadas para Gar 

forma a esa nuevz realidad: Montesquieu, Tocqueville en La democraciu 

en América, los util itaristas B e n t h a : ~ ;  Mill y Stuai-t Mill (en su defensa 

de¡ gobierno representativo), entre otros, reflexionaron sobre la manera 

de canalizar y dar vida institucional a la participación popular. La idea 

de participación política se difundió rápidamente, pero aun así quedó 

l imitada a segmentos m u y  restringidos de la población. 

El siglo XIX marcó el ingreso de las masas a la vida politica. La 

revolución industria!, las t ransforr~aciones en el mundo rural y los 

subsecuentes procesos migratorios concentraron en las ciudades a 

amplios grupos de  artesanos y asalariados que descubrieron la 

homogeneidad de sus condiciones de vida y que reivindicaron derechos 

políticos. Las revoluciones liberales de la primera mi tad del siglo XIX en  
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Europa fueron, esencialmente, fenómenos políticos que expresaban esa 

nueva realidad política urbana. 

Fue en tal contexto que se dio el encuentro entre democracia 

representativa y demandas de participación popular. El siglo X I X  se 

caracterizó también por las luchas populares para incorporar el sufragio 

universal a la vida política. 

El movimiento de Ics cartistas, en Inglaterra, fue el primero que vinculó 

acceso a la ciudadanía y derecho de voto para los no propietarios. En 

ese proceso de lucha por la obtención de derechos políticos nacieron los 

primeros partidos políticos de masas. Y así, las nociones u n  tanto 

exclusivas de repr-esentación y la de participación ampliada 

convergieron con la paulatina cor?so!idaciÓn de los sistemas de partidos 

y el desarrolio de elecciones con plazos mas o rmenos regulares. La 

democracia representativa encontró, eritoncec, sus organizaci~nes, sus 

procedimientos y !a r-r~anera de incorporar a arnplios segmentos de la 

ooblación. 

Aciarernos eso si, que el desarrollo de la dernocracia no ha seguido un  

desarrollo tan lineal como pudiera aparecer aquí que se a manera de u n  

breve resumen. Sino que ésta ha tenido avances y retrocesos, inclusive 

los sigue teniendo. Asl también que si bien el derecho al voto se 

empieza a ampliar en el siglo I X X  y principios del XX, aún restarían 

muchos años para que se reconociese el derecho al voto de las 

mtijeres. 
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Sección Tercera: Democracia Representativa y Democracia 
Directa 

Si bien es cierto que en nuestros días las instituciones representativas 

dominan la vida politica en las sociedades deinocráticas, todavía 

subsiste una división en la teoría politica contemporánea donde, en u n  

extremo, encontraríamos a los defensores de la dernocracia radical y, 

en el otro, a los abogados de la poliarquía. Vale la pena detenerse para 

examinar el contenido de ambas concepciones de la democracia, puesto 

que sus argumentos están en el trasfondo de las discusiones sobre la 

implantación de los mecanismos de la democracia directa. 

Como bien lo indica Sartori, la definición etimológica de la democracia 
I I  58 es "el gobierno o el poder del pueblo . Sin ermbargo, en términos 

coricretos, la palabra "pueblo" expresa realidades niciy diversas. Sartori 

identifica seis referestes distii-¡tos de !a palabra en el !enguaje politico: 

todo el mundo; grac número de individuos; clase baja; totalidad 

crganica; mayoria absoluta; mayoría lirriitada. Cada uno de ellos implica 

una definición distinta de la democracia ccrno sistema de gobierno. 

La filosofía política distingue entre "democracia directa" y "democracia 

representativa", y da a los dos términos connotaciones opuestas, pues 

se refieren a concepciones distintas de la soberanía popular. 

La democracia directa se refiere a una forma de gobierno en la cual "el 
1 1  59 puebio participa de rridnera continua en el ejercicio directo del poder . 

Se trata de una democracia autogobernante. Esto significa que el 

pueblo, reunido en asamblea, delibera y decide en torno a los asuntos 

5E Op.Cit., pág. 138. 

59 Op. Cit., pág. 150 
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públicos. El experimento histórico más acabado de del-r~ocracia directa, 

como se vió, es el de la ateniense. 

En filosofía política clásica, l ean  Jacques Rousseau aparece como el 

gran defensor de la democracia directa. Para él, la soberania del pueblo 

que es la base del contrato social no puede ser alienada, dado que el 

acto de delegación niega la esencia misma de la soberania. El soberano 

no paede ser representado sino por sí mismo, so pena de perder el 

poder. El pueblo es libre en la medida en que no delega el ejercicio de 

su soberania en asambleas legislativas. Más bien es el pueblo, reunido 

en asamblea, el que participa directamente eri la ratificación de 12s 

leyes, las cuales, preferentemente, deben ser aprobadas por 

unani ,mi t i~d.  En ese modelo, los magistrados ~I t .c i ( js  son rneros agentes 

del pueblo y no pueden decidii- p c r  si mismos: de allí la insistencia en su 

revcrabilidaci en caaiquier :no!riento 

Sartori distingue entre dos tipos de democracia directa: la d ~ m o c r a c i a  

directa cbservable, que corresponde al modelo presentado arriba, y la 

democracia directa de referéndum. En sü manifestación extremz, la 

democracia de referéridurn supondría la existencia cie una comunidad 

política en la cual los individuos podrían ser consultados 

permanentemente sobre los asuntos públicos. Los prcgresos actuales de 

la cibernética hacen que esa posibilidad no sea tan fantasiosa como 

pudiera parecer a primera vista. De  esta manera, se superarían las 

lirriitaciones derivadas del tamaño v del espacio de la democracia 

directa, sin tener que reciirr ir a la representación política. El ret rato 

futurista de una coii iunidad política vinculada por coinputadora es 

exagerado, pero t iene la virtud de resaltar algunos problemas de la 

democracia directa. 
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Aparte de los probleiiias tecnicos, asociados al taniaño y a la 

complej idad de las sociedades, la democracia directa presenta otras 

deficiencias. Entre ellas, destaca la posibilidad de manipulación, que en  

la democracia de asainbleas se expresa mediante el recurso a la 

demagogia y que en la democracia de referéndum se presenta al 

diseñar la agenda de las decisiones que habrán de tomarse. En el 

p r imer  caso, además, siempre existe el peligro de que las decisiones 

respondan a las pasiones y al espontaneísmo de los asambleistas. En 

ambos casos, no  existen límites al poder de la mayoría. 

En contraste, se aprecian las virtudes de la democracia representativa. 

Sartor i  la define como una "democracia indirecta, en la que el pueblo no 

gobierna pero elige representantes que lo gobiernen. 1 ~ 6 0  

En nuestros dias, los argumentos que ~i - !ás se uti l izan en defensa de la 

deinecracia representativa destacar) que, en ella, ia toma de decisiones 

cuenta con suficiente información er: la medida en que se desarrolla a 

través de  diversas etapas y de una serie de filtros. Así, las limitaciones 

a la participación, asociadas al tamaño y a la complejidad de las 

sociedades, pueden ser superadas. A diferencia de la democracia 

directa, la representación permite una política posit iva que evita la 

polarización en la sociedad. Entonces, las minorías t ienen voz y sus 

derechos están mejor  protegidos. 

Es c i e r t ~  que en el momento de legislar o de participar en  la toma de 

decisiones públicas, el representante no siempre sirve de manera pura 

a los intereses de sus representados. Sus lealtades están divididas 

ent re  éstos, su partido político y sus valores e ideales personales. Sin 
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embargo, en los sistemas políticos modernos la representación nz  

puede y no debe concebirse como u n  acto directo e inmediato, y se 

piensa que un  régimen de respeto a las libertades, de equilibrio de 

poderes y con periodicidad en la elección de los representantes, se logra 

asegurar en alguna medida que esta escisión no sea deinasiado 

profunda y se mantenga cierta coherencia entre representados y 

representación. 

Ahora bien, veamos que, en el mundo moderno, son esas instituciones 

representativas las que coristituyen el marco de la vida democrática. 

Los mecanismos de la democracia directa, tales como el plebiscito, la 

iniciativa popular o la revocación de representantes, tienen que ser 

estudiados dentro de ese marco. En términos institucionales, la re lac i jn  

entre ambas formas de  democracia t iende a ser más complementaric! 

que antagónica. 

Los mecanismos mericionados anter-ioi-mente expresan más bien c;na 

forma de ciernocracicl semidirecta, dsdo que funcionan riias como 

correctivos que como pilares de la vida dernocratica rncderna. Que es 

por cierto los que nos interesa en lo fundamental, la participación de Ia 

ciudadanía bajo distintas formas y la visibilización de los intereses en 

juego de los grupos más vulnerables, en  u n  abanico siempre abierto de 

posibilidades y no restringido a los clásicos procedimientos de la 

democracia directa como la iniciativa popular, el plebiscito y el 

referéndum, aunque por supuesto no dejan de tener importancia, y 

como ya hemos dicho, vienen a enriquecer es sistema poliárquico o de 

democracia representativa, que como sostiene Sartori, es el más viable 

en  sociedades complejas. 

Resumiendo, entre las ventajas del gobierno representativo cabe 

destacar: 
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a) La protección otorgada a las minorías. 

b)  La l imitación a la demagogia y a los abusos del poder político. 

c) La estabilidad en las decisiones públicas. 

d) El cambio ordenado en las políticas y en el funcionariado político. 

e)  El equilibrio entre la participación y la gobernabilidad. 

El problema de la representación surge del hecho de que el m ismo acto 

de delegar la representación supone deshacerse de la capacidad de 

participar. A la vez, esto genera una situación conflictual para el 

representante, el cual puede encontrarse atrapado entre los imperat ivos 

de su inandato y su independencia de criterio. Esta paradoja constitciye 

la base de Ias críticas que hacen los q¿ie fci.vorecen ¡a democracia 

di recta. 

Las ventajas de la d e ~ o c r a c i a  directa serían: 

a j  Expresar de manera pura los intereses individuales. 

b) Permitir la manifestación directa de ¡a opinión pública en los procesos 

legislativos. 

c) Incrementar  la sensibilidad de ¡os legisladores a los nlovimientos de 

opinión. 

d )  Reducir Ics e f e c t ~ s  de distorsión creados por los partidos políticos y 

las asociaciones intermedias. 

e) Incrementar  la participación ciudadana. 

Detrás de esta discusión está el problema de la legit imidad en la toma 

de decisiones públicas. Muchos argumentos han sido util izados para 
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apoyar el uso de los mecanismos de consulta directa. Los principales 

son los siguientes: 

a) Estos mecanismos permiten discutir cualquier tipo de problema 

político más allá de las limitaciones impuestas por las rivalidades 

partidistas. Permiten flexibilizar la rigidez de la disciplina partidaria. En 

muchas ocasiones ofrecen salidas eficientes a impases legislativos. 

Cc;istituyen instrumentos políticamente neutros, que producen 

resultados apoyados en la opinión pública y logran conferir una 

dimensión extraordinaria a carnbios políticos fundamentales. 

b) Favorecen un  tipo de gobierno más cercano a la ciudadanía. Obligan 

a los representantes a responder a las demandas populares siempre, no 

solamente en los momentos electorales. Los dirigerites se ven en la 

necesidad de tomar en considerazijn el pulso de la opinión piíblica 

antes de tomar decisiones. 

c) Estimulan ¡a participación ciudadana e incrementan el sentimiento de 

eficacia del ciudadano. Contribuyer: a la educación y a la socializacióri 

políticas, y son medios de expresión de la voluntad popular. 

d) En el discurso populista aparecen como armas eficaces de lucha 

contra los grafides intereses que tienden a monopolizar el acceso a los 

centros de toma de decisiones. 

e) Su aplicación conlleva a una apertura de los métodos de decisión 

pública, lo que se traduce, en caso de aprobación, en una mayor  

legit imidad de las leyes. 

f) Muchas veces obligan a tomar decisiones necesarias en situaciones 

donde los legisladores no quieren asun-~ir el riesgo de inclinarse a favor 

de una opción determinada. 
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g) Finalmente, en  u n  contexto generalizado de desvanecimiento de 

ofertas programáticas claras por parte de  los part idos políticos, los 

referéndums y otros instrutnentos de la democracia directa ayudan a 

def inir  con m a s  precisiói i  el contenido de las políticas públicas. 

Los argumentos e n  contra son los que señalan con énfasis los efectos 

del debi l i tamiento de las instituciones democráticas a causa d e  los 

procedimientos de democracia directa: 

a) Los inst rumentos de la democracia directa debi l i ian el gobierno 

representat ivo y conducen a L;na visión de la democracia sin 

responsabil idad gubernamental. Los legisladores pierden los incent ivos 

para t o m a r  decisiones. 

b) El carácter dicotóinico de la decisión plebiscitaria al ienta la 

polarización de las opciones políticas y lleva a Iv adopción de decisiones 

ioi-zadas. En este sefitido, !a asamblea representativa t iene Qnc! ven ta ja  

se5re e l  plebiscito: sus ~r;iemb;os se encuentran regiilarrr;ente, entablan 

diSlogo, buscan coluciones concertadas y t ienen t iempo para t o m a r  

decisiones. 

c) Contrar iamente a lo  que af i rman los defensores de la democracia 

directa, sus mecanismos pueden l legar a ser controlados por grupos d e  

intereses poderosos, que encuentran e n  ellos una manera  de soslayar 

los procedimientos legislativos normales. 

d) El principio de  ma\joría en  que se apoyan estos inst rumentos pone e n  

peligro los derechos de las minorías. 

e) La interpretación de los resultados plantea problemas. No h a y  

manera  de med i r  realmente la intensidad del apoyo a las decisiones, y 

la definición de las mayorías aceptables varia en  función de los 
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contextos políticos. En caso de que las consultas seari nacionales, la 

heterogeneidad del electorado plantea ?roblemas de interpretación de 

los resultados: en muchos casos, las minorías afectadas por la decisión 

votan de manera totalmente opuesta a la mayoría. 

f )  Finalmente, muchos argumentan que el ciudadano ordinario no esta 

preparado para tomar decisiones complejas e importantes. 

De  todos estos argumentos, en favor y en  contra de la democracia 

directa, hay algunos que no resisten una confrontación con la realidad. 

Otros pueden ser ~ t i l i z a d o s  tanto en favor como en sentido adverso. 

El incremento de la participación ciudadana en la dernocracia directa no 

está cjarantizado: por lo general, en los estados de Estados Unidos, 

donde se recurre freccienternente a la ccnsulta directa, la participación 

es l igeramente inferior a la que se registra en las elecciones que, de pcr  

si, no es m u y  elevada. Por otro lado, los ciudadanos suizos se quejan de 

estar sometidos a consi_!ltas con demasiada frecuencia. 

El argumento según el cual la democracia directa debilita a las 

instituciones representativas puede ser util izado tantc en favor como e2 

contra de los mecanismos de consulta directa. En  efecto, la mera 

posi bilidad de recurrir a tales procedinlientos puede constituir u n  

incent ivo para mejorar los procesos legislativos de la democracia 

representativa. 

Para resuinir  esta sección p3dernos decir que, en pr i iner lugar 

democracia representativa y democracia directa no son excluyentes. En 

todo caso la democracia directa, solo puede ser ejercida dentro de los 

moldes de Ic: democi-acia representativa. Son por el contrario 

complementarias y en buena medida la deinocracia directa y las 

dist intas formas de resistencia civil sirven como "control" y como 
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examen a la buena marcha de la democracia. Pensamos que tarde o 

temprano esta falsa dicotomia entre democracia representativa por u n  

lado y democracia directa y formas de resistencia civil, será en el 

mediano a corto plazo, superada y tendremos formas democráticas 

cada vez más integrales, tolerantes, incluyentes y participativas. 

En todo caso, como veremos más adelante, la democracia no es u n  

espacio neutro en el que se jueguen los individuos. La democracia es el 

espacio por excelencia en el que se juega la política y lo político en el 

rnejor sentido de 1s palabra, es decir en el que se están jugando los 

intereses y el bienestar de sus miembros como individuos, cierto, pero 

también el bienestar, malestar! G aniquilación de grupos, capas y 

categorías sociales con su intereses y necesidades particulares. Es e n  la 

democracia en el que de alguna forma se libra Ic que los marxistas 

denominaban la "lucha de clases", pero entendido aqsi un seriticlo 

arnpIio, es aecir, no corno "ley de la histoi-¡a", o como "reaiidad 

rnetaficica" que llevará inevitablemente a un estado comcinista. Sino 

como una realidad de la política que debemos ter,er en cuenta como tal  

si queremos que la democracia siga siendo tal y que en ella podamos 

establecer las reglas de una sociedad no excluyente, en la que 

"quepamos todos", en la que se puedan negociar en forma creativa e 

integradora los intereses de los distintos grupos sociales con base en 

reglas claras del discurso en el espacio de lo público. 

Partimos pues, de que se debe tener una deíiniciór> amplia de 

democracia que incluya formas cada vez más participativas, mismas 

que la población y la dinámica social ya están demandando. Que esta 

noción de democracia no debe ser "ingenua" sino que debemos tener en 

cuenta que en ella se juegan intereses muy concretos que pueden 

determinar una situación de dominio o privilegio favorable a ciertos 
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grupos o coaliciones, o bien la aniquilación de deterrninado(s) grupo(s) 

sociales, clases o categorías. Y desaparición física de sus niiembros, no 

desaparición como grupo o clase para su mejoría, aunque es una 

posibilidad también, y muy  deseable. En la democracia se juega 

entonces la política, c o n o  la correlación de fuerzas entre los distintos 

grupos que tienen proyectos políticos, y/o de supervivencia que no 

siempre son coincidentes, pero que en últ ima instancia deben, o 

deberían jugarse, dentro de esas reglas de juego. 

No obstante esta noción no ingenua de la democracia corno espacio en 

el que se juega la "real politik", y en el que luchan proyectos distintos 

de sociedad, no debe llevarnos tampoco al extremo del cinismo, en el 

que se niega la existencia, e! vulor y la iinportaricia cie 13s utopías en las 

sociedades concretas, como "hcrizontes" posibles que nos permiten 

evaluar lo que tenemos y avanzsr hacia formas de vida más deseabies 

v humanas. O como "discursos" que, portados por grupos minoritarios o 

en emergencia que sirven para el diagnóstico de la dei~iocracia torno 

tal. 

Ahora bien, la construcciSri de ¡as "reglas de juego" en una sociedad, o 

democracia, no está exenta tampoco del juego de poder. Así la 

construcción y la determinación de cierto t ipo de denlocracia, o de 

determinadas instituciones y bajo determinadas formas, responde de 

una u otra forma también a una correlación de fuerzas. De ahí que la 

negociación, ampliación y mejoramiento de ese juego de reglas que es 

la democracia también pueden y deben "iucharse" y negociarse al 

inter ior de ella. De hecho así ha sido sieinpre, y cada avance por los 

derechos civiles, no ha estado exento de luchas y desencuentros, unos 

mas, otros menos, cruentos. Lo importante es que en este momento  

histórico de la civilización podamos darlas en un  esquema pacifico y con 

perspectiva humanista. 
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Corno veremos en la actual coyuntura, como en toda coyuntura, se 

juegan una serie de intereses y proyectos de sociedad que t ienen y 

tendrán efectos distintos en los diferentes grupos sociales. Es en esta 

lucha de proyectos y objetivos que es la política, está inserto también, 

en fo rma inevitable el Derecho Penal, y es util izado en uno u o t ro  

sentido por el grupo o los grupos sociales que detentan el poder básico 

de la c ~ c i e d a d . ~ '  

6 1 Nurica ningún grupo social o "bloque tiictórico" coino le Ilania Grainsci, tiene todo el poder. Toda 

época, todo corte de coyuntura, todo ordeiiamiento jurídico es de alguna foi-ina un "retrato" de la 

COI-relación de fuerzas en un momento dado. 
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Sección Cuarta: Lo Político y La Política 

Precisamente en función de lo anotado al final de la sección anterior, 

importa delimitar los términos de Lo Político y de La Política para efecto 

del análisis a emprender en el próximo capítulo. 

En pr imer lugar se debe aclarar que, si bien la política y lo político 

t ienen que ver con el "poder", el fenómeno del poder como tal  no se 

agota en la política. Por el contrario existe una infinidad de formas del 

poder, unas macroscópicas y otras más microfisicas como lo ha hecho 

ver  Michel Foucault, y en general las luchas de los grupos feministas 

que han visibilizado las formas y las estrategias del poder también en 

los espacios privados, antes invisibilizados de todo examen, y que 

muchas veces sostienen y/o determinan de manera i tnportante los 

supuestos, las for,mas, las 2strategias y reglas del poder en el espacio 

de  lo público. 

Entonces, la política y lo político tienen que ver con !a fornia en que se 

juega el poder y se determinan y consensan las reglas del juego del 

poder en  el espacio del lo publico, perU sin dejar de  tener en  cuenta que 

lo público y lo privado se mantienen comunicados y mutuamente 

influidos por vasos comunicantes permanentes (que además son 

discursos más  o menos conscientes o inconscientes). 

Si en la política se juegan los proyectos de sociedad, en la microiísica 

del poder, o en lo privado se juegan los proyectos de vida personales, 

pero ambos estan mutuamente influidos en una compleja red de 

relaciones. Sostiene Castoriadis al respecto: 



ANALISIS POLITICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOLOGICO DEL CIERRE DE VÍAS P~BLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

"El liberalismo actual pretende que es posible separar enteramente el 

doniinio público del privado. Pero esto es imposible, y pretender que lo 

ha realizado es una mentira demagógica. 

No hay presupuesto (gubernamental) que no intervenga en la vida 

pública , lo mismo que en la vida privada. Y este es un ejemplo entre 

tantos otros. Lo mismo, es que no hay poder que no se vea obligado a 

establecer un  mínimo de leyes restrictivas; por ejemplo que el homicidio 

esta interdicto o, en el mundo moderno, que debe subvencionarse la 

salud o la educación. Debe haber en este dvminio una especie de juego 

entre el poder público y el ágora, es decir la c o r n ~ n i d a d . " ~ ~  

Diremos además que rechazamos de plano algunos estereotipos sobre 

la politica que mencionaremos r ip idamente:  En primero lugar política 

no es la "acción de individuos excepcionaies", es decir no es el campo 

de la "voluntac." de los "grandes hombres". La política tiene que ver  con 

grupos sociales. 

Segundo, la política no se reduce a lo ii,stitucional, rii a !  juego electoral. 

Mucho de la política y lo político, se juegar? "fuera" de estos escenarios 

fcrmalec. 

Tercero aunque podemos encontrarla como tal, la política no se reduce 

a la lucha de clases sociales. 

Cuarto, la política no se reduce a lo local. Esta es una red compleja de 

relaciones en el que se entraman tanto ¡o nacional, lo local, como lo 

internacional. 

62 Castoriadis, Corneliiis, De la autonoinia en ~olitica: "El individuo ~rivatizado", [texto publicado 

en español por e¡ diario "Página 12", Argentina. 

originalmente publicado por Le Monde Diplornatique. Sobre bases de iiotas tomadas por R 
Redecker de una conferencia dictada por C.Castoriadis eii inai-zo de 19971 
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Luego de  estas aclaraciones y asociaciones podemos sintetizar los 

conceptos según Gallardo: 

"...lo político y la política se refieren a un espacio específico y 
sintetizador de las relaciones conflictivas entre grupos y clases sociales 
en cuanto ellos se orientan a la conquista o al mantenimiento del poder 
estatal y en cuanto este poder es decisivo para la reproducción o 
cancelación de un determinado orden social, (lo político)"." (paréntesis 
nuestro) 

Una segunda acepción complementaria de la anterior la da el m ismo 

Gallardo: Es la que tiene que ver con la "polis" griega, "es decir la 

comunidad humana". Política t iene que ver, en este sentido, con la 

capacidad humana.. . para crear comunidad, o sea para estructurar, 

organizar, ampliar, y profundizar lo que es común a todos: la aspiración 

a la i-iumanidad, la aspi:aciSn a la construcción humana, responsable, 

de una vida humano para todos. Salta a ¡a vista que así entendido el 

término política resulta enteramente valorativo. Lo político, 

correctamente realizado, no es sino el conjunto de acciones inediai l te 

las que concretamos efectivamente la coniunidad en u n  espacio 

histórico determinado." 5" 

Esta es una definición que, como se ve, además abarca y t iene como 

parte integral de si, contenidos éticos. Para Gallardo las acciones 

dirigidas a desintegrar, a no incluir, a cualquier miembro de la sociedad, 

son, "anti-política". O bien, en términos de Hinkelammert, se trataría de 

una política "sacrificial" en  la medida que ofrece sacrificios humai19s en  

pos de u n  "futuro supuestamente mejor". 

63 Gallardo Martíiiez, Helio. Elementos de Política en América Latina. Depaitainento Ecuménico de 

Investigaciones, DEI. San José Costa Rica. Pags 52-53. 

E4 Op. Cit 
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Visto desde esta Óptica, movimientos como los "piqueteros", los 

caceroleros en Argentina, o los grupos que bloquean calles para 

defender su supervivencia, son políticos, y hacen "política" en el buen 

sentido de la palabra. 

Así pues, llámese política o anti-política, lo cierto es que en ella se dan 

correlaciones de fuerzas, esto es articulaciones entre los grupos y sus 

proyectos de sociedad y que buscan la hegemonía social. 

Otra noción i i i iportante es la de hegemonía. Esta noción se puso en 

boga a través de la Ciencia Política italiana que la tomo de Antonio 

Gramsci. Por hegemonía generalmente se entiende la capacidad de u n  

griipo, clase, coalición de clases de irnponer su propic! visión de rr!undo, 

reglas de  juego y visión política y "sensibilidad cultural" a los delmás 

grupos y clases subalterfias. Es pues en buena medida, aunque ccn 

efectos políticos, una labor "intelectual". Labor que generalmente lleva 

a cabo u n  grupo de intelectuales no necesariamente perteriecientes a 

esa clase, si ligados de una fornia 01-gánica. Es lo que Gramsci 

denominaba "inteiectuales orgánicos". 

Rara vez, eso logra realizarlo una clase social por si  sola, generalmente 

se produce un  complejo proceso de alianzas que Grainsci a denominado 

Bloque Histórico. 
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Sección Quinta: El rapto de la política y la deniocracia por los 
técnicos. O las razones de la razón instrumental. 

Por Último, en este capitulo, es menester problematizar u n  tema de la 

democracia actual, fundamental y que está en el centro de las 

discusiones y las disputas políticas de fondo. 

Sartori en su ya clásica obra "Teoría de la Democracia" plantea el 

problema en estos términos: 

"En nuestro paso por el último cuarto del siglo XX nos encontramos 
situados inc3modanente, y a veces un tanto confusamente, entre estos 
dos extremos: 

un gobierno de personas que no son expertos sobre expertos, o un 
gobierno cuidadosamente planificado por expertos, sin democracia. Para 
que una dernoci-acia subsista debe mantenerse alejada de ambos 
extrrinos y, sin embargo, la dirección en que debe.mos ,movernos es 
inconfundible: es la direccitn impuesta por los beneficios y las cargas del 
progreso tecnológico. La tecnología es verdaderamente nu~str -o "cleus ex 
macnina"; es el dios que nos mantiene vivos y, sin embargo, nos i~ace  
esclavos de su machina. Pues al final el dios no es sino nosotros ,mismos; 
sornos r~osotros los qu,o t e n e m ~ s  que pagar pL?r ¡as marai/illas que 
recibimos. 

A medida que aumenta nuestro conociniier;:~ genera! se hace mayor la 
diferencia de conocimie~~to entre los especialistas y los no e~pecia1is:as. 
Traducido a la aritmPtica democrática, esa diferencia es la siguiente: 
existe un desequilibrio creciente entre un conocimiento sin poder (de los 
pequefics y múltiples grupos de especialisras) y una ignorancia 
todopoderosa [de  las rnayorías de no especialistas). Para que la 
democracia no llegue a ser una forma política insoportable tenemos que 
reducir ese desequilibrio, es decir, debemos rendirnos a la necesidad de 
una democracia que, sin ser gobernada por los expertos, cuente con sus 
conocimientos técnicos. Hoy en día, y no obstante la retórica en contrario, 
nos movemos en la dirección de menos poder del pueblo. La causa obvia 
de ello es que un máximo de poder popular sólo es posible en sociedades 
simples en las que las tareas de dirección son relativamente elementales. 
La moyor comp!ejidad, interconexión y la magnitud gigantesca de los 
mecanismos de la vida social y económica determinan que la opinión del 
experto adquiera un peso específico superior a su voto como elector. Aun 
si las preocupaciones electorales pueden conducir al politico a ignorar el 
consejo del especialista, hoy ya el «poder de iniciativa» se enc~~en t ra  en 
buena parte en los colectivos de cerebros y de los tecnoexpertos. Este 
desarrollo no debe a larmar~~os,  ya que una democracia sobrevive mientras 
lo que es esencial - y, por lo tanto, debe ser controlado - se mantiene en 
la órbita de los controles democráticos. Las burocracias, por ejemplo, no 
están organizadas de acuerdo con criterios democráticos; empero, sólo el 
demócrata participacionista se siente molesto por ello. Es aún más 
frecuente en el caso de las estructuras mi1ita;es (incluso en la democracia 



ANALISIS POL~TICO, CONSTITUCIONAL Y CRIFIINOL~GICC DEL CIERRE DE VÍAS P~BLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

griega la elección de los stratego;, los mandos  nil lita res, constituía una 
excepción a la regla del nombramiento por sorteo). Colno señaló Michels 
hace ya algún tiempo, la mayoría de los organismos en funcionamiento en 
un sistema democrático no tienen y (argüía) nunca tendrán una estructura 
democrática; no obstante, y a,pesar de sus graves predicciones, las 
democracias han sobrevivido, ASI que la planificación democrática no tiene 
por que plantear problemas insolubles, con una condición: que les 
prestemos la debida atención. En cambio, parece que vivimos inmersos en 
la contradicción. 

Flientras la democracia se conciba como un mecanismo para neutralizar el 
poder, tendremos una democracia adaptable a los exigencias de la 
planificación. Pero si, en cambio, pensamos que hombres y mujeres 
deberían participar activamente en la función de gobierno - corno dice la 
«nueva» teoría democrática -, es absurdo preconizar cualqc~ier tipo de 
planificación, ya que ésta requiere que el que no es experto se subordine 
al experto, esto es, una democracia no auto-gobernante sino una 
crecientemente gobernada. '" 

Si bien Sartori lo presenta en términos n-iuy claros, este prestigioso 

autor deja sir1 problematizar cjna cuestión in iporta i~t is ima aii ipl ieinente 

debatida decae muchos años a por teóricos coi-1-lo Haberincis, y antes 

Adorno y Horkheimer, como el es el terna de "la razón instrumental". 

Esto es, el que la "técnica" y la "experticia" no son "po!iticarnenie 

neulrales", y están siempre inmersos, o en funcibri de, o condicionados 

por el Bloque Histórico y la hegemonía cultural dominante. De esta 

forina, el marco teórico en el que se encuentran inine!-sos les permite o 

les impide ver determinados probleinas como tales, o bien encontrar 

deterrninadas soluciones y no otras. En los paradigmas más actuales ni 

siquiera las ciencias o disciplinas antes consideradas ampliamente 

"objetivas" se consideran hoy libres de "contamiriación cultural". Es 

decir no existe ciencia, ni técnica totalmente "objetiva", mucho menos 

lo es el "espacio histórico social" en  que necesariarnente se desarrolla. 

65 Giovanni Sartori. Teoría de la Dernocracia. Tomo 2. Los problemas clásicos. Editorial Rei, 
Argeritiria, 1988. pags. 527-528 
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Ya la semiótica y la antropología cultural se han explayado 

suficientemente en esto, pero Hinkelammert resulta clarificador: 

"La realidad social no es una realidad a secas, sino una realidad 
percibida bajo un determinado punto de vista. Podemos percibir 
solamente aquella realidad que nos aparece mediante las categorías 
teóricas usadas. Recién dentro de este marco los fenómenos llegan a 
tener sentido; y solamente podemos percibir los fenómenos a los cuales 
podemos dar cierto  sentid^."'^ 

Otra crítica importante es que nuestras sociedades se han convertido 

en mercado-cénticas girando todo el quehacer social alrededor del 

"fetiche-mercancía". Desde esta perspectiva, bajo la hegemonía 

mundial  del pensamiento monetarista, la ideología neo-liberal ha 

devenido a imponerse como "ciencia" de la vida social, pretendiendo 

sustituir la política por las técnicas de la ideología del mercado. Según 

esta, la sociedad perfecta es aquella que se somete "perfectamente" a 

las leyes del mercado, sin importar las exclusiones y Ics efectos 

sociales que e!lo pueda tener, pues en esta quimera, el mercado tarde 

c temprano terminara corrigiérfdolos. 

Es lo que Hinkelamrnert denomina una ideología "sacrificial" pues 

propone sacrificar seres liumarfos concretos en función de una utopía 

que llegará a funcioriar perfectamente algún día. Ese día, para 

parafrasear a Bertoldt Bretch será "el día de  San Jam3s". 

De ahí que veamos diariamente que el futuro de las personas se define 

por las cifras macro-económicas, y los gustos del mercado financiero 

más  qüe por las necesidades de las personas concretas, o inclusive 

sobre las políticas de producción propiamente. 

Desde la teología, Hinkelammert lo sintetiza de la siguiente manera: 

66 Hirikelarnrnert, Frariz. Las Arinas Ideolóaicas de la Muelle. Depai-taineiito Ecuinéiiico de 

Investigaciories, DEI. Segurida Edición. Sari José Costa Rica. 1981. Pag. 1. 
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"...el mercado es visto ... como un simple ámbito de lucha, en el cual 
vence aquel que mejor sabe usar sus mecanismos. Con eso, la imagen 
de la ética universalista definitivamente es transformada en la imagen 
de un monstruo, al que hay que exterminar. . .  "67 

Cualquier cosa que estorbe a ese mercado debe ser quitado del camino. 

No importan los seres humanos sino las leyes del mercado. La mano 

invisible aparece además como u n  fetiche, un  elemento mágico que lo 

arreglará todo a! final, pero bajo Is apariencia de la técnica y la ciencia. 

"Ahora recién la política se puede transformar definitivamente en 
técnica. Es la técnica de la aplicación sin consideraciones de las 
relaciones sociales de producción, es decir, es la sociedad burguesa de 
las leyes del mercado que se transforman en leyes metafísicas de la 
historia. Toda ética universalista, (humanista), es vista como u n  
monstruo por combatir, por consiguiente, toda política se reduce a la 
aplicación de las recetas correspondientes a las leyes del mercado. No 
pueue, y no debe haber- un  sujeto que tenga existencia anterior al 
mercado, para que no haya aerechos humanos i rei i te al mercado. 
Donde no nay un sujeto, nc puede haber derechos hurnaiios. El 
mercado es todo, mercado totai. El individso aplasta al sujeto humano 
cc>ncreto. 

Lci inversibn . . .  resulta ser ia orra cara de ¡a coris;ideraci6n de 13 paiitica 
com9 tScnica. Para que sea técnica, todos los valores del sujeto 
hi imariz tienen que ser vistos c o ~ i i o  valores derr:aníacos. Cuando tudos 
los valores U21 sujeto hcimano son vistos de esta manera, ia p~ l í t i ca  se 
transfoi-ma a técnica. 

Por supuesto, nunca es realmente técnica. No obstante, la política se 
hace ahora bajo el escudo de la técnica. Deja de ser humana, deja de 
ser negociable, deja de haber comproi;r;isos. Cualquier alternativa a lo 
que las leyes del mercado, en la visión de los poderes del mercado 
imponen, es vista como un  monstruo por combatir, es demoníaca. Al 
transformarse la política en técnica, no se transforma en algo 
calculable, sino en ia total arbitrariedad del poder que interpreta las 
leyes del mercado a su antojo. Únicamente toda esta arbitrariedad se 
esconde bajo el pi-rtexto de ser técnica. 

Todos los totalitarismos del siglo X X  aparecen en riornbre de Ici tecnica y 
del imperio de la ley. Al totalitarismo se llega afirtnando una ley 
absoluta como ley inquebrantable. Así, Hitler define el Estado total, 

-. 
' '  Hinkelaininert, Frailz J. Sacrificios Huinanos v Sociedad Occide&al: Lucifer y la bestia. 2da. 

Edición San José Costa Rica, Departarriento Ecuinénico de Investigaciones DEI. 1993. pag. 164. 
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cuando dice: "el Estado total no debe conocer diferencia alguna entre la 
ley y la ética". 

Esta ley no se refiere a las leyes dadas por el Estado, sino a una ley 
subyacente que rige sobre el Estado, " para, en Última instancia, 
a bo~ i r l o . "~ '  

En esta concepción de la política los ciudadanos terminamos 

renunciando al control político y entregando nuestro destino a fuerzas y 

a una racionaiidad que no necesariamente responda las necesidades 

reales, sino simplemente a su "propia lógica" 

Desde la perspectiva de la teoría crítica de la sociedad, (o la l lamada 

Escuela de Frankfurt): 

\\ 

En los modelos tecnocráticos, ..., el ejercicio del poder puede ser 
racionalizado, pero una vez más a expensas de la democracia. La 
reducción dei poder politico a la administración racional ... priva a la 
esfera pública ae toda función, salvo 1s de legitiriiar al persona¡ 
adrriinistrativo y la de juzgar las cualificaciones profesior?ales de los 
dirigentes. En i i i n ~ u n o  de los dos modelos juega un papel esencial el 
cüerpc! público ae los ciudadanos discutiendo de forma irresti-icta sobre 
asuntos comunes. 

El tr iunfo de la conciencia tecnocrática significaría congruentemente el 
hundimiento definitivo de¡ niudelo liberai de esfera de la opiniórí 
pública ... Significaria el abandono de la idea de una racionaiizaci6n del 
poder a través del medio de una discusión pública que fuera crítica en 
SU ;"e IllLenciÓn y que estuviera a la vez institucionalmente garantizad;i. En 

su lugar quedaría a lo sumo la necesidad de un trabajo de relaciones 
públicas para asegurar a las elites dirigentes la lealtad de un  público 
d e s p o l i t i z a d ~ " . ~ ~  

Esto es sin capacidad para decidir y opinar sobre su propio destino 

como seres humanos. Es la reificación del ser humano en aras de la 

razón técnica. 

68 Op. Cit., pág .. .  

69 Obsérvese la coincidencia con el programa político del Movimiento Libertario, en Costa Rica. 

70 Thomas McCarihy. La teoría critica de Jürqen Haberrnas. Editorial Tecnos 1987. Madrid 

España. Pags. 30-31 
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Mas radical resulta Chomsky: 

"En teoría los gobiernos se instituyen para servir a sus «electorados 
nacionales», a cuya voluntad deben someterse. Una forma de valorar el 
fuiicionamiento de la democracia es, pues, la medida en que la teoría se 
aproxima a la realidad y en que los «electorados nacionales» se aproximan 
a coincidir con la población. 

En las rjemocracias con capitalismo de estado, la arena pública ha sido 
ampliada y enriquecida por la larga y enconada lucha popular. A la vez, la 
coi,centraciÓn del poder privado ha procurado restringirla. Estos conflictos 
constituyen una buena parte de la historia moderna. La manera mas eficaz 
de  restringir la democracia es transferir la toma de decisiones, de la arena 
pública, a instituciones que no responden ante nadie: reyes y príncipes, 
castas sacerdctales, juntas militares, dictaduras partidistas o las modernas 
sociedades anónimas. Las decisiones a que llegan los directivos de la GE 
afectan sustancialmente a la sociedad en general, pero, por principio, los 
ciudadanos no  participan en su adopción (podenios dejar de lado el 
transparente mito del mercado y la «democracia» de los a ~ c i o n i s t a s ) . " ~ ~  

Como veremos adelante, es precisamente en este terna, donde se está 

jugando la política en este rnori-lento. Si se sustrae de las manos de las 

"masasi', y se gobierna el mundo desde las neresiciades de unas 

cuaztas transnacionales y ¡a lógica del capital financiero internacional. O 

si esas masas "recuperan" e! quehacer político,, su capacidad para 

decidir sobre el futuro de la "polis", de esa gran polis que es hoy el 

mundo, en la que están en juego no sólo los temas económicos sino 

también algunos tópicos fundamentales para la supervivencia de la 

humanidad como tal, a saber: la ecología, la situación nuclear, la 

modificación genética (incluidos los seres humanos), de los seres 

vivientes, etc. 

7 1 Chomsky, Noam. En: http:llv~~~w.galeon.comlbvchoincky/textos/ar~~~a.html 
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Capítulo Segundo: El entorno político social del 
problema jurídico 

Se podría decir que, en la Últirna sección del capítulo anter ior quedó 

retratado el problema de fondo, justamente lo que está en juego con la 

penalización de las acciones de cierre de vías. En este capítulo t ratamos 

de ahondar en ello y de realizar de alguna forma, lo que podría ser, 

aunque u n  poco heurística, un análisis situacional y de coyuntura, para 

ubicar históricamente el contexto en que se da la penalización de la 

conducta tipificada que estamos analizando. 

Soio una precisión previa: por coyuntura entenderernos: "el punto de 

articulación de las d i s t i ~ t a s  fuerzas sociales para ur! periodo de t iempo 

dddo y, tanihicítn el cSlculc de esas íl;erzac sociales en  relación a su 

confrontación y alianzas."'* 

Seccióri Primera: El contexto de¡ Contexto: La Globaiización 

Es imposible entender ¡a situación actual sino reflexionamos u n  poco 

sobre este tema omni - presente en la sociedad de hoy:  la 

globalización. 

Aquí vamos a t ratar  un  tipo de globalización, y es el la globalización de 

hegemonía bajo el pensamiento neo-liberal y que busca un  mundo  

centrado y gobernado por y para el mercado y sus leyes metafísicos 

que pretender! hacer pasarse por "universales". No obstante es de suma 

importancia aclarar que no es la única forma de globalización posible. 

Podríamos tener una globalización más humanista en la que la ciencia, 

la técnica y la economía se utii icen a favor de los seres humanos 



concretos y la que estos tengan un  valor superior al de las leyes del 

mercado, de por sí excluyentes. 

Cuando escuchamos las distintas voces que hablan de globalización, se 

presentan "paradojas". Al inismo tiempo que se la concibe como 

expansión de los mercados y por tanto de la potencialidad económica 

de las sociedades, la globalización estrecha la capacidad de acción de 

los Estados nacionales, los partidos, los sindicatos y, en general, los 

actores políticos clásicos. Produce mayor intercambio trasnacional y 

deja tambaleando las certezas que daba el pertenecer a una nación. 

Aumenta el bienestar al diversificar el consumo, pero engendra 

inestabilidad en el trabajo y perturbaciones subjetivas. Se ha escrito 

profusamente sobre la crisis de la política por la corrupcibn y pérdida de 

credibilidad de los partidcs, su reerxplazo por los medios de 

comunicaci6n y por los tecnócratas. Además, transferir las instancias de 

decisión de ia política nacional a una difusa econornía trasnacional está 

contribuyendo a redticir los gobiernos nacionales a administradores de 

decisiones ajenas, lleva a atrofiar su imaginación socioeconómica y a 

oividar las políticas planificadoras de largo pluzo. 

Según algunos autores, se podría decir a grandes rasgos que, después 

de la Segunda Guerra Mundial, la integración de la economía mundial (o 

"globalización") fue en aumento. Hacia fines del siglo XX, esta tendencia 

opuesta a la merma del período entre ambas guerras devolvió la 

econornía, en términos generales, a los niveles anteriores a ia Primera 

Guerra Mundial. Pero en realidad el panorama, es mucho más complejo. 

7 2  Gallardo Martínez, Helio. Op. Cit. Pag.94 
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La integración después de la guerra atravesó dos etapas: 1) el período 

de Bretton Woods, hasta principios de la década del setenta; 2) el 

periodo siguiente, tras el desmantelamiento del sistema de Bretton 

Woods, que se caracterizó por la regulación del intercambio y el control 

de los movimientos de capital. 

La segunda etapa, que hoy se define con el término de "globalización", 

está ligada a la llamada "política neoliberal": ajuste estructural; 

"reformas" que deben contar con el "beneplácito de Washington", en 

gran parte dirigidas al Tercer Mundo y, después de 1990, también en 

otros lugares, como la India y en las "econoinías en vía de transición"; 

y una versión de las mismas políticas en las sociedades industriales más 

avanzadas, sobre todo en los Estados Unidos y Gran Bretaña. 

Estas dos fases precentun notables diferencias. Contrario a¡ crecimiento 

de la primera fase, esta segunda o de globaiizacibn, produjo en todo el 

mundo cin deteriore de los par5rnetros mact'oeconórnicos 

standard (tasa de crecimiento, productiviaad, inversión de capital, 

etc. j y acentuó la desigualdad. 

En !os países más ricos del mundo, los salarios de la mayor parte de la 

población quedaron estancados, cuando no disminuyeron. La jornada de 

trabajo sufrió un  drástico aumento, mientras que las prestaciones de los 

sistemas de previsión y segui-idad social fueron objeto de u n  repentino 

recorte. La evolución de los indicadores sociales e i ~ i r ó  a mediados de la 

década del setenta en un sostenido declive y, según una reciente y 

detallada investigación, ya llegó al nivel de hace cuarenta años. 

Por lo general, se tiabla de la globalización contemporánea como de una 

expansión del "libre intercambio", pero se trata de una expresión falaz. 

En buena medida, los "intercambios" están concentrados y 
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corresponden de hecho a ti-ansferencias interempr-esarias, a prácticas 

de "outsourcing" y a otras operaciones análogas. 

A esto se suma una fuerte tendencia, extendida en todo el m u n d o  

económico, a establecer oligopolios y alianzas estratégicas en t re  

empresas, al m i s m o  t iempo que hay  con una fuer te presión al sector 

estatal  en  el sentido de que se socialicen los riesgos y los costos, 

práctica que durante todo este período const i tuyó c n  factor clave d e  la 

economía de los Estados Unidos. Los acuerdos internacionales de "l ibre 

in tercambio"  se basan en complejas t ramas de medidas liberalizadoras 

y proteccionistas, que permiten a las grandes empresas obtener  

enormes ganancias en muchos sectores que son de importancia v i ta l  

(pzr  ejemplo, el de proauctos farrnacéuticos), c e d i a n t e  el recc rso de 

vender  a precios de monopolio rnedi rdmentos que se desarrol laron 

gracias a la contribuci5n sustancial del sector público. 

En esta segunda etapa ia grar, expansión d e  ¡as traricferencias 

especuiativac de capitales de corto plazo impuso graves ¡imitaciones a 

las opciones de planificación de ¡os gobiernos, con lo  que restringió la 

soberanía popular en  10s casos de sistemas políticos dernucraticos. 

La naturaleza del " intercambio" sufrió u n  pr-ofui~do cambio respecto d e  

los años anteriores a la Primera Guerra Mundial. Los productos 

industriales abundan actualmente en  los países ricos, en  gran par te e n  

el ámbi to  de las transferencias entre empresas. Estas prácticas -e 

incluso la simple amenaza de su instrumentaciór i -  const i tuyen cin 

arma muy poderosa contra los trabajadores y contra el propio 

funcionamiento de un sistema deriiocrático. 

Lo q u e  está surgiendo es u n  sistema d e  "mercant i l ismo corporativo" en 

el cual las decisiones sobre la vida social, económica y política se 



concentran cada vez mas en manos de grupos de poder privados, 

exentos de toda responsabilidad social. 

No es extraño que los efectos de esta segunda etapa suscitaran una 

profunda reacción, una oposición de la opinión pública que revistió 

distintas formas en todo el mundo. 

Supuso la posibilidad de desarrollar alternativas constructivas que 

puedan defender a la gran mayoría de la población mundial de los 

ataques a sus derechos humanos fundamentales, (ataques que 

muchas veces se dan precisamente haciendo uso del derecho 

penal) y la oportunidad de reflexionar sobre la posible desarticulación 

de las concentraciones de poder i l e g i t i ~ a s ,  para dar así un  espacio mhs 

a m i ~ l i o  a la democracia. 
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Sección Segunda: Crisis d e  la Democracia Representativa o 
Crisis política que estalla en las formas actuales de las 

instituciones políticas. Las fornias de la Democracia actual 
desbordadas por la dinámica de lo político 

Justamente en inedio de esta situación el Estado entra en crisis. 

Algunos han querido llamarla "crisis de ingobernabilidad" (Huntinton, 

Habermas). No obstante no es tan claro que lo que exista sean 

probleinas de ingobernabilidad. A nuestro juicio hay una lucha abierta 

por el control de la política y lo político. El Estado queda en medio, sin 

poder real y cada vez inás deslegitimado. 

A l  decir de Marcos Kaplan: 

\\ 

El Estado en la Globalización está sometido a una dialéctica 

contradictoria. Por una parte, las fuerzas y tendencias a su 

debilitamiento, y decadencia, las profecías sobre su extinción. 

Por otra porte, se dan la coi;tiriuidad , j  el fonalrci iniento del Estado 

szbcrsno e intervencionists, aunque Lransformddo. Ambas opciones 

coexisten y se enti-elazan se ogonen y se refuerzan ;nci:uamente sin 

un  desenlace qüe de la primacía de una sobre la otra. La capacidad 

reguladora y controladora del Estado sobre la economía depende de la 

dirección de la dirección y el grado en que este dilema se resuelva. 

El Estado latinoamericano se debilita e incapacita como agencia de 

conservación y mero crecimiento y de desarrollo integral. Se 

desinteresa de un  papel autónomo y mediador, representativo e 

innovador. No ünifica los principales actores e intereses de la sociedad 

y del sistema político, por la fuerza de lo que hace y por sus logros en 

el desarrollo. Por el contrario, ¡as políticas de autocentralización y de 

ampliación del poder estatal, de sostén de las minorías privilegiadas, 

de marginalización y despolitización de las mayorías, multiplican 

contradicciones y conflictos de todo tipo que revierten sobre el Estado, 

reducen su autoridad, sci legitimidad y consenso, favorecen su 

sometimiento al derecho y a los controles de legalidad y 

responsabilidad. El Estado es absorbido por la supervivencia 
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inmediata, amenazado por- crisis nacionales e internacionales sin 

precedentes, disininuido en su capacidad de acción hacia adentro y 

hacia fuera del espacio nacional. ... Abdica de sus posibilidades y 

poderes." 7 3  

Es obvio que el Estado se autolimita en su papel como regulador 

mínimo y tapa-brechas en relación con los problemas, necesidades e 

intereses de la sociedad y sus principales componentes. Sus políticas 

oscilan entre un nacional-populismo-estatizante, y u n  elitismo- 

privatista-neocolonialista, o los con~bina en proporciories variables. 

Mucho queda librado a la dinirnica del mercado y de los intereses 

privados predominantes, por una parte, y al arbitrio de las elites y 

apzratcs gubernamentales, por la utra. La coexistencia entre sector 

público y privado es dificultosa y tiende al fortalecimiento del segundo, 

en detrimento de la autonomía, gravitación y eficacia del Estado. 

El avance de la g lobal iz~cibn nc se cumple de mariera uniforme en todo 

el mundo y para todos lo; Estados, ni llega a tener un  carácter 

absoluto y definitivo. La economía mundial y el sistemd interestatdl 

t ienen desniveles y discofitinuidades; crean o usan brechas y nichos; 

abren espacios de autonomización y refuerzo de la soberanía para 

Estados que quieran y tengan las capacidades para aprovecharlos: las 

tensiones entre lo económico (globalizante) y lo político 

(nacionalizante). 

Farad6jicamente, las reformas neulibera!es se han diseñacio intentado 

mediante un  fuerte intervencionismo estatal, prácticas autoritarias, así 

73  Kaplan Marcos, Estado v Giotiialización, en: htt~://ww\r~.biblioiuridica,or~/libr-os/libro.t~t1n?l=277, 

pags. 41 1. En formato PDF. 
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como mecanismo.; popul~stas, corporativistas, clientelistas y de control  

y represión. El intervencionismo estatal perdura y refuerza además por 

los altos costos económicos y sociales que las reformas cumplidas han 

conllevado para grupos considerables y para las naciones. La 

liberalización no ha traído los beneficios esperados, y si graves 

tensiones y conflictos. 

Algunos podrán pensar en la  tesis de la "desaparición del Estado" en  \a 

era global. No obstante, creemos que el Estado como tal, no va a 

desaparecer. Lo que va a desaparecer son "determinados" Estados y 

Naciones, que i rán quedando como parias mundiales, luego de ser 

tota lmente saqueados. Serán territorio de nadie, tierras hospital como 

gran parte de Afi-ica, o bien serán re-coloriizados. 

La socióloga argentina A. Argumedo analiza con crudeza de que se t rata 

!a glo balización: 

" . . . la  globalización significa el creciente co~i t ro l  de la proa'ucción, los 
servicios, la ccínercializeción ;c:erna e interr~acional, en las finanzas, los 
rerursos estratégicos, las comunicaciones y la información por $arte de  
inega-erripresas en proceso de fusióri que solo se guían por el objetivo de  
lclcro sin tener ninguna responsabilidad acerca de  las consec~~encias 
sociales o a'e la estabilidad de id5  Pv'aci~nes. €11 este sentido, si Lino analiza 
donde fur?ciona la globalización se encuentra con algunas sorpresas. Por 
ejemplo, Japón solo deja que exista un  cinco por ciento de inversiones 
extranjeras e n  su país, el noventa y cinco por ciento del sisterna financiero 
y de  las inversiones japonesas, son japoneses. Por lo tanto la globalización 
financiera en Japón no existe. Por supuesto Japón deja abrertas sus 
fronteras para ciertos productos en la cual es altamente competitivo. Le 
dice a los norteamericanos: vengan, les abrimos las puertas, traigan sus 
autos. ¿Se acuerdan cuando fue BUSI? y 10 termino vomitando al japonés, 
,oorque coches no le podía vender?. Cerquita de ahí, está ur: pais qi le tiene 
la quinta parte de la población mundial que se /!ama Cl?ina, que es el p a k  
que tuvo el más alto crecimiento del mundo e.r) 10s últimos veinte años, 
donde el noventa y dos por ciento de las inversiones son de origen estatal, 
solo se permite u n  ocho por ciento de  inversiones extranjeras donde la 
mi tad tienen que ser de chinos que viven en el extranjero, es decir de  las 
comunidades chinas. Tampoco en China existe la globalizaciÓn. Pero si uno 
va a la Uni6n Europea se encuentra con que solo el catorce por ciento de 
los automóviles que circulan en E~i ropa pueden ser de origen extra- 
europeo, es decir el ochenta y seis por ciento de la producción automotriz 
t iene que ser europea. El cincuenta y uno por ciento de lo que se llama el 
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espacio audiovisual, cine, televisión, radio, noticias, publicidad, es de 
origen europeo, y es así por ley del Parlamento Europeo. El sesenta y cinco 
por ciento de las importaciones e importaciones de la Unión Europea son 
acordadas: te compro si te  vendo, y si no te vendo no te compro. No hay 
una apertura total de las economías. Con algunos detalles como que el 
cincuenta por ciento del Producto Bruto Interno alemán es de origen 
público, ya sea por empresas estatales, por empresas mixtas o por 
distintas formas de participación pública en distintas áreas de servicios, 
comercialización, producción, etcétera, etcétera. Y el cuarenta y cinco por 
ciento del Producto Bruto Interno francés es eststal. Doy estos datos para 
que nos demos cuenta que en realidad la globalización, tal como nos la 
vendieron a nosotros, funciona solo en América Latina, en lo que queda 
de A frica, en parte de Rusia.. . "74 

Es precisamente acá, en el tema de  la globalización donde engarza el 

tema del debilitamiento del Estado. En realidad deberiarnos replantear 

el asunto en términos de "el debilitamiento de ciertos Estados": los 

Estados de los paises periféricos. Así también el tema de la supuesta 

tecnificación de la política, que en realidad no es ~ t r a  cosa que u n  

ir i tento por sustraerla del control de la ciudadanía, en aras de ¡as 

s u p ~ e s t a s  leyes de! mercado, que ocultan, en su d i s c u r s ~ ,  no otra cosa 

que los intereses corporativos de i inas cuantas transnacionaies 

74 Argumedo, Alcira. Pobreza v Desiqualdad Social eti el Mercosur. En: 

h!t~://www.oiketes.com.ar/documentoc/armedo.htn, Buenos Aires. Agosto de 2001. 



Sección Tercera: La lucha social alrededor de proyectos 

Resulta claro entonces que tenemos una lucha de proyectos de sociedad 

abierta, descarnada, pero sorda. No dicha, no explicitada. Pero que se 

siente en el tej ido social. Una lucha que se da en todos los paises 

periféricos, y claramente en América Latir-la. Nuestro pais no es la 

excepción. No obstante es claro qge ha tenido y t iene sus 

peculiaridades. Ha tenido, por ejemplo, un  r i tmo más gradual, con 

mayores espacios para la concertación y el consenso. En Costa Rica ha 

predominado lo que se conoce como una "política gradualista" o de 

apertura regulada. 

En realidad el nivel de apertura ha sido ainplio. Lo que ha progresado 

con i e ~ t i t u d  ha sido el proceso de privatizaciones, que está bastaate 

más rezagado que er, el resto de América Latina. 

U n  poczl desesperados por este '\rrezago" y qüizS presionados desde 

afuera, algunos sectores, envalentonados por e¡ triunfo del Dr. Miguel 

Angel Rodríguez ena la presidencia del país, deciden a c ~ l e r a r  ¡a marcha. 

Deciden iii iciar ccri el Inst i tutc Costarricense de Electricidad, ICE. 

Estamos hablando de finales de 1999 y principios del año 2000. 

Esto provoca que en marzo y abril del 2000 se de una de las reacciones 

populares más fuertes de los Últimos treinta años. Hay paros, huelgas y 

sobre todo "bloqueos" o cierres de vías e n  todo el pais. La sitaación era 

prácticamente incontrolable para el Gobierno. Cuando amenazari con 

unirse al paro los muelles del Atlántico y el Pacífico así como las 

comunidades portuarias, donde ya se por si se estaban dando violentos 

enfrentamientos con la policía, el Gobierno accede a negociar con los 

principales sectores del movimiento popular. 
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No obstante, como ya lo habíamos apuntado en los antecedentes, lo 

que se da es u n  movimiento espontáneo sin dirección, e inclusive sin 

una coordinación clara. 

Esta es la culminación de un  largo proceso de acumulación de 

desencantos y frustraciones populares frente a varios Gobiernos, los 

cuales se habían venido rnanifestando en forma aislada. Nunca al 

unísono como en ese mormento. 

Este movimiento daría al traste a esa estructura de hecho que había 

gestado el proyecto, y que venía gestando una apertura y un  intento de  

privatización de instituciones nacionales, con el que era claro, la gran 

mayoría de los costarricenses no estaba de acuerdo. En el fondo se 

gestaba el f in del bipartidisrno. 

Aunque se "presentía", y muclios analictas hablaban de elio, nz  se 

esperaba que el afiterior movimiento antecediera de fori-ca tan clara y 

t a n  pronto la quiebra dei llamado Bipartidisrno, a! sutrir el Partido 

Liberación Nacional (uno de los partidos mayoritarios en Costa Rica, 

junto  a la Unidad Social Cristiana), !a mayor dei-rota electoral de su 

historia. Adernás presencianios fa emergencia de nuevas fuerzas 

políticas. 

El movimiento, aunque fundamentalmente de carácter social, es claro 

que tuvo efectos políticos. Y con la quiebra del bipartidismo, sumado al 

rechazc efectivo (ya no sólo en las encuestas), de parte de  la poblacibn 

al proyecto neo-liberal, hace que estos sectores se replanteen 

completamente la estrategia a seguir. 

Inicialmente hay u n  repliegue y luego nuevos intentos de pr ivat izaci jn 

del sector de Internet,  y cambios en reglamentos administrativos, para 

empezar a impulsar la reestructiiración por la vía adininistrativa. 
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Con todo, quedó evidenciada una derrota importante para este sector. Y 

en ella jugaron u n  papel estrategico los "bloqueos", o cierres de calle, 

los que fueron fuertemente criticados en editoriales, por parte de los 

medios de prensa más conservadores. 

Así pues u n  objetivo estrategico fundamental para llevar adelante el 

proyecto neo-liberal es suprimir esta forina de "reunión" y 

"manifestación de protesta social", que en Última instancia t iene u n  

sentido político, pues constituye una demanda de consulta y escucha al 

pueblo en temas que son fur~dan~enta les  para el futuro del pais, y para 

la supervivencia de muchos sectores sociales. 

Resquebrajamiento del Bloque Histórico. No obstante debe 

observarse que este movimiento se da por un  lado, en medio de un  

".empate político" cobre el i r n p u l s ~  del provecto neo-liberal; tal y como 

se plante2 ei7 el "Estado de La Naciór!",  citad^ en ¡os rintecedelites. 

Y por el otro lado, al interior de la  crisis del "bipartidis!no" que implica 

una recomposición, al interior del " B l o q ~ e  Histórico", y el conjunto de 

acuerdos explícitos e implícitos de los grupos dominantes desde que se 

abrió el periodc del nuevo modelo de desarrollo orientado a las 

exportaciones y que sustituía a! de "sustitución de importaciones." 

Es claro entonces que la criminalización de la protesta social, no es u n  

elemento que por si mismo vaya a infligir una derrota al movimiento 

popular, ni a definir la luclia a favor del Bloque Político-Económico que 

impulsa e¡ modelo de mercado total. Pero si es una pieza m u y  

importante en ese ajedrez, sobre todo si va seguida de la 

cri minalización, de otros comportamientos sociales con efectos políticos 

y si se mantiene la tendencia a convertir el Derecho Penal como un  

derecho que actúa a posteriori y en "ult ima ratio", en  un  Derecho Penal 

de "gestión" y "prevención", al estilo del Derecho Administrativo. 
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En estas circunstancias, sostenemos que lo que existe es una lucha 

clara de parte de los sectores populares para recuperar su posibilidad 

de inf luir  en  la gestión pública, no sólo por rnedio de la protesta y la 

resistencia civil si fuera del caso, sino además tratando de ampliar las 

instituciones democráticas a formas de la democracia participativa como 

el referéndum, el plebiscito y la iniciativa popular, tanto a nivel del 

Gobierfiv nacional, como en el plano de los gobiernos locales. Y en esta 

lucha se juega la supervivencia de muchos sectores. 
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TITULO QUINTO: EL ASPECTO CONSTITUCIONAL DE LA 
PROBLEMÁTICA EXAMINADA 

En este título nos proponemos analizar el tema planteado desde la 

perspectiva constitucional. Se analizarán los discursos sociales a favor y 

en contra del cierre de vías públicas, que, corno se verá, dependen 

como diría Albert Einstein, de la posición relativa del observador con 

respecto a fenómeno. Es decir, dependiendo de nuestra ubicación en la 

t rama social, así será en buena medida nuestra perspectiva. Una será si 

somos importadores de papa procesada y otra será la de los 

agricultores de papa de Cartago que se verán arruinados por las nuevas 

medidas económicas. 

También se reflexionará sobre los elementos que podrían favorecer el 

cierre de vías publicas coino rnecanisrno de protesta social; y las criticas 

que se hace a esia forma de manifestación social y las posibles 

sciuciones a ia aparente dicotomia que se presenta desde una 

perspectiva de los dei-echos iundarnentales del ciuaadano o ciudadana. 
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Capítulo Primero: Planteamiento del problema en el 
nivel constitucional y en el de los discursos y valores 

según la perspectiva social 

Desde la perspectiva del Derecho Constitucional hemos encontrado que 

en relación al cierre de vías públicas como mecanismo de protesta 

social se encuentran aparentemente contrapuestos dos núcleos de  

derechos fundamentales. Por un  lado tenemos el derecho al l ibre 

tránsito, y junto a él, lo que se ha dado en l lamar "orden público" y 

"seguridad jurídica", sea lo que sea que estos signif iquei~, o sea cual 

sea e1 conjunto de significantes con que ¡OS I leneri~os. 

Hay entre estos ~ G S  grupas una aparente dicotomía que puede aparecer 

de una de estas d a  matrices, dependiendo de la perspectiva iueológica 

o poiítica desde la que se la mire: 

+ matr iz conservador-a 

Derecho al l ibre transito 
Wer-echo al libic triilsito 

- matr iz  popular f. 

Dcrcchos Cicidadaiios dc Prirticipncióii 

Política. 

V e  Espresióii, 

"e Petición 

En la matr iz  conservadora que es parte del discurso de los grapos 

portadores del proyecto neo-liberal o de  "mercado totalitario", los 

valores de "orden público", seguridad jurídica, y derecho irrestricto al 
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l ibre transito deben estat- por encima de los Derechos y garantías 

ciudadanas de participación política, (entendida política como la 

posibilidad de influir en las "políticas" del Estado y imanifestarnos en 

contra de ellas cuando no estamos de acuerdo con los grupos que 

ostentan el poder). 

En la matr iz  popular, de cuyo discurso en general son portadores los 

grupos sociales (comunidades, sindicatos, agricultores, universitarios, 

partidos de izquierda), los valores de "orden público", "seguridad 

jurídica" (que en buena medida responden al "statuo quo") y l ibre 

transito (de personas y mercancías), deben ceder ante los derechos y 

garantías políticos de derecho de petición, expresión, reunión, etc. 

Si bien !es  sectores pcpulares no tienen Liri discurso elaborado al 

respecto, actúan en corisonancia movidos por Ic! fuerza de las 

circunstancias, argumentando cjue el primero que ha "faltado" (caído en 

falta), hz sido e! Gobierno, que los ha irrespetado, no los ha escuchado, 

G I G S  ha ignorado. 

Soiamefite u n  editorial a favor de !os bloqueos salió er! la internet, en la 

página de  u n  medio de comunicación televisiva (sin que apareciera en 

el noticiario televisado). Reproducimos un  extracto: 

"Prepotencia por el despliegue de violencia con que las protestas han sido 

reprimidas. No veíamos nada igual desde el combo del ICE, pero si por la 

víspera se saca el día todo pareciera que la acción policial será mas fuerte 

en esta ocasión. A dc?n Abel hay que recordarle que con las bayonetas hay 

que tener mucho cuidado. Que no lo pase aquello que Miguel de Unamuno 

reclamaba a la del-echa española con la frase: Venceréis, pero no 

con venceréis. 

8ralta de tacto, porque el diálogo está ausente, y lo que su frzgilidad 

politica (recuérdese que llegó a la presidencia con el menor porcentaje 

de votos de los últimos cien años) y el pueblo reclamaron en las elecciones 

fue precisamente diálogo verdadero. 



AN~LISIS POLITICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOL~GICO DEL CIERRE DE vías PÚBLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

Todos queremos contar con una flotilla en mejores condiciones, y con 

diálogo podríamos llegar a un acuerdo. Por ejemplo, el gobierno debería 

comenzar por quital-le los impuestos a los repuestos, en mejorar las 

carreteras y en abaratar los servicios de reparación automotriz. A cambio, 

el pueblo llano podría aceptar una mayor rigurosa revisión de sus 

vehículos. " 75 

En relación al discurso que responde a la matr iz conservadora se han 

hecho varios editoriales que organizan mejor  las líneas básicas que lo 

articulan y de hecho tienen mejores medios para socializarlo y 

convertir lo en hegemónico. 

Se argumenta que: 

se lesiona "el derecho de libre transito" de ¡os demás ciudadarios" 

que son actos vioientos 

= la fuerza de los grupos de presión se impone sobi-e los demás 

habitantes 

el Gobierno se intimida, o bien cede por vanidades electorales 

75 Delgado, Nlariuel. "Cambiar !a Madre Dor un Burro". En. Colurniia del Redactor, TELENOTICIAS. 

h't e;!lww,te!ct_i_ca.on~arc_h_ioLtc~1!~p_il~iLon!_cambia~_htm 
Manuel Delgado fue el único periodista que se atrevió a transmitir en vivo la represión policial, 
(lease garroteada y detenciones arbitral-¡as), que se ejercía contra los estudiantes universitarios y 
funcionarios del ICE, durante las protestas del Combo y que dieron pie a varios "hábeas corpus" 
que analizamos más adelante. Esto por poco le cuesta el puesto al periodista y de hecho fue 
cambiada su área de cobertura a "asuntos culturales". Pero antes fue "premiado" (exilado) con 
una beca de unos rneses al exterior. 

En esta columna se está refiriendo a los bloqueos desplegados durante el mes de julio del 2002, 
por taxistas, agricultores, autobuseros, y dueños de talleres contra la "revisión técnica" por parte 
de una empresa española. 
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Puede notarse que los valores que se juegan acá son "orden público", 

seguridad, libre tránsito, el cual debe leerse como "libre tránsito de 

personas y rnercancias". 

Los disvalores que se reclaman son violencia, como sinónimo de ruptura 

del orden público e interrupción del libre tránsito. Grupos de presión 

que chantajean al Gobierno. Debilidad del Gobierno ante las presiones 

en período electoral. 

En el discurso contrario, o de matriz popular, los valores son: 

El derecho a la protesta, el derecho a la participación política, el 

derecho a defenderse de políticas estatales que afectarán la 

supervivencia del sector que lleva a c a b ~  la protesta, el deber de los 

"representantes" de responder a las necesidades y preocupaciones de 

los "representados". Parece existir el sentimiento de que hay una 

primera "violentaciSn" por parte del Gobierno al irrespetar sus 

necesidades y derecho de respuesta. Por lo tanto se considera, en  

hueva medida, una accicri de auto-defensa. 

Otro ae los valores que se essrime es el del derecho a ser escuchaclos 

en forma efectiva. Se dice que hay ausencia de diálogo de  los 

gobiernos, y que por tanto, no queda otra salida que exigirlo por medio 

de mecanismos más fuertes. En cambio, los políticos, sí responden 

rápidamente a los grupos de interés económico fuerte. 

Analicemos pues cada uno de los derechos en juecjo en ambos lados 

para determinar su contenido. 
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Sección Primera: El derecho de libre tránsito. Su contenido 

Este derecho está positivisado en nuestra Constitución Política en el 

art iculo 22 que dice: "Todo costarricense puede tt-asladarse y 

permanecer en cualquier putito de la República o fuera de ella, siempre 

que se encuentre libre de responsabilidad, y volver cuando le convenga. 

No se podrá exigir a los costarricenses requisitos que impidan su 

ingreso al país': '' 
Este derecho, adernás de garantizar al individuo la posibilidad de 

cambiar  su lugar habituai de residencia a cualquier parte de la 

República, le otorga el derecho de  desplazarse l ibremente dentro del 

terr i tor io  nacional; sin que para ello t e ~ g a  que cumplir t rámi tes 

administrat ivos o pasar controies por par te de  las autoridades. Todo sin 

menoscabo del mot ivo  de ia circi_ilación, n i  el destino. 

Como se ve, se trata de una garantía del individuo frente al Estado, 

como casi todas la referidas e!] e! C a p í t u ! ~  de Garantías Individuales. 

Se t rata de una garantía genérica a circular por  todo el terr i tor io de la 

República, pero como se ve puede estar sujeta a algunas restricciones, 

ya  sea legales o temporales. 

Al hablarse del derecho al l ibre tránsito o circulación importa considerar 

dos aspectos del derecho administrat ivo: la uti l ización del dominio 

público y el de policía administrativa. Si considerainos jun to  con Rubén 

~ e r n á n d e z ~ ~  que, "¡as vías públicas, que son demen tos  esenciales b e  

dominio público terrestre se encuentran destinadas a la circulación, que 

76 Constitución Política de la Fiepública de Costa Rica, edición bilingiie. CONAMAJ, San José, 

Costa Rica, 2002. Pag 24 

" lbidem pag. 408 
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constituye su modo norinal de utilización", entorices esta circulación 

estaría sujeta a tres principios: el de libertad de uso para todas las 

personas, igualdad en el uso y gratuidad. 

Uno de los argumentos más fuertes a favor del derecho "puro" de  

circulación, y en contra de los "bloqueos" o cierres de vía ha sido el del 

derecho de terceros como l imite al ejercicio de los derechos 

fundamentales. 

La doctrina considera entre las limitaciones a los derechos 

fundamentales los derechos de terceros, a saber los derechos de 

particulares así como de todos los sujetos del ordenamiento. Sin 

embargo, este l imite no es absoluto ya que "no sólo está constituido por 

un derecho igual de otro, si110 PO¡- cualquier otro derecnos suyo que 

eve~iiualrner?te pueda interfel-il- con el de: titula/- del derecho 

fundame17tal de qije se trate. En otros té/-rninos, caa'a derecho 

encuentra un límite genérico en la esferz jurídicz 9u2 e! nrdenamiento 

reconoce s !=S demás ciudadarios. //7S 

Debido a que en algunos casos este principio produce choques de 

derechos deben los mismos entenderse dentro de una jerarquía, para 

que así sólo sea posible l imitar uno para proteger derechos de igual o 

de mayor rango ante amenazas de igual o mayor intensidad. 

A esto debemos agregar que debe interpretarse siempre conforme a los 

principio interpretativos constitucionales, en especial, el principio pro- 

libertatis. Segljn este los derechos f undame~ ta les  "deben if l terpretarce 

del modo más amplio posible."79 O sea que deben interpretarse 

78 l bidem pag. 341 

79 lbide~n pag. 354 
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extensivamente a favor de la libertad o restr ict ivamente cuando 

impl iquen una l imitación de ella. Por lo que ante duda se util iza este 

principio. 

Es claro que la lógica constitucional se basa en que los principios, las 

garantías y las libertades cor~stitucionales han  sido creadas para otorgar 

l ibertades y no para restringirlas. 
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Sección Segunda: Seguridad Jurídica y Orden Público 

El otro principio con que se argumenta con fuerza en coritra de la acción 

de cierre de vías como mecanismo de protesta es el de que violenta el 

Orden Público y con ello la seguridad jurídica. Que se violente la 

seguridad jurídica es más discutible puesto que esta está referida a la 

garantía que dan las norinas y el ordenamiento en su totalidad. En 

realidad el argumento se refiere más al orden público. 

Al hablar de orden público debe considerarse dos acepciones del 

mismo: como orden público constitucional y el orden público 

administrativo, teniendo el primero que ver con el Estado-Ordenamiento 

"en el sentido de sisteina unitario y coherente de principios y 
r r  80 normas . 

El orden público administrativo se relaciona i-nás al Estado-Pei-sona en 

lo que toca a los poderes de policía y seguridad i n t e r n ~ .  

En Costa Rica, la Sala Constitucionai definió éi orden pbk.\!i- u i l ~ o  

constitucionai como: "el conjunto de principios que por una parte 

atañen a la organización del Estado y su funcionamiento, y, por otra, 

concurren a la protección de los derechos del ser huinano y d e  los 

intereses de la comunidad en un justo equilibrio para hacer posible la 

paz y el bienestar de la convivencia social."81 

Como ejemplo de los principios que integran el orden público 

constitucional puede citarse el pluralismo político, la !ibertad de cultos, 

la dignidad humana y la igualdad ante la ley. 

8 1 Sala Constitucional. Voto 3350 del 24 de noviembre de 1992. Archivo electronico facilitado por 

la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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El orden público adrninistrativo es la facultad que tiene el Estado de 

escoger entre varias acciones aquella que sea más apta para la paz y 

convivencia sociales cuando estas haya sido amenazadas por actos 

delictivos. Tiene estricta relación con los conceptos de salubridad, 

seguridad, y tranquilidad, los cuales se considera que lo integran. 

Es claro que t ienen que tratarse de acciones fuera de la ley, ant i-  

jurídicas, ya que de no ser así prevalecerán los derechos 

fundainentales, que como virnos deben interpretarse de manera amplia 

y siempre a favor de las libertades del administrado. 
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Sección Tercera: El núcleo de  derechos políticos de 
participación y de acción colectiva 

a )  Los Derechos de Participación Política de acción colectiva 

En términos generales se entiende por derechos políticos los que se 

conf iguran como forinas de participación de los individuos, ya  sea 

individual o colectivainente, en los procesos de formación de la vo luntad 

estatal. "Poseen carácter negativo y a través de su ejercicio se procura 

influir, directa o indirectamente, en las decisiones de Poder. '" 

Estos derechos, conocidos como derechos d e  libertad, garant izan el 

ejercicio de  las l ibertades de acción colectivas. Es decir, aquellos que 

"se e jercen de manera colectiva frente a¡  Estado en procura d e  la 

satisfacción de intereses plu:ales-objetivos."83 Tarribién se conocerán 

como Cerechos d e  Autnnomja, no obstante para riuestros efectos se 

conocerán como "derechos políticos de acción colectiva". 

Estos derecnos o libertades, se diferencian d e  los otros eri el carácter d e  

su ejercicio: ¡a t i tu lar idad de los mismos es también individual, pero su 

ejercicio no  puede realizarse sino colectivainente. D e  forma tal  que cada 

indiv iduo no  puede realizar su derecho si el resto, o una par te d e  la 

comunidad no  participa también. 

Generalmente t ienden a concretarse en  la formación de agrupaciones 

q u e  pueden tener  u n  carácter espontáneo o eventual, persiguiendo 

objet ivos especiiicos -reunión, manifestaci6n, huelga- o bien 

02 González Hernández, Juaii Carlos. Dereci?~?s v Deberes Políticos. En: Diccior.3rio Electoral, 

Institcito Interamericano de Derechos Hurnanos. 1 era. Edición, 1988. CAPEL. San José Costa 

Rica. Pag. 233 
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manifestarse corno asociaciones permanentes con objet ivos plurales, 

tales como las asociaciones y los sindicatos. 

El la teoría clásica se pensaba qus  estos derechos eran t ipo  

complementario y que su ejercicio no  se daba e n  fo rma espontánea sino 

que se realizaban por la mediación de organizaciones políticas. S in  

embargo cada día es inás claro que los habitantes t ienden a organizarse 

al margen  de partidos políticos y sindicatos, muchas veces de manera  

espontánea, sobre todo e n  coinunidades o barriadas. Coino lo hemos  

visto ya  entre personas con intereses o necesidades comunes, que sin 

embargo están en una situación de alta vulnerabil idad social: - co ino en  

Ai-gentinz, las madres de plaza de mayo, los ahorristas, los 

pensionados, los desempleados- todos quienes no t ienen otra fo rma d e  

protesta social, y que además desconfían de las formas clásicas de 

organización política. 

En Costa Rica, es cada vez m á s  frecuente qiJe las cor-nunidades h a ~ a n  

uso de ellos e n  procura de sus demandas, al rnargen de las 

si-ganizuriones formales. 

Analizaremos cada uno de ellos a continuación. 

b) Derecho d e  Asociación 

Este derecho está regulado en  nuestra Constitución Política en  el 

artículo 25 que reza: "Los habitantes de la RepÚh!ica, tienen derecho de 

asociarse para fines lícitos. Nadie podrá ser obligado a formar parte de 

asociación alguna. /a4 

-- .. . -~ 

83 Op. Cit. pags. 233. 

84 Constilución Política, Op. Cit. pag. 25. 
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En términos generales se puede decir que es aquel derecho, inherente a 

la condición de habitante de un  &, de agruparse o unirse con sus 

semejantes con cierta permanencia en función de un  ideal, o para 

cualquier objeto que tenga un fin licito. 

Las asociaciones se materializan mediante la realización en común de 

voluntades de una pluralidad de miembros con objetivos similares, lo 

que hace que pese a que en nuestra Constitución este derecho esté 

contemplado en el Titulo de garantías individuales, doctrinariamente 

también se considere a la libertaci de asociación una libertad colectiva. 

La doctrina establece cuatro elementos fundamentales de este derecho, 

a saber, el acuerdo de voluntades, la pluralidad de miembros, la 

permanencia, y la cooperacicn entre los miembros para el logro de fines 

comtines. Así, por ejemplo, la acociaclbn se diferencia de !a retinión pGr 

el grado de permanencia, siendo una organización estable y con 

vínculos perrnarieiltes ectre los i;;iemb:os. La reun i j n  en ~ a t n b i o  es 

transitoria, contingente y sin orcjaniz~ci6n permunente. 

Los fines licitos que justifican el derecho a la asociación pueden ser de 

índole mercantil, religiosa, moral, inteiectüal, recreativa, soc~o-  

económica, civica y política. 

La asociación presupone otros derechos fundarrientales, como el de 

reunión y de expresión, que le son previos. 

c) Derecho a la Libre Expresión 

En forma m u y  sucinta se puede afirmar que es el derecho de expresar y 

di fundir l ibremente ideas y opiniones. La libertad de expresión de ideas, 
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como la l ibertad de comunicación, de información, son manifestaciones 

del derecho general a la cotnunicación. 

Con respecto a la l ibertad de expresión, part icipan varios derechos que  

en  su ejercicio hacen posible que se alcance el grado de l ibertad 

adecuada para la convivencia democrática. Tales derechos son, como 

mín imo:  1) el derecho a conocer, que supone u n  ampl io acceso a la 

información; 2 )  el derecho a los juicios, que supone la posibi!idad de 

emi t i r  una valoración sobre acontecimientos o pensamientos; 3) el 

derecho a comunicar libreinente, que significa la libi-e transmisión de 

hechos y de opiniones; 4) el del-echo a la discusión pública, o sea, la 

posibi l idad de ampl io debate de ideas, hechos y juicios en la esfera de 

lo  público; y 5) ei derecho a manifestarse, a t ravés del ejercicio d e  ¡a 

l ibertad ae reunión, circu!aciói;, petición, asociación, e tc i t e ra .  

d)  Derecho d e  Petición 

Este derecho esta consagrado en e¡ artículo 27 de la Cnrist i tución 

costarricense: "Se garantiza la libertad de petición en forma individual o 

colectiva ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y e1 

derecho a obtener pronta r e s ~ l u c i ó n " ~ ~  

La Sala Constitucional de  Costa Rica ha establecido que a pesar de  que  

el tex to  constitucional se refiere a funcionarios pbblicos existe i c ~ i a l  

deber  tratándose de sujetos de derecho privadu, cuando es ejercido 

este derecho por  u n  miembro de una comunidad o grupo que p ide 

in formación sobre asuntos de interés de ese grupo o colectividad. 

Coristitiición Política, Op. Cit. pag25 
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Corno se desprende del misrno texto constitucional esta norma tamb ién  

consagra el  derecho a recibir una respuesta pronta y conforme a la 

sol ic i tud recibida, sin que esto signif ique una aceptación de la pet ic ión 

sino su debido examen y resolución. 

Este es u n  derecho inuy  ligado al de reunión, asociación y e n  general  a 

los derechos políticos, que de  no  exist i r  o respetarse tornar ían 

nugator ios,  e n  la práctica, la mayoría de estos. 

e )  Derecho de reunióri, dereciio de rrianifestación 

En nuestro ordenarniento lo define el artículo 26 de nuestra 

Const i tución: "Todos tienen derecho a reunirse pacificamento y sir! 

armas, ya se3 par negocios privados, o para discutir asuntos polili'cos y 

examiriai- la conducta pública de ¡m funciotiarios. 

Reuniones er! recintos privados !?o necesitan auto I-izacibr; pi-evia, las 

que se celebren en sltjos púbilcos serán regl~mentados por la iey."a6 

Es la facultud que se le recorioce a los habitantes para congregarse en  

u n  lugar  determinado, e n  forrna esporitánea o trar is i tor iamenie, con el 

f i n  de divulgar el pensamiento y concertar vo luntades sobre u n  fin, o 

aspiraciones comunes pero licitas. Se puede decir  que el ejercicio de  

es te  derecho es imprescindible para la práctica de  los derechos de 

pe t ic ión  y asociación. 

Biscarett i  lo define corno: 

"el ayuntamiento temporal y voluntario de varias personas en un lugar 
determinado, según acuerdo previo y con un fin preestablecido (en esto 
se diferencia de la asamblea o junta accidental, l lamado concurso 

66 Constitución Política, Op. Cit. pag. 25 
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[assembramento]); y una subespecie de las niismas reuniones son los 
paseos que se denominan procesiones cuando se hacen con finalidad de 
culto y demostraciones o manifestaciones si se hacen con finalidades 
sociales y políticas. Además, es menester tener en cuenta que la 
Constitucións7 (articulo 17) distingue, para el caso, tres hipótesis 
diversas, a saber: 1) reuniones privadas ...; 2) reuniones en lugar 
abierto al público ...; Y 3) Reuniones en lugar público, (en las que 
cualquiera puede caminar o entretenerse libremente), para las cuales la 
Constitución exige que se avise previamente a la autoridad (sin 
obligación de obtener de la misma, como en pasado, la auiorización 
correspondiente) y podrán prohibirse sólo por motivos comprobados de 
seguridad o de calamidad 

Aunque igual que los anteriores se encuentra en el Titulo de  Garantías 

Individuales de la Constitución, este es a la vez un  derecho público, 

colectivo, propio tanto del individuo como del arupo social, que implica 

no sólo la facultad de congregarse o juntarse, sino la de hacerlo para 

escuchu: idezs u opiniones, intercarnbiarlds O acordar una accióri 

común. 

El Derecho de  reunión se caracterizc; por ser uno de ¡as  i ibertades 

colectivas elementales. Constituye uno de los derechos de participación 

política ciasicos, corno d e r e c h ~  sdbjetivo de cai-acter colectivc? y como 

derecho de libertad fr-ente a !os poderes públicos. Generalmente se 

entiende que abarca el derecho de manifestación. Está positivizado, en 

el artículo 26 de la Constitución de la República de Costa R-ica. 

"El derecho de reunión se define por oposición al derecho de asociación en 
una de sus peculiares características: se trata de un  acto momentáneo, 
intencional y concertado. En ese sentido, se entiende por manifestación, la 
expresión del derecho de reunión la vía pública, llevado a cabo por un  
grupo de personas que hacen patente t on  su presencia, actitudes y voces 
determiriada opiniór, colectiva. ,,S<) 

87 Italiana. 

88 Biscaretti Di Rufia, Paolo, Derecho Coristitucional, Editorial Tecnos 2da. Edición, Madrid, 1973 

pag. 690. 

' k a p e l ,  Diccionario Electoral ,Op. Cit 
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En Costa Rica, a nivel subjetivo, este derecho t iene aplicación tan to  

para nacionales como para extranjeros, por  contener la palabra "todos". 

I gua l  puede decirse de las personas jurídicas. Por tanto este derecho 

cobija a todos los habitantes, incluidos menores de edad, ext ranjeros y 

sociedades. 

Generalmente es una forma de buscar otros derechos, por lo que  se ha 

dicho que contiene siempre el derecho a la l ibre exprzsión, así como los 

d e  discusión, petición, la l ibertad de culto, la l ibertad personal y las 

l ibertades políticas. De ahí que este derecho es inst rumenta l  y necesario 

para el ejercicio de otros derechos constitucionalmente consagrados. 

El mot ivo  que convoca a los que se reúnen, no  está de  por  sí 

garant izado por  este derecho, sino que esto se remi te a la disciplina 

específica a que corresponde el tema.  Por ejempio, mater ia  electoral, 

l i bertcid empresarial, sindical, etc. 

En el ordenamiento jüridico costarricense bier! se r u e d e  decir qae esta 

garantía incluye "todas aquellas hipótesis de  reunioriec que se realizan 

sin previa organización y sin el respectivo pei-iniso de las autor idades 

cuando aquellas tenycln iugar en sitios p ú  b!icos. 1190 

D e  allí que se halla diferenciado diferenciado ent re  reunión en  sent ido 

ampl io  y en  sentido estricto, caracterizando la pr imera la existencia de  

una fase organizativa previa. Sin embargo, el Tr ibunal Constitucional 

Español en  repetidas ccaciones ha establecido que "la l ibertad de 

reunión sin autorización previa se i ~ t e g r a  al contenido esencial del 

90 Hernández, Rubén. El Derecho de la Constitución, Volurnen II. Editoi-¡al Jui-¡centro. San José 

Costa Rica. Pag. 512. 
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derecho, el cual quedaría desnaturalizado al imponerse la ..nx~esidad de 

autor ización administrativa. ,191 

Otro asunto importante a aclarar es que la norma consi i tuc iona~ no 
exise, la autorización previa para los casos de reuniones en lugares 

públicos, sino que remi te a una ley para la regulación de éstas 

actividacies. Esto ha sido por  lo general m a l  interpretado en nuestro 

ordenamiento jurídico, al considerarse que el art iculo constitucional 

establece la obligación por par te de los administrados de solicitar 

permiso, lo que, como ya vimos, desvir túa el derecho m i s r ~ o  y parece 

u n  resabio de los sistemas autoritarios o fascistas. 

Ese reg!amento "genérico" que demanda !a Constitución no ha sido 

nunca promulgado. No así los especificas, si los hay coino en mater ia  

electoral. Además hcty que obsei-var que el m ismo debe ser pmmuigado  

por  la Asambiea Leg is l~ t i vu ,  pues debe tener  rango de ley.  

Segcn  Hernández esta ,materia quedaría a discrecionaiidac! de E~eciitivo 

an te  la ausencia del reglamento. Este considera que ello es así pues e¡ 

artículo 140 inc. 6 de la C o n s t i t ~ c i ó n  le  da al Presidente y al l i i n i s t ro  de  

Seguridad el mandato de mantener  el orden y la tranquil idad e n  la 

Nación. Por lo que la nota de aviso, podría dirigir-se a estos, de  acuerdo 

a esta i n t e r p r e t a ~ i ó n . ~ ~  

Esta es una interpretación posible en t re  otras, basada e n  una ant igua 

resolución de la Corte Plena del 2 de mayo  de 1961.  

9 1 Tribunal Constituciorial Espafiol. Voto 115 del 7 de julio de 1987. En 

http://www.tribunalconstitucioriaI.es 

92 Hernández, Valle Rubéii. Op. Cit. 517. 
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Se ha acostumbrado en nuestro país a solicitar el permiso a los 

Gobernadores de Provincia, ello siguiendo ant iguas ordenanzas 

municipales del siglo X I X .  

Esto se hace así con el f in de prever aquellos casos donde pudiera haber 

desorden o disturbios al orden público. 

Nuestra interpretación es que esto no es necesario. El administrado no 

estaría obligado a ello. No obstante, como veremos más  adelante, por 

razones de convivencia social es importante que se de par te a la 

autoridad, en el caso de reuniones en sitios públicos, para que esta 

t ome  las medidas pertinentes de orden, sobre todo en  relación al trafico 

vehicular, pero nunca para su supresión. 

f. El Derecho de Huelga, SU re!acibn con el cierre de vías en !a 

postmodernidad. 

Por Último, nvs interesa "c-star aclnque sea d e  urid forrna tancjencial, el 

derecho de huelga, aunque sueie ubicárse!e entre los i iamados derechos 

económicos 1; sociales, creemos que merece consideración como 

derecho político. En efecto, considerado de forma estricta, nos 

encontramos ante una l ibertad pública de carácter colectivo, que  ya no 

es propia de u n  determinado sector social, el de los asalariados, puesto 

que  se uti l iza corno medio de presión política por mul t i tud  de ellos y 

cuyos efectos suponen molestias y10 daños a personas no directamente 

implicadas. Queremos expresar con esto que si bien los únicos t i tuiares 

legít imos de  este derechos serían los trabajadores, la práctica de esta 

acción -ya no el derecho en sentido estricto- trasciende a otros actores 

sociales -patronos y peqiieños comerciantes- que pueden encontrarse a 
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veces en una situación ambigua intermedia entre la huelga y el cierre 

patronal. 

Por otra parte soster-iernos que los modernos cierres de calle o bloqueos 

son una forma de "huelga" por parte de los sectores en situación social 

más vulnerable. Puesto que muchas veces no t ienen empleo, y por 

tanto  "lugar de trabajo" donde congregarse para hacer un  "paro" en el 

proceso de producción de mercancías o servicios; estos sectores optan 

por e! cierre de vías píiblicas o "bloqueos" (como se les conoce en Costa 

Rica), que no es otra cosa que, una fornia de "paro", pero en este caso 

en el proceso de "circulación" de las rnercancias, los consuriiidores y los 

operadores. 

Desde este punto de vista, aunque no podemos desarrollarla aquí, pues 

excede los límites propiiestos para ésta investigación, rius atreverivmos 

a sostener que ei "cier-re de vias púbiicas" es e /  equivalente eri las 

sociedades "post-modernas de! inundo globalizado", a¡ derecho de 

huelga en  las sociedades de la "modernidad", o industriales. Pues una 

de las características más marcadas de la nueva organización mercado-. 

céntrica de lo societai, es q¿ie deja amplias capas d e  la población 

excluidas del proceso social. 

Hay aún una mayor  simil i tud con la huelga de solidal-idad, misma que 

continua siendo prohibida en Costa Rica y que puede tener no u n  

fundamento gremial prupiarnei~te, sino se constituye ccnio u n  acto de 

lucha contra una medida de gobierno o política especifica. 

También como una sugestión, sobre la que no vamos a profundizar, 

resulta interesante la similitud de las argumentaciones contra los 

cierres de vías públicas, con el discurso con que en las sociedades 

"modernas" se criticaba el derecho de huelga. 
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En alguna medida se podría decir que se t rata del derecho de huelga de 

los que "no t ienen otro recurso" -comunidades, arnas de casa, 

estudiantes, desocupados, pensionados-, que obliga a una escucha 

efect iva de sus demandas por par te de la ~ d r n i n i s t r a c i ó n  y que les de  

a lgún e lemento que presione al Gobierno o a quien t iene el poder  a 

negociar. 

Si a lo  anter ior sumarnos que las sociedades mercado-céntricas, (neo- 

liberales), producen gran cantidad de "seres humanos desechables" (en  

té rminos  del mercado), mismos que, serán fuente  de distorsión del 

proceso de producción, circulación y consur170 de capitales y 

mercancías, se explica que las elites gobernantes de An7érica Latina, se 

apresten con diligencia poco í:ecuerite, a "penalizar este t ipo de 

conducta". 
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Capítulo Segundo: Colisión de Derechos 
Constitucionales 

Sección Primera: Núcleos de derechos en  contraposición 

Con relación al problema planteado, si el cierre de calles públicas como 

forma de protesta social es un  mecanismo juridicainente protegido por 

la Constitución, encontramos que -como di j imos antes- aparentemente 

se contraponen dos núcleos de derechos, que son los que analizamos 

en  el capítulo anterior. En especial parecen contraponerse el derecho al 

l ibre transito, y el derecho de reunión. En lo fundamental se argumenta 

que el cierre de vías como protesta 

a) violenta el orden público, y, 

5) violenta el derecho de terceros, (al libi-e trarisitcij, que es un l imite al 

ejercicio de los Sereci!os. 

Como ya examifiamos, "orden público" es una nocien b a s t ~ n t e  abierta, 

y cuyo conteniuo tiende a llenarse según las exigencias del momento 

histórico dentro del cual se interprete, pero que en lo fundamental t iene 

como finalidad resyi-iardar el inarco de adecuado ejercicio de los 

derechos de los ciudadanos y la convivencia social. 

Visto lo anterior, el ejercicio de un derecho, si se lleva a cabo en forma 

pacífica, no puede nunca resultar en cina transgresión del orden público, 

pues este es precisarnente el marco mínimo necesario para el ejercicio 

de los mismos. Por lo cual caeríamos en una contradicción en si misma. 

Por otra parte, con relación al derecho de terceros, también analizamos 

como puede ser el caso de la colisión de derechos y que esta colisión 

puede darse entre derechos de distinto rango, o bien, de u n  mismo 



rango. En caso d e  que sea distinto, debe prevalecer el de rnayor  

jerarquía. Siendo d e  igual rango, es claro que en aras del orden público 

y en  aplicación de los principios pi-o-hominem, y pro- l ibertat is la 

solución jurídica debe i r  dirigida a buscar que arnbos derechos en  

colisión puedan ejercerse de una forma armoniosa, sin que ninguno d e  

los dos deje al otro a u n  nivel menor  de lo que es el c o n t e n i d o  

mínimo esencial del derecho, que queda fuera de la regulación d e  

los poderes públicos. Y ¿qué es u n  contenido mín imo para que el t i tu lar  

del  derecho pueda lograr los intereses para cuyo f in este derecho está 

reconocido? Es el núcleo min i ino esencial fuei-a del cual este derecho 

quedaría vacío y cuyo ejercicio, en esas condiciones, resultaría 

nugator io.  

Así pues, resulta que el "estorbo que produce una manifestación 

pública" como los bloqueos, no está reduciendo el mín imo esencial del  

derecho de trárisitc. Pero si la autor idad niega el derecho de hacer este 

t ipo de manifestacioi ies si estaría reduciendo a rnenos del c o n t ~ n i d o  

esencial mín imo e¡ aerecho d e  reuíiión, que incluye tambiéri el d e  

"manifestación", y que muchas veces va acompañado clel derecho d e  

expresión y peticiór: que también quedarian negados. 

En Costa Rica, no  se han  presentado aún muchos casos en los que la 

Sala Constitucional haya tenido que d i r imir  entre dos derechos d e  esta 

forma, n i  concretamente ent re  este núcleo de derechos. Una excepción 

ha? sido 10s recursos de "habeas col-pus" interpuestos pcr  estudiantes 

universi tar ios durante  las manifestaciones contra la iey del Combo ICE, 

y que  a cont inuación revisamos para analizar el t ipo de solución que 

encontró la Sala de  lo Constitucional a este problema jurídico. 

Sección Segunda: Análisis d e  los votos d e  la Sala 
Constitucional 

La Sala Constitucional resuelve la mencionada colisión en los votos: 
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2870, 2871, 2872, 2875, todos del año 2000, entre otros, puesto que 

se interpusieron varios habeas corpus cuyos expedientes finalmente se 

unieron. No obstante, el más interesante y el que desarrolla con mayor 

profundidad el asunto es el 3020-00 de Eva Carazo (entonces 

presidenta de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Costa 

Rica), y otros, contra el Ministro de Seguridad Rogelio Ramos. A este 

voto le daremos mas adelante un análisis específico. 

Por el momento interesa corno resuelve al Sala en lo fundamental el 

asunto. Esta dice sobre el fondo en el voto No.287-00 de 3 1  de marzo 

2002, que reza: 

"Corresponde a la Sala determinar si hubo quebrantamiento a la integridad 
física y libertad de los amparados con los hechos que sirven de base a este 
hábeas corpus, específicamente en lo que se refiere a la prop~rc ional idad 
de las actuaciones policiales respecto de las protestas pcr  la aprobación en 
el primer debate del llamado "coinoo enercjétics". Esto (-10 implica, 
obviamerite, cjue 13 Cala niegue atrihucionic al P ~ d e r  Ejeccit:ivo o a la 
p ~ ! i c í a  par2 hacer cum?!ir el orden piiblico, porque la Coi-~stitución Política 
es c!ara al respectn (srticulos 12 y 140 inciso 6"). En este sentido, 
sentencia No. 454i-95, ... 

Lo que ha de entenderse con Iv expresado, es que en un  Estado 
demccrático de derecho como el nuestro, hasta el ejercicio de una 
competencia constitucional tan importante como la señalada, (se refiere a 
la competencia policiai para resguardar el orden pÚb~ico), '~ requiere de un 
auto control y una disciplina de la autoridad, para no caer en tentaciones, 
incluso provocaciones, así como distracciones de los principios 
fundamentales por los que rigen las fuerzas de policía, que a la larga 
causan un daño social más importante que el que se pretende 
salvaguardar. En otras palabras, se hace clara alusión a la necesaria 
profesionalización de la Policía, la cual no so!o está llamada a actuar con 
p ro~orc iona i idad  en determinados acontecimientos, sino que también a 
discriminar situaciones que necesariamente impliquen "proteger las 
íibertades áudaúanas, la dignidad de las personas y los derechos 
humanos" (numeral 10, inciso D) de la Lev General de Policía, los c~ ia ies  
reconoce esta Sala, se constituyen -en momentos de graves vicisitudes 
sociales- en valores y estándares de suma fragilidad. Por ello, según se 
infiere del artículo 10 inciso d) de la ley citada, "En el cumplimiento de sus 
funciones, los miembros de las fuerzas de policía deberán respetar las 
siguientes normas: d) Emplear la fuerza solo cuando sea estrictamente 

93 Paréntesis nuestru. 
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necesario y en la medida en que se requiera para el desempeño de SUS 

funciones ... ". Esta norma fundamental entroniza el principio de 
proporcionalidad con que se quiere que la policía actúe en un Estado de 
Derecho, como el nuestro. Así, no desconoce esta Sala, que en 
determinados supuestos en que hay pai-ticipación de turbas o 
muchedumbres, y en el que se aconseja la intervención policial ésta debe 
evaluar mesuradamente su actuación, pues no es l o ~ s m o  un disturbio 
aue una Drotesta orqanizada, y relacionándola directamente con la 
proporción del daño Que se prevé puede ocasionar ésta a otros bienes 
su~e r i o res  de la Nación, o lo aue es lo mismo, aue se ocasiona en qeneral 
al país. No se trata, pues, de fórmulas únicas en el modo de operar de la 
policía, pues ello puede variar de caso en caso. En todo momento la 
situ?ciÓn ha de ser abordada profesionalmente, con la mejor técnica 
policial, y los abusos cometidos han de determinarse a posteriori. Por 

es que tampoco quiere decir la ello, Sala q.ue cualquier asunto público 
m a  de derivar en ma_niJestaciones que entorpezcan el libre tránsito y 
ocupaciones ordinarias de personas aue Dor cualquier rnotivo no estén 
involucradas en ello, sino sirnolemente aue el derecho a disentir no 
puede reducirse a un sentimiento intin~o aue no wueda trascender 
o hacerse manifiesto v que impida also como "las 
manifestaciones" aue tienen aue ver con este recurso, pues eso 
sería ~r5cticamen:r deiar sin contenido un derechu a exuresarse 
en público v sin videncia sobre los asuntos más importantes, 
aauel!os que tienen aue ver sobre !o que entendemos coso un 
futuro meior o más feliz para zuestra sociedad. Como corolario de lo 
antrr ior ,  ha de tclerai-se en estos casuc, el ma! menor de una protesta y 
no el mal rnayor de u11 d is tu~bio,  por uria apresürzda y ciesrnedida 

A l  

uctuaciG;: de !a  autor-idad.""-' 

Obsérvese que  en  estz resol¿ición se t iene por e je  de interpretación e¡ 

" a c t ~ a r  policial" que, según este voto, ha de ser mesurado, 

proporcionadc y racional. Pero al m ismo t iempo no  deja de  expresar la 

necesidad d e  respetar el derecho a manifestarse, el cual no  puede ser 

reducido en SU contenido esencial hasta el punto que quede reducido a 

"un  sent imiento íntimo". 

Llama la a t e ~ c i ó n  del t ra tamiento de la Sala a! derecho a e  

manifestación como u n  "mal menor".  Quizá el lenguaje, a nuestro 

juicio, t ímido de la Sala, pretendió no importunar  en  demasía al Poder 

94 Sala Constitiicional. Voto 2870-00 del 31 de marzo de 2000. Archivo electróriico proporcionado 
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Ejecutivo que se encontraba en grado sumo atribulado por las 

manifestaciones de carácter nacional que se estaban pr-odliciendo por 

esos días, y cuyos votos en los "hábeas Corpus citados" se constituían 

en u n  apoyo para el movimiento. 

No obstante, nosotros no podemos dejar de resaltar que el derecho de 

reunión no es un "mal rnenor". Es un derecho con la inisina dignidad 

e importancia de los demás derechos públicos. 

Sin embargo el voto 3020-00 de Eva Carazo y otros contra el Ministro 

de Seguridad es más amplio, profundo y claro: 

"Sobre la situación juridica.- El articuio 28 de ia Constitución Política 
establece, en lo conducer?te: 
"Nadie puede ser irlquietado ni perseguido pcr la manifestación de sus 
opiniones ni por acto alglino que r?n irifrifija la ley. Las acciones privadas 
que nc dafien la mnrai o el orderi púb l ic~ ,  o yus nc perjudique:: a terrero, 
estar? fuera de la acción de la ley". 
Del primer párrafo del texto trascrito es posible derivar e¡ "pr inc ip i~  de 
libertad", segcrt e1 cija/ para el ser humano "todo lo que no está 
prohibido est.2 permitido". Este principio qenerai de libertad, armonizado 
con lo dispuesto en el segundo párrafo de la norma en cuestión, nos 
permite construir además la noci jn del "sistema de libertad", que 
establece no sólo la posibilidad de que el ser humano pueda hacer todo lo 
que la ley no le prohiba, sino también la garantía de que ni siquiera la ley 
podrá invadir su esfera intangible de libertad. El tercer aspecto que es 
posible extraer del texto constitucional citado es la noción del "ejercicio 
abusivo de un derecho", según el cual las acciones privadas no podrán 
exceder los límites impuestos por la moral, el orden público o el ejercicio 
de los derechos de un tercere. Esto significa que en caso de que una 
acción privada imposibilite que un tercero ejerza libreniente sus derechos, 
la ley sí podrá intervenir, con la finalidad de limitar el abuso y, de esta 
forrna, armonizar el ejercicio de todas las libertades que concurren en el 
gi-upo socia!. Esta intervención en las acciones pri;iadas es posible 
también a través del sistema de seguridad ciudadana (distinto 
sustancialmente del sistema de seguridad nacional), reconocido por los 
artículos 140 y 12 de la Constitución Política, que facultan al Presidente de 
la República y al respectivo Ministro de Gobierno para "tomar las 
providencias necesarias para el resguardo de las libertades 
públicas", así como les atribuye la obligación de "vigilar y conservar el 

por la Sala Constitucional 



orden público". Pero la potestad de ordenar y ejecutar actos en contra 
del ejercicio abusivo de un derecho, con la finalidad de tutelar el ejercicio 
de los derechos y libertades de los terceros, tarmpoco es irrestricta. Por el 
contrario, dado que se trata de acciones públicas, éstas se encuentran 
limitadas por el "principio de legalidad", según el c i~a i  para el 
funcionario público "todo lo que no está perniitido está prohibido". IQ 
expuesto nos permite sintetizar el cuadro fáctico objeto de ésta 
acción de hábeas Corpus en los términos aue siquen. La ~ r o t e s t a  
realizada el veintidós de marzo ~ a s a d r ,  por un qruDo de Dersonas 
aue se ubicaron frente a la "Fuente de la His~anidad",  constituve 
una manifestación de la libertad de expresión aue el ordenamiento 
jurídico les  arant tiza. Sin embargo, el ejercicio de ésta libertad no 
puede ser irrestricto, en tanto no podrá transgredir el contenido mínimo 
esencial de ios derechos y libertades reconocidos a favor de los terceros, 
entre éstos, la libertad de tránsito. En caso de que éste exceso se 
verifique, el Ministro de Seguridad Pública podrá realizar las acciones que 
estime necesarias para la protección de los derechos y libertades 
fui idamentsI~_s que están siendo lesionados con el ejercicio abusivo de la 
libertad de expresión. Pero si, como se indicó previamente, el fin de la 
actuación de la policía es tutelar efectivamente un derecho lesionado a 
consecuencia del ejercicio abusivo de otro derecho, el medio utilizado 
deberá ser razonable v, por lo tanto, adecuado, necesario, y proporcional 
al fin buscado. Esto siqnifica Que no es posible Que el mzdio cara 
 arant tizar la tutela de derechos Y libertades fundamentales de 
unos sea, ~recisaiilerite, la trasci1-esi3r! de !SS derechos v libertades 
fiindamentales d e l o s  otros. Debido a que !s naturaleza de la 
semántica constitucional hace i~osihle la m~l;iplicidad de interpretaciones, 
de previo a determinar si en el caso que nos ocupa la actuación r-alizada 
por ia policía iesionó los derechos y libertades ae les amparados, 
corresponde precisar algunos aspectos sobre los siguientes iemas de 
relevancia: libertad de expresión, libertad de tránsito, requisitos de 
validez constitciciona! de la aetención, fuerza pública, contenido mínimo 
esencial de los derechos, razonabilidsd. 
1V.- Libertad dc expresión.- i o s  articulas 4 de !a Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre, 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Hunianos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 28 y 29 de la Constitución Política de Costa Rica reconocen que 
toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión, de 
expresión y de difusión del pensamiento por cualquier medio. Nadie 
puede ser inquietado ni perseguido por la manifestaciin de sus opiniones 
ni  por acto alguno que no infrinja la ley. El ejercicio del derecho a la 
libertad de pensamiento o expresión no puede estar sujeto a previa 
censura sino únicamente a responsabilidades ulteriores, las que deben 
estar fijadas por la !ey y ser necesarias para ascgurar el i-espeto a los 
derechos o a la reputación de los demás, o la protección de la seguridad 
nacional, el orden pbblico o la salud o la moral públicas. 
V.- Libertad de tránsito.- De conformidad con lc dispuesto por los 
artículos 22 de la Constitución Política de Costa Rica, 22 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 8 de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hornbre, y 12 del Pacto incer-nacional de Derechos 
Civiles y Políticos, toda persona que se halle iegalniente en el territorio de 
un Estado tiene derecho a circular libreniente por él, y a no abandonarlo 
sino por su voluntad. 
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V1.- Requisitos de validez constitucional de la detención.- El 
artículo 37 de la Constitución Política, concordante con lo dispuesto por los 
artículos 7 de la Convención Americana sobre Derechos Hunlanos, lo de la 
Declaración Aniericana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 9 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece: 
"Nadie podrá ser detenido sin un indicio comprobado de haber cometido 
delito, y sin mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden 
público, excepto cuando se trate de reo prófugo o delincuente in fraganti; 
pero en todo caso deberá ser puesto a disposición del juez competente 
dentro del término perentorio de veinticuatro horas". 
El constituyente se ocupó de esta manera de tutelar el derecho a la 
libertad, como regla, y la detención, como excepción, la cual sólo será 
procedente en los supuestos expresamente previstos. Sobre la 
legitimación que el articulo 37 constitucional otorga a la policía en materia 
de privación de libertad, procede transcribir el artículo 235 inciso c) del 
Código Procesal Penal, que se ajusta al precepto contenido en la 
Constitución Política, y en lo conducente indica: 

"Las autoridades de policía podrán aprehender a toda persona, aun sin 
orden judicial, cuando: 

a) Haya sido sorprendidcl en flagrante delito o contravención o sea 
perseguida inmediatam~nte después de intentarlo o conieterlo. 

b) Se haya fugado de algún establecimiento penal G de cua iqu i~ r  otro 
lugar de detención. 

c) Existan indicios cümprubados de su participación eti i;n hecho 
punible se trate de ün caso en que procede la prisióri preventiva. 

De rnaner? que la detenciór? como medida cautela exiy? la conctin-encía 
de un "indicio comprobado de cuIpabilidad",. entendido como 
información objetiv? capaz de píoducir un conocimiento probable de una 
imputación delictiva (vid sentencia 3887-94). . . . La exigencia de un indicio 
comprobado de culpabilidad requiere el desarrollo de una actividad de 
investigación previa a la detención, que permita verificar el indicio 
comprobado de culpabilidad. 

.,. 
VI1.- Fuerza pública.- Los constituyentes de 1949 definieron 
claramente, en los artículos 12 y 140 de la Constitución Política, el 
carácter civilista del Estado costarricense y la finalidzd de integrar o !a 
füerza pública dentro del ri-iodelo de Estado. En lo conducente, los textos 
normativos citados indican: 
"Artículo 12. - Se proscribe el ejército como institución permanente. Para 
la vigilancia y conservación del orden público, habrá las fuerzas de policía 
necesarias.. ." 
"Artículo 140. - Son deberes y atribuciones que corresponden 
conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno: ... 6) 
Mantener el orden y la tranquilidad de la Nación, tomar las providencias 
necesarias para e¡ resguardo de las libertades públicas...". 
De lo dispuesto en la normativa transcrita, se concluye que el Estado, a 
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través de  los órganos y aiitoridades debidamente autorizados Por la 
Constitución y las Leyes, tiene el monopolio de la fuerza legitima, esto es, 
la que puede emplearse, racionalmente, para hacer cuniplir las leyes, 
mantener el orden público y proteger los derechos y libertades de 10s 
ciudadanos. Pero el Derecho de la Constitución también garantiza a favor 
de los particulares el uso de la fuerza, en legítima defensa propia o de 
terceros, por medios racionalmente encaminados a repeler un ataque 
inminente, y también en algunas circunstancias excepcionales, como la 
detención del autor en un flagrante delito. Resulta importante enfatizar 
que el uso de la fuerza debe ser justificado y proporcional al fin que 
legítimamente se persigue. De lo contrario, se puede calificar de 
injustificado o de excesivo. El uso indebido de la fuerza incluye 
específicamente situaciones en que el emoleo de la fuerza fue injustificado 
y otras en que ei empleo de la fuerza pudo haber sido justificado en  
principio, pero fue excesivo y no guardó proporción con las necesidades de 
la situación. Si los particular-es cometen crímenes o utilizan abusivamente 
la fuerza, aunque sea por motivos o pretextos políticos, el Estado cuenta 
con el Poder Judicial, la policía, la prensa, la opinión pública; esto es, con 
un  conjunto importante de instituciones y medios que pueden movilizarse 
para denunciar, investigar y castigar estos crímenes. Pero cuando el 
propio Estado utiliza ese poder para atentar contra los derechos de los 
c i i id idanos, éstos se encuentran en la mayor indefensión. Los actos de 
terrorismo u otrzs acciones ilegítimas que se cometan bajo motivos o 
pretextos políticos, no pueden servir para pr-etender justificar las 
violaciones de derechos hun-enoc cori.?etidas por el Estado; y el hecho de 
que el mcnopc!iv de Is fuorzv yGb!ica y ü e  detenta el Estado se emplee 
para violar los dercxhos de las personas es de una gravedad singu!ar. 
C i t i n t o s  gob ie r~os ,  en Ios más variados países, con frecuencia califican 
las acciones vio!entas de 5.5 opositores de "vioiaciones de derechos 
hurnanoz" como para justificar sus propios abusos, que presentan como 
necesarios para er-ifreritsr tales acciones. Sin eri~barso, en una 
a~ l i cac ión  czrrecta del Derecho Internacional Htimanitario v la 
doctrina de los derechos hunianos, no es posible combatir el uso 
abusivo de la fuerza con el uso abusivo de la fuerzz. SI el fin de 
Que el Estado use la fuerza es ~ r o t e q e r  los derechos humanos, los 
medios utilizados deben ser coherentes con el fin pretendido. El 
fin no justifica los medios, los medios definen el fin; Y si los medios 
i m ~ l i c a n  la t ras~res ión  de los derechos humanos el fin no es la 
protección de los mismos, sino su violación. No cabe duda que la 
opinióri pública mayoritariamente condena toda forma de mantener o 
buscar el poder, o de dirimir conflictos políticos mediante abusos o 
atrocidades. En la conciencia pública ha ingresado la idea de que existen 
ciertos valores de humanidad que debe-n ser r es~e tados  no solamente Dor 
el Estado sino oor todos los actores políticos. Tales norn;as de 
humanidad, profundamerite intuidas por ia opinión pública, se derivan en 
parte del Derecho Internacional Humanitario, y han pasado a ser 
sinónimos de la expresión derechos humanos. Ellas rigen a todos los 
actores políticos, estatales o particulares, en tiempo de paz; y a todas las 
fuerzas combatientes en caso de conflicto armado, cualquiera que sea la 
naturaleza del conflicto armado de que se trate. Y no pretenden evitar del 
todo los conflictos, sino ~ o n e r l e s  ciertos márgenes. 
VII1.- Contenido mínimo esencial de los derechos.- La definición del 
contenido esencial de un derecho requiere análisis de dos aspectos 



A N ~ L I S I S  POLÍTICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOL~GICO DEL CIERRE DE VIAS PUBLICAS 
COMO MECANISPIO DE PROTESTA SOCIAL 

fundamentales. El primero referido a la naturaleza jurídica del derecho, d e  
manera que constituye el contenido esencial de un derecho subjetivo 
aquellas posibilidades o facultades de actuación necesarias para que el 
derecho sea reconocible como pertir~ente al tipo descrito y sin las cuales 
deja de pertenecer a este tipo, desnaturalizándose. El segundo consiste 
en determinar los intereses jurídicamente protegidos, como núcleo y 
médula de los derechos subjetivos. En consecuencia, el contenido mínimo 
esencial de un derecho constituiría aauella parte- fundamental que 
sometida a limitaciones lo hacen im~ract icab le.  
1X.- Principio constitucional de razonabiiidad.- Según lo disponen 
los artículos 10 y 48 de la Constitución Política, la Sala Constitucional 
constituye un  instrumento procesal de tutela efectiva de los derechos y 
libertades de las personas, cuya finalidad es trasladar del plano semántica 
al pragmático el Derecho de la Constitución. El examen sobre la 
inconstitucionalidad de las normas y actos impugnados ante la jurisdicción 
constitucional orgánica y de libertad requiere de la aplicación de principios 
lógicos jurídicos que garanticen la objetividad y precisión técnico científica 
necesaria para determinar la ir~congruencia de la i?orrna respecto del 
Derecho de la Constitución. El debido proceso sustantivo constituye el 
instrunlento idóneo a tal efecto, en tanto exige una valoración sustancial o 
de fondo de las normas, actos y omisiones impugnados, es decir, un 
diiálisis sobre la rdzonabilidad técnico y jurídica de los textos normativos. 
Los elementos que integran la razonabilidad en sentido técnico son 
esencialmente idoneidad, necesidad y propor.cionaiiaad en sentido estricto. 
La idoneidad se traduce como la adecuaciór! @e! medio al fin, es decir, que 
la norrna debe ser apta para alcanzar efectivamente el objotivn 
pretendido. La necesidad se refiere a la índole o magnitud de la limitacisn 
que por ese medio debe sopnrtar un derecha u libertad, de manera que 
entre una variedad Se medios posibles el elegido debe ser aquel que 
represente una limitación menor. La proporcionalidad signific2 que, 
aunque e¡ medio elegido sea el que represente una lin-iitaciuri menor, esta 
Iirnitclción debe ser proporcionada, es decir, no podrá ser de tal magnitud 
que implique vaciar de su conlenidc? mínimo esencial el derecno o libertad 
en cuestión. Finalmente, la razonabilidad jurídica exige la confrontación 
del acto, cuya razonabilidad técnica ha sido examinada, con el Derecho de 
la Constitución. En sentencia número 1739-92 de las once -ras cuarenta 
u n c o  minutos del primero de juiio de mil novecientos noventa v dos. la 
Sala Constitucional también se pronunció sobre el ~ r i n c i ~ i o  de razonabilidad 
o "debido proceso sustantivo", y en lo conducente indicó: 
"Pero aun se dio un paso más en la tradición jurisprudencial anglo- 
norteamericana, al extenderse el concepto del debido proceso a lo que en 
esa tradición se conoce como debido sustantivo o stistancial -substantive 
due process u f  law-, que, en realidad, aunque EO se refiere a nirigiina 
materia procesal, constituyó un inger~ioso mecanismo ideado por la Corte 
Suprema de los Estados Unidos para afirmar su jurisdicción sobre los 
Estados federados, al hilo de la Enmienda X IV  a la Constitución Federal, 
pero que entre nosotros, sobre todo a falta de esa necesidad, equivaldría 
sencillamente al p r i n c i ~ i o  de razonabilidad de las leyes y otras normas o 
actos públicos, o incluso privados, como requisito de su propia vsliL;ez 
constitucional, en el sentido de que deben ajustarse, no  sólo a las nornias 
o preceptos concretos de la Constitución, sino también al sentido de 
justicia contenido en ella, el cual implica, a su vez, el cumplimiento de 



exigencias fundamentales de equidad, proporcionalidad y razonabilidad, 
entendidas éstas como idoneidad para realizar los fines propuestos, 10s 
principios supuestos y los valores presupuestos en el Derecho de la 
Constitución. De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de 
autoridad requieran para su validez, no sólo haber sido promulgados por 
Órganos competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la 
revisión de fondo por su concordancia con las normas, principios y valores 
supremos de la Constitución (formal y niaterial), como son los de orden, 
paz, seguridad, justicia, libertad, etc., que se configuran como p?trones de 
razonabilidad. Es decir, que una norma o acto público o privado sólo es 
válido cuando, además de su conformidad formal con la ConstituciÓn, esté 
razonablemente fundado y justificado conforme a la ideología 
constitucional. De esta manera se procura, no sólo aue la lev no sea 
irracional, arbitraria o -c~aprichosa, sino además que los medios 
seleccionados tenqan una 1elaciSn real y sustancial con su-objeto. Se 
distinque entonces entre razonabilidad técnica, que es, como se dijo, la -. 

proporcionalidad entre nied-¡os y fines;._ razonabilidad iurídica, o la 
adecuación a la Constitución en ~ e n e r a l ,  v en especial, a los derechos y 
libertades reconocidas o supuestos Dor ella; y finalriiente, razonabilidad de 
los efectos sobre los derechosper-sonales, en el sentido de no imponer a 
esos derechos otras limitaciones o cargas que las razonablemente 
derivadas Se la naturaleza y rSgimen de los derechos mismos, ni mayores 
que las indispensables par? que funcionen razonablemente en la vida de la 
sociedad ." 
X.- Análisis del caso concreto.- La jurisdicción consti:uciofiai de 
libertad fue creada corno un instrumento procesa! de tutela efectiva de los 
derechos y libertades de las persona5 (vid actas Se Id Asarnb!ea iegislotiva 
relativas al proyecto de reforma constitucional t ramitado en  el expediente 
nbmero 10.401, sobre la creación de la Sala Constitucional). La necesaria 
coherencia que d e ~ e  existir entre medios y f i i ier, exige que los 
procedimientos utilizados er-i la jurisdicción cí>nstituciona! de libertad 
se ajusten a la finalidad de tutela efectiva. Una interpretacion armónica 
de lo dispuesto por los arlículos 10 y 48 de la Cor-istitucibn Política, en 
re lac i jn  cor-I los numerales 1 y 14 de la Ley de ia Jurisdicción 
Constitucional, nos conduce a la conclusión de que tratándose de la 
valoración de la prueba en la jurisdicción constitucional de libertad, rige 
el principio de "libertad probatoria". En este sentido, la sentencia 
número 76-92 de las dieciséis horas treinta minutos del quince de enero 
de mi l  novecientos noventa y dos indicó: 
"Por la importancia de los procesos constitucionales y la informalidad de 
los mismos, rige el principio de prueba libre, de manera que la Sala forma 
libremente su convicción sobre los hechos, según las reglas de la sana 
crítica ... lo que quiere decir que se puede util izar todo elemento probatorio 
que le sirva para convericerse de la existencia de un hecho determinado". 

En el caso que nos ocupa, el informe rendido bajo la fe de juramento por 
el Ministro de Seguridad Pública indica que la actuación de los policías 
durante la manifestación realizada el veintidós de marzo pasado en las 
inmediaciones de la "Fuente de la Hispanidad" fue la idónea, necesaria y 
adecuada para proteger los derechos de los ciudaaanos. Afirma el Ministro 
que el operativo policial se inició con la finalidad de retirar los obstáculos 
que los manifestantes habían colocado sobre la vía pública, para de esta 
forma proteger la libertad de tránsito de las personas que debido a la 
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mani festación estaban restr ingidas del ejercicio legitirno de  su derecho. 
Sin embargo,  como se indicó en  el considerando 11 de  esta resoluciÓn, el 
Minist ro de  Segur idad Pública r indió declaraciones a t ravés de  diversos 
med ios  d e  comunicación, sobre las iniágenes presentadas por los canales 
de televisión nacional y que  lograron captar los acontecimientos ocurr idos 
du ran te  la manifestación del veint idós de  marzo pasado. En lo que  
interesa, el Ministro a f i rmó que  debido a que los policías incurr ieron en  u n  
uso desproporcionado e i legít imo de  la fuerza, iniciará en  contra de  éstos 
los procesos disciplinarios que correspondan. A pesar de que  l o  dicho p o r  
el Ministro de  Segur idad en  su informe dista sustancialmente de las 
declaraciones rendidas ante  la opinión pública, éstas const i tuyen u n  hecho 
públ ico y no tor io  que la Sala Constitucional n o  puede pasar desadvertido, 
dado q u e  s u  función es tute lar  de manera  efect iva los derechos y 
l iber tades de  las personas. En consecuencia, se t iene po r  acreditado que  
el veint idós de marzo pasado los amparados fueron detenidos p o r  
funcionarios de  Unidad Policial de  Apoyo de  la Fuerza Pública, mientras se 
encontraban en los alrededores de la Fuente d e  la Hispanidad protesta i ido 
pacíf icamente cori tra la aprobación d e  u n  proyecto de ley, a pesar de  que  
n o  existía en  su  contra indicio comprobado d e  culpabil idad. Como se 
indicó suDra, e l  Estado tiene la potestad de hacer uso de la fuerza 
leaí t ima para qarantizar la l ibertad de t ránsi to de las personas, 
p e r o  la defensa de ésta l ibertad n o  puede ser iliínitada, a ta l  pun to  
aue  restr in ia ¡a i ibertad ~ e r s o n a l  v la l ibertad de  e x ~ r e s i ó n  aue e! 
Derecho de la Constitución aarantiza a favor de todos los  
habi tantes de la  Re~úb l i ca .  La acción de la poiicía debió l imi tarse a 
r e s s ~ a r d a r  e! orden, la se~uridac!, l a~anau i ! I c !ad .  v la l ibertad de 
t ráns i to  durante ¡a manifestación. Debido a Que durante las 
mani f rctaciones ~ o p u l a r e s  es factibie aue el ejercicio de ¡a l ibertad 
de exoresión d e  unos l imi te  el eiercicio dí! la  l ibertad de transito de 
otros, el Estado -a través de los óraarios v autoridades 
S u s o  de la fuerza púbiica- debe analizar e l  
contenido mín imo esencial be ambos derechos, con la finalidad de  
crmonizar  las libertacies aLie c ~ z x i s t e n  en e! cruoo social, evitando 
el uso abusivo de una u otra pero sin vaciar de su contenido 
esencial a n i n ~ u n a .  De manera aue deberá aarantizar la l ibertad 
de t ránsi to de las Dersonas. oraanizando salidas alternas, 
levantando obstáculos en las vías, pero ianiás dispersando 
mediante malt ratos físicos v detenciones i leaít imas al a r m o  de  
personas aue se encuentren manifestando su opinión en  forma 
pacífica."" 

Se t rata de u n  voto sumamente comprensivo y claro. Toda i ina  pieza 
jurídica con relación al tema 

A este respecto podemos decir que: 

95 Sala Coris:ituciorial. Voto 3020-00. Archivo electróriico. 14 de abril de 200. Sari José Costa 

Rica. Subrayados y negritas son riiiestr'as. 
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La tesis de la S ~ l z  de lo Constitucional en los votos analizados parece 
ser la de que entre estos debe darse un  equilibrio dinámico para que 
pueda darse el orden público, y el derecho de ninguna de las partes se 
vea reducido en su contenido mínimo esencial, y que en ello juega u n  
papel fundamental el buen tino de la Fuerza Pública. 

Lo único que podría a n o t á r s ~ l e  a este voto es que, si bien el derecho de  
expresión entra en juego aquí en forrna importante, es el derecho de 
reunión y manifestación el núcleo básico que permiten llevar a cabo 
este t ipo de acciones que buscan ejercer los derechos políticos en un  
sentido amplio. Acompañado, por supuesto, de los otros derechos y 
garantías constitucionales aquí analizados. 

El esquema propuesto quedaría entonces, de la siguiente forma: 

dica 

I - - - - 

Derechos Cíubaucitiu=, ut: 
/- 

N Participación Politic ( -- 
; L .  i * 52,  1 '. - 

" Del atriv al libr- 
t ran  

X 01 
.- 

7- r- - 

* De Re 
manirestatifin y protesta. 

I 
liblico 

t Segur rrvitd Juri. . - -  

-- - . 
I -- 1 + -  
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Sección Tercera: Soluciones posibles: harmonización de 10s 
derechos. Jurisprudencia Española 

Transcribimos y cornentatnos algunos extractos de sentencias del 

Tribunal Constitucional Español referidas a la problemática del choque 

entre el derecho de reunión y el de l ibre tránsito, que como se verá, 

reza también en el sentido de que las calles son, si bien para la 

circulación de las personas y de automotores, son también un  espacio 

de participación ciudadana. 

Así establece el Tribunal: 

Sin embargo, no es menos cierto que por su propia naturaleza el 
ejercicio de ese derecho requiere la utilización de los lugares de transito 
pÚb!ico y, dadas detrrn~inadas circunstaricias, permite la ocupación, por 
así decir, instrumental de ¡as calzadas. En suma, ¡a celebración de este 
t ipo de reuniones suele producir trastornos y restricciones -en  la 
circulación de personas y, por lo Que aqui interesa, de vehículos que se 
ven impedidos de circular libremente por el lugar en el que se celebra la 
reuniór; (STC 59/19?C). E n  una sociedad democrática. el espacio 
urbano no es sólo un  ámbito de circulación. sino también u n  
e s ~ a c i o  de  ~art icioación.  Precisamente, para hacer compatibles estos 
dos usos de los lucares de tránsito pCblico, el art. 21.2 CE ha establecido 
la exigencia de la cornunicación previa al objeto de que los poderes 
públicos puedan adoptar las medidas preventivas necesarias para !ograr 
esa compatibilidad." (subrayado nuestro) 

Por otra parte queda patente que no es necesario solicitar permiso pues 

ello podría resultar nugatorio de este derecho. Se establece que se 

requiere del aviso previo a la autoridad para que esta pueda tomar  las 

medidas del caso, pero no para su denegación, lo cual sólo será posible 

bajo la amenaza inminente y real, (y no presunta), scbre la vida, la 

96 Tribunal Constitucional Español. Seritencia TC 6611 995. de 8 de mayo 1995. BOE 13-6-1 995. 
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integridad física o los bienes de terceros. Solo en esa medida se v e  

afectado el orden público. Véase igualmente: 

"Este Tribunal ya ha tenido ocasión de  pronunciarse sobre las 
alteraciones del orden público que ocasionan las concentraciones que 
afectan a la circulación de vehículos por vías de tránsito público 
señalando que el "ejercicio de este derecho, por su propia naturaleza, 
requiere la utilización de los lugares de tránsito público y, dadas 
determinadas circunstancias, permite la ocupación, por así decir 
instrumental ae las calzadas", reconociendo que "la celebración de este 
t ipo de reuniones suele producir trastornos y restricciones en la 
circulación de personas y, por lo que aquí interesa, de vehiculos" (SSTC 
59/1990, FJ 6; 66/1995, FJ 3. No obstante, tales constataciones no 
conducen a este Tribunal a considerar que cuando el ejercicio de este 
derecho fundamental conlleve las señaladas restricciones, el mismo no 
sea constitucionalmente legítimo, sino, al contrario, a entender que "en 
una sociedad democrática el espacio urbano no es sólo un  ámbito de 
circulación, sino también un espacio de participación" (STC 6611995, FJ 
3). 

Este Tribunal ha tenido ocasiórt de seííalar que el dereciio de reunión cuando se 
ejercita en lugares de tránsito público es una manifestación colectiva de la 
libertad de expresión ejercitada a través de una asociacióri transitoria de 
personas que opera a modo de técnica ins:rumer~tal puesta al servicio del 
intercambio o exposición de ideas, de la defensa de intereses G de la publicidaa 
de problemas o reivindiiociones, constituyendc, por  tan:^, un cauce relevante 
del principio deinoírático participativo, ... (SSTC 5511988, de 28 de abril, F! 2; 
66/1995, de 8 de mayo, FJ 3).''97 

En similar sentido otra resolución establece: 

En relación con la facultad de la autoridad gubernativa que venimos 
analizando, este Tribunal ha declarado que el deber de comufiiración 
previsto en el art. 8 de la Ley Orgánica 911983 no constituye una 
solicitud de autorización -pues el ejercicio de ese derecho 
fundamental se impone por su eficacia inmediata y directa, sin que 
pueda conceptuarse como un derecho de ccii-~figuración legal-, sino 
tan sólo una declaración de conocimiento a fin de que la autoridad 
administrativa pueda adoptar las medidas pertinentes para 
posibilitar tanto el ejercicio en libertad del derecho de los 
manifestantes, como la protección d e  derechos y bienes de 
tituiaridad de terceros, estando legitimada en orden a alcanzar tales 
objetivos a modificar las condiciones del ejercicio del derecho de reunión e 
inciuso a prohibirlo, siempre que concurran los motivos que la Constitución 
exige, Y previa la realización del oportuno juicio de proporcionalidad. 
Igualmente hemos decl¿rado que dicha actuación adniinistrativa no es 

97 Tribunal Constitucional Español. STC 4212000, de 14 de febrero de 2000 
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reconducible a ningún género de manifestación de autotutela, pues la 
imposición de condiciones excesivamente gravosas o la prohibición del 
ejercicio de este derecho es inmediatamente revisable (art. 11 de la Ley 
Orgánica 9/1983) por una autoridad independiente e imparcial, como son 
los Órganos del Poder Judicial, a quienes, en  materia de  protección de 
derechos fundamentales, la Constitución ha otorgado «la primera palabra>> 
(STC 59/1990). 

El derecho de reunión, según ha reiterado este Tribunal, es una 
manifestación colectiva de la libertad de expresión ejercitada a 
través de una asociación transitoria de personas, que opera a 
modo de técnica instrumental puesta al servicio del intercambio o 
exposición de ideas, la defensa de intereses o la publicidad de 
problemas y reivindicaciones, y cuyos elementos configuradores 
son el subjetivo -agrupación de personas-, el temporal -duración 
transitoria-, el finalista -licitud de la finalidad- y el real u objetivo - 
lugar de celebración- (por todas, STC 85/1988). También hemos 
destacado en mCltiples Sentencias el relieve fundamental que este 
derecho <<cauce del principio democrático participativo>> posee, 
tanto en su dimensión subjetiva conio en la cbjetiva, en un Estado 
sociai y democrático de Derecho como e! proclamado en la 
Constitución. Para muchos grupos sociales este derecho es, en la 
práctica, uno de los pocos medios de los que disponen para poder 
expresar públicamente sus ideas y reiviridicaciones. 

No obstante, también hsmos tenido ocacibn do afirmar que, al igual que 
¡os demás derechos fundanientalos, el derecho de reunión no es u n  
derecho absoluto o ilimitado. El propio texto constitucionai en su art. 
21.2 establece explícitamente, coma límite específico a! ejercicio de ese 
derecho fundamenta¡, que ese ejercicio no puede producir- alteraciones del 
orden público con peligro para personas y bienes. 

Ciertamente, el normal funcionamiento de ¡a vida colectiva, las pautas que 
ordenan el habitual discurrir de la c~nv ivenc ia  social, puede verse alterado 
por múltiples factores, que a su vez pueden afectar a cuestiones o bienes 
tan  diversos como la tranquilidad, la paz, la seguricad de los ciudadanos, 
el ejercicio de sus derechos o el normal funcionamiento de los servicios 
esenciales para el desarrollo de la vida ciudadana; sin embargo, sólo podrá 
entenderse afectado el orden público al que se refiere el mentado precepto 
constitucional cuando el desorden exterrio en la calle ponga en peligro la 
integridad de personas o de bienes. 

Aplicando estas premisas a! caso de las ccrncentraciones que 
afectan a la circulación de vehículos por las vías de tránsito público 
l o  primero que cabe afirmar es que sólo en supuestos muy 
concretos podrá concluirse que la afectación del tráfico conlleva 
una alteración del orden público con peligro para personas o 
bienes. 

... no puede admitirse, como bien advierte la recurrente, la afirmación 
genérica de que determinadas calles o zonas de una ciudad no son idóneas 
para el ejercicio del derecho de manifestación o de reunión debido a la 
densidad de tráfico que circulo por ellas por término medio. Para prohibir 
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las reuniones no puede invocarse una genérica conflictividad circulatoria, 
ya que, incluso en esas zonas de densa circulación, pueden darse casos en 
los que las circunstancias específicas de las reuniones convocadas -por 
ejemplo, la hora, el carácter festivo del día, el previsible escaso número de 
asistentes o la garantía de no-obstrucción prolongada de calzadas- lleven 
a la convicción de que no existen razones fundadas de que la reunión va a 
producir un colapso circulatorio que altere el orden público con peligro 
para personas o bienes. 

La autoridad gubernativa debe arbitrar las medidas adecuadas 
para garantizar que las concentraciones puedan llevarse a cabo en 
los lugares y horas programadcs sin poner en peligro el orden 
público; desviando, por ejemplo, el tráfico por otras vías o prohibiendo la 
ocupación prolongada de las calzadas y disponiendo los instrumentos 
necesarios para hacer efectiva tal prohibición. 

Acerca del lugar de las reuniones independientemente de que se 
produzcan trastornos en el tráfico: 

En realidad, en ciertos tipos de concentraciones el lugar de celebración es 
para los organizadores la condición necesaria para poder ejercer su 
derecho de reunión en lugares de tránsito público, puesto que del espacio 
físico en el que se desenvuelve la reunión depende que el mensaje que se 
quiere transmitir llegue directamente a sus destinatarios principales. Esto 
acontece, por ejemplo, en los supuestos en los que los reunidos preteiiden 
hacer llegar sus opiniones o sus reivindicaciones, no sólo s la opinióri 
~Úb l i ca  eri general o a los ri~edios ue co~nunicaciór;, sino ml;y 
particularmente a determinadas entidades o, mejor, a deiermiiiadas 
personas que ocupan cargos en Izc mismas. Ls posibilidüd de reslizsr la 
concentración en un lugar prhxirno a la s?de de las entidades sfectadss y 
en un horario de trabajo so convieite, en estos casos, en factores 
determinantes a la hora de ejercer el derecho de reunijn." (resaltado 
n ~ e s t r o )  

E n  síntesis, podemos af irmar: 

o Que los bloqueos son una forma del derecho de manifestación y 

de expresión que asiste al ciudadano. Y que estos necesariamente 

producirán incomodiciaaes en el tráfico normal. 

o Que a nivel constitucional no se justifica vaciar los derechos de 

expresión, petición y, especialmente, de reunión de sus 

98 Tribunal Constitucional Español. Sentencia TC 6611 995, de 8 de inayo 1995. BOE 13-6-1 995. 
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contenidos esenciales con el pretexto de que choca con el derecho 

d e  circulación de otros ciudadanos, pues existe la posibilidad 

mater ia l  y jurídica de armonizar el ejercicio de arnbos derechos, 

sin vaciarlos de su contenido mínimo esencial. 

o Que es papel de las fuerzas de policía tener la preparación técnica 

y profesional para lograr este cometido sin provocar alteraciones 

del  orden público, como las producidas durante las protestas 

contra la ley del Combo ICE, o recientemente durante las 

protestas contra la revisión técnica de vehículos por parte d e  una  

empresa española. 

o Que para su debido ejercicio estas manifestaciones deber! tener  

como finalidad la protesta, ¡a manifestación y /o  com¿inicación de 

ideas y/o propuestas. Y que deben hacerse de una manera  

pacífica, sin que se afectert los bienes de terceros, su integridad, 

su digriidacii o su vida. 

o Que aunque no  está regulado en  nuestro ordenamiento es 

recomendable dar  parte a la autoridad de la realización de este 

t ipo de actividades para que se puede tornar las previsiones 

correspondientes con respecto al tráfico vehicular. 

o Que  tenemos en nuestro país una ausencia y necesidad d e  u n  

reglarnento que regule adecuada y democrát icamente todo lo  

relat ivo a manifestaciones públicas. 

o Que el exigir  u n  permiso previo es inconstitucional por  restr ict ivo 

de la l ibertad de reunión, y porque puede resultar nugator io del 

derecho m ismo de reunión, siendo este requisito u n  resabio d e  

sistemas autoritarios fascistas, o bien del derecho colonial, que  

hemos asiinilado acrít icamente. 
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o Además el cierre de vías con el ánimo de cobrar i legít imamente 

por el paso por ellas, o sólo por el ánimo de crear desorden no 

entraría dentro de lo contemplado en los derechos de reunión, y 

expresión, ni  en general en los derechos políticos ciudadanos. 

Como hemos visto, las tendencias democráticas modernas en el 

derecho constitucional tienden a interpretar a favor de la l ibertad del 

administrado, más que restringiendo sus derechos, lo cuál puede ser de 

suma importancia en el contexto económico social en el que nos 

encontramos como latinoamericanos. 

Por el contrario, la reacción de las elites dominantes ha sido a restringir 

estos derechos, sobre todos los referidos a las manifestaciones 

populares de diverso tipo, ti-aduciendo ello como se verá en un  derecho 

penal expansivo de gestión, de control, y con tendeficia a convertirse en  

u n  derecho penal rnáxiínc. Esta desarticuiación entre los principios y 

normas de un  Estado Republicano Democrático y Socia! de Derecho con 

los tendencias econón-iico ac;toritarias que se engarzan cor! el derecho 

penal máximo, es lo que analizaren~os en ei siguiente título. 
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En títulos previos vimos como: 

-el cierre de vías públicas es una de las formas del derecho de 

manifestación y protesta, el cual va acotnpañado del derecho de 

expresión, petición y, en algunas ocasiones. el de asociación. 

-que se trata de un ejercicio legítimo de los derechos y garantías 

ciudadanas garantizadas por nuestra constitución política. 

Nos resta entonces dilucidar si tal conducta debe y puede ser penada, 

y/@ en qué casos el cierre de vías pc'!hlicas puede ser reprimido por 

parte de los cuerpos del orden pijblico. 
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Capítulo Primero: Análisis ~r iminológico 

Sección Primera: Exparisióri del Derecho Penal 

En esta coyuntura (misma que hemos exaininado en los títulos 

anteriores) ha surgido lo que se denomina "derecho penal de gestión o 

de control", caracterizado por el diseño de tipos penales amplios; la 

tipificación de nuevas conductas sin un  bien jurídico claro o relacionado 

a verdadero titular; o a la reducción de las garantías procesales; la 

determinación de penas elevadas; una ainplia gama de circunstancias 

agravantes; ampliación de la tipificación penal mediante uria punibilidad 

"preventiva"; a conductas constitutivas de tentat ivas o complicidad; 

penalización de c o n d ~ c t a s  relacionadas con el ejercicio del criterio; la 

protesta social, etc. 

Además e:: el plano simbólico al poder político este t ipo de derecho 

penal le  puede resultar de utilidad para dar la impresión de que se t c m a  

eri serio los problemas sociales y se hace algo por soli;cionarlos. 

Dándoles a su vez, una "mala" buena conciencia. 

Dall ' Anese explica: 

"A partir de 1989 Costa Rica entra en una nueva etapa del Estado de 
Derecho- pasa del Estado Legal de Derecho al Estado Constitucional de 
Derecho. En este Último la Carta Fundamental no es un pliego de buenas 
intenciones progi-amáticas, porque sus disposiciones tierien valor normativo 
de aplicación directa e inmediata. La creación. de la Sala Constitucional er, 
el mismo año pretendió potenciar el imperio de los derechos 
constitucionales, fortalecienao así la posición del ciudadano frente al 
Estado, esto es la concepción de un ciudadano verdaderamente libre. 

Contra este propósito conspira, es digno mencionarlo, la «jurisprudencia 
pendular>> de la Sala Constitucional, por ejemplo, en los casos de prueba 
¡lícita los criterios han dependido de la importancia del asunto y del interés 
periodístico, de modo que hay sentencias muy variadas lo que genera 
inseguridad para la ciudadanía y para los mismos jueces. Cuando el asunto 
es seguido por la prensa, se recurre a cualquier razonamiento sin mayor 
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validez; para evitar la reposición de derechos al ciudadano. En el mismo 
sentido puede denunciarse a la Sala Tercera de la Corte, que en materia de 
actas informales ha fijada criterios inconsistentes aduciendo que la 
irregularidad viene a anular el «acta y no el "acto», con lo que cualquier 
esfuerzo de la defensa por remover un vicio o desventaja procesal se torna 
nugatoria. Estos son casos claros de devaluación del ciudadano. 

Como si todo esto fuera poco, el Tercer Mundo enfrenta ahura el engendro 
eufemísticamente llamado Globalización. Si lo vemos desde la Óptica de la 
trilogía de la guerra de las galaxias, no es otra cosa que "El Imperio 
Contraataca". De un lado e! Imperio todopoderoso y del otro La Fuerza 
defendiendc la libertad. El irnperio impone condiciones de libre mercado 
para él y de total atadura para i a  Fuerza, los políticos, en adelante 
empleados de las grandes corporaciones, administrarán nuestros países en 
detrimento de los débiles y en favor de los grandes, con lo cual la tentación 
de suprimir las garantías sociales y cualquier mecanismo jurídico que 
equilibre el conflicto social será eliminado. 

Posiblemente se pretenderá utilizar el Derecho Penal, más que antes, como un 
instrumento de represión y control social, ante lo cual la Constitución y los 
operadores jurídicos somos !a ultima esperanza de los ciudadanos. Este es 
un peligro inminente i/ claro. 

En consecuencia, deben:ss dejar de lado le responsabilidad -inpropia e 
ineficazmente asuniida- por la seguridad ciudadana, así como exclrir de 
nuestros juicios y trabajas los critei-ios corpr>rativos y gremiales que han 
privado sobre las garantías de los ciudadanos. 

En esta coyuntura histórica, e! derecho penal como derecho constitucional 
aplicado es el arma del ser humano frente a las corporaciones propietarias 
de Isc Estados, y en medio de este grar: conflicto social los operadores 
jurídicos, sobre todo los jueces, somos los llamados a dar vida y hacer 
realidad ¡os derechos fundsme~to les de los individucs. Solo en la lucha 
cotidiana por las garantías ciudadanas se generará la libertad a la que 
a ~ p i r a m o s . " ~ ~  

En el mismo sentido Del Olmo nos habla de una nueva tendencia en el 

Derecho Penal y la Criminología a desarrollar enfoques influenciados por 

las escuelas de administración y que buscan desarrollar un  derecho 

penal con enfoques administrativos y con u n  lenguaje en términos de  

riesgos y probabilidades tratando de hacer una "administración" por 

categorías sociales, más que u n  enfoque en los sujetos del derecho 

99 Dall'Anese, Francisco. La Respuesta del Sistema Penal. En: Sisteinas Penales y Derechos 

Humanos, compilado por Cecilia Sánchez. CONAMAJ. San José Costa Rica. 1997. Pags 244-245. 
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penal. En este enfoque se busca "gerenciar" poblaciones con u n  f in de  

prevención del delito. 

"Lo importante es la utilización efectiva de nuevas técnicas orientadas 
hacia los delincuentes como agregados y ya no al delincuente como 
i n d i v i d u ~ . ' " ~ ~  

"El mapa criminológico se construye a partir de núcleos conflictivos 
claramente diferenciados en términos de amenaza".10' 

El surgimiento de nuevos fenómenos de índole global o transnacional 

como el terrorismo, el tráfico de armas y personas, migración, 

narcotráfico y grupos vulnerables que puedan convertirse en 

contestarlos al proyecto neo-liberal, están marcando la agenda de las 

agencias de control global, haciendo que la figura del Estado pierda 

perfi l  y responda más a un  concepto de seguridad globalizada enfocada 

en el control. Para esto se están usando fundamentalmente las 

tecnologías de la teiecomunicación y la información. 

Poniendo la prevención general nuevamente en un  papel protagónico, la 

"criminología desde el Pzder 111 o 2 se ocupa actualmer:te de vigiiar, 

identificar, civcificar v controlar grupos que considera peligrosos, en  

función del riesgo que le representen, más que la búsqueda de  la 

modificación de la conducta o la retribución. Así la Criminología desde el 

Poder se acerca más a una técnica adivinatoria y/o de diagnóstico, 

donde lo importante es predecir la peligrosidad en función de la 

seguridad, para poder gerenciarla. Para lo cual le  es de mucha uti l idad 

agrupar sectores er! función de estos parámetros. 

1 O0 Del Olmo, Rosa. La Ci-iminoloqía en la Cuarta Época: del saber al poder. En: Cuatro temas 

sobre política ci'iiniiial. CONAMAJ. San José, Costa Rica. Pag. 30. 

101 Del Olmo. Ibidetn. Pag. 31 

102 Del Olmo, Rosa, Op. Cit.30 
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En u n  sentido sin-iilar Bergalli plantea: 

"...en un t ipo de sociedad en el que ya no tiene vigencia la disciplina 
necesaria para mantener unas relaciones sociales que provienen de la 
organización de la producción, la cual originaba un tipo de 
contradicciones controlables a través del sistema penal, ahora éste 
debe alcanzar el fir: de control adecuando sus recursos a las nuevas 
contradicciones. Para ello, el sistema penal debe organizarse en torno al 
miedo, al terror. De tal modo, el Estado neo-liberal no debe reeducar, 
resocializar, corregir o prevenir como lo tenía asumido el Estado social. 
Antes bien, ha de configurar su sistema penal basándolo sobre una 
nueva verdad, sobre unos nuevos fines. Estos son los estrictamente 
orientados a la punición; es decir que únicamente debe punir 
pero no sólo punir ejemplarmente cada violación del nuevo 
orden, sino que incluso ha de llegar hasta el punto de crear 
alarma social para convertirse en fuente de consenso en torno a 
las instituciones, previnieiido así cualquier eventual 
disentimiento político (Negri, op. cit.: 8). 
Es de tal manera que los sistemas penales de las sociedades post- 
modernas y de los Estados neo-liberales tienen asignada la tarea de 
producir nuevas subjetividades. De tal forma que, si iüs sistemas 
penales del viejo liberalismo y los del Estado social habían coricentraao 
sus prácticas sobre indivicjuos que no revestian las coracteristicas 
propias del sujeto clásico de la cultura jurídica vccidental (masculino, 
adulto, creyente, blanco y propietario), portadcr de derechos subjetivos 
y de sus correlativos bienes juríaicos dignos de protección penal, el 
derecho post-moderno y, en particülar, el derechv y el sistema penal 
adoptan las formas de la violencia estatal legititnada para 
descargarla sobre las manifestaciones de la nueva pobreza y la 
exclusión. El control punitivo del Estado neo-liberal ya no se 
descarga más, como antaño, sobre sujetos individuales, sino 
sobre sujetos colectivos, quienes son tratados 
institucionalmente como "grupos productores de riesgo" (De 
Giorgi 2.000: 16). Estos sujetos no tienen nombre y apellido, sino que 
son considerados como categorías. El objetivo es el de redistribuir un  
riesgo de criminalidad que se considera socialmente inevitable. Un 
ejemplo v is~b le  de esto lo constituye el control punitivo que los Estados 
neo-liberales ejercen actualmente sobre los flujos m i g r a t o r i ~ s . ~ ~ ~  

Y agregaríamos nosotros sobre los grupos vulnerables y disidentes. 

Precisamente en este esquema es que aparece el intento de control y 

penalización de la protesta ciudadana. Verbigracia el cierre de vías 

'O3 Bergalli, Roberto. Relaciones entre control social v alobalización: Fordisino y disciplina, post- 

fortdismo y Control Punitivo. Uiiiversidad de Barcelona. Año 2000. Archivo electróriico. 
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públicas como m e c a n i s i ? ~ ~  de protesta social; m u y  propio del nuevo 

esquema neo-li beral. 

Para los Estados centrales el problema son los flujos rnigratorios, el 

narcotráfico y el terrorismo. Para los Estados de la periferia, el 

problema central lo constituyen los desplazados, los grupos disidentes, 

que pueden convertirse en un  estorbo o en u n  retraso para el libre f lujo 

de capitales y mercancías. En cambio, no es tan claro que se favorezca 

el l ibre flujo de la fuerza de trabajo, de ahí el interés en el control y 

punición de los grupos migratorios, lo que de paso permite la sobre- 

explotación de la fuerza de ti-abajo migratoria en los Estados Centrales. 

Este enfoque tienda a vulnerar la orientación liberal del Estado 

Republicano y Democrático de Derecho, los ámbitos de intimidad, la 

presunción de inoceficia, y el priricipio básicz de libertad que debe reyi: 

en este tipo de Estado. 

No obstante, hay que reflexionar sobre la c ~ n \ ~ e n i e n c i a  para Costa Rica 

como Nación de echar mano del expediente penal con tanta facilidaa. 

Como si se tratara de tomarse una aspirina, las clases dominantes 

pueden ahorrarse algunos dolores de cabcza momentáneamente, pero 

esto sólo está suprimiendo el síntoma de una problema más profundo 

que tarde o temprano emergerá corno más fuerza y quizá con graves 

efectos sobre nuestra democracia e institucionalidad. 

El derecho penal debe reservarse para las conductas valoradas como 

reaimente graves e importantes para el conglomerado socia¡. La 

tendencia a penalizar cualquier conducta que estorbe el ejercicio del 

poder, en especial derechos ciudadanos que tienen que ver con el 

ejercicio de derechos políticos y sociales, es u n  grave indicio de 

autori tar ismo que a la postre podría revertirse en contra del Estado de 

Derecho y la democracia. 
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Sección Segunda: Líniites y objetivos del Derecho Penal a la luz 
de la normativa constitucionai 

Lo anterior nos lleva a retomar el tema del fin de la pena. De acuerdo 

con zaffaroni,lo4 no existe posibilidad alguna de legit imar al Derecho 

Penal. En desacuerdo con este planteamiento, Ferrajoli estima que el 

Derecho Penal se justifica en la medida que deben sancionarse las 

conductas más graves, pero la intervención del Estado debe ser mínima 

y sólo para las conductas realmente graves, es decir para los casos que 

atenten contra los bienes jurídicos más estimados por la sociedad. Debe 

tener además un  caráctéi- profundamente garantista con respecto ~1 los 

derechos y garantías del ciudadano, constitucionalmente r~conoc idos.  

De acuerdo con ~af faroni ' "  12 pena es una especie de ilusión que 

permite por un lado dar la sensacijn de seguridad a la pob lac i~ r i  

generai y por otro, al Gobernante ei prcd¿icir el efecto ilusionistz de que 

está resolviendo los  roblem mas scciales, sin que en ninguno de los dos 

c a s a  estos efectos sean rea!es, pues ni disminuyen los deiitcs con la 

creación de tipos penales ni el aumento de las penas, ni se están 

resolviendo los problemas sociales de fondo que dan pie a muchos de 

los fenómenos delictivos. 

Para Ferrajoli en cambio: 

"... los fiii?s del de rech~  penal son dos -la prevención de los delitos y la  
prevención de las puniciones arbitrarias-, entre ellos conflictivos pero 
concurrentes, y ambos son necesarios para su justificación en alternativa a 
otros sistemas informales de control social. Mi insistencia en el segundo de 

104 Zaffuroni, Raúl Eugenio. En busca de las peiias perdidas. 

' O 5  OP. Cit. 
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los dos fines -no "primario", ... pero tampoco secundario-, se debe al 
hecho de que la teorización solamente del primero como justificación del 
derecho penal tiene por efecto la legitimación de modelos de derecho penal 
máximo y virtualmente ilimitado. De hecho, es el segundo fin el que funda, 
en conflicto con el primero, los límites del derecho penal, o sea, el sistema 
de las garantias penales y procesales en el cual reside su especificidad 
como instrumento de minimización de la violencia respecto a otras técnicas 
de control. Si el único fin del derecho penal fuese la prevención de los 
delitos ..., la vía más eficaz seria la del terrorismo punitivo confiado 
directamente a los brazos armados del Estado. Justamente porque el 
derecho penal tiene también el fin de impedir arbitrios y excesos punitivos, 
debe garantizar no sólo la disuasión de los delitos sino también la tutela de 
los delincuentes o de los presumidos como tales; y jvstamente porque 
debe tutelar no sólo a las partes ofendidas por los delitos sino también a 
los reos de las puniciones arbitrarias y excesivas, él no puede verse 
informado por un "utilitarismo a medias': como he llamado a aquél de la 
sola prevención de los delitos, sino por un "utilitaristno refonnadoí que 
tenga en cuenta, además de la máxima seguridad posible de los no 
desviados, la mínima aflicción necesaria de ios desviados. En este sentido, 
justificación y garantismo están estrictamente conectados. A punto tal que 
el paradigma de justificación propuesto por mí vale también, y sobre todo, 
como esquema de d e s l e ~ i ~ ~ i a c i ó n :  Allí donde un deten?,in¿do dereciio 
penal resultase inidór?eo a tales fines y prod~ljese dzños mayores o, en 
todo caso, no menores de cuantos previene, entonces estarid 
injustificado. 

Nosotros partimos de un modelo garantistc! de dereciio penai rninimo, 

pero, coincidimos con Zaffaroni y otros autores de la Criminologia 

Crítica en el sentido de que no existe forina real d e  justificar ¡a pena, y 

por lo tanto, el Derecho Fenal. No obstante creemos que el derecho 

penal mínimo es un estadio temporal necesario para avanzar hacia una 

abolición del derecho penal. Esto, sin embargo r;o es posible, si no hay 

un cambio correlativo en la organización política, social y económica, ya 

no de los Estados-Nación, sino que a estas alturas del sistema-mundo. 

En este momento es imprescindible, trabajar por el ciesarrollo pleno de 

un inodelo garantista, de derecho penal rninimo, y que no obstruya el 

proceso siempre inacabado de desarrollo de la democracia como 

sistema de vida. Contrario a lo que hacen las distintas corrientes del 

1 o0 Ferrajoli, Luigi. h'otii~ criiic;is \. ;iritoci-iiicas cii ioi-iio ;i Iii disciisioii sobi-c Dsi-cclio \- I<azóir. Eii: 
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Derecho Penal máximo y de la pena como retribución social al delito, 

que en forma acrítica asumen el discurso del armo poniéndose al servicio 

del poder del Gran Otro en detrimento del desarrollo de la autonomía de  

los individuos y de la autonomía de las formaciones sociales, l lámese 

Estado-Nación, comunidades, minorías, etc. 

Las corrientes retribucionistas, y de derecho penal máximo se ponen al 

servicio, muchas veces de  una forma consciente, en otras no, al uso 

político del derecho penal. Lo que no sólo es un  abuso del Poder, sino 

un  rasgo autoritario y que amenaza al Estado Republicano y 

democrático y a nosotros como individuos-sujetos de nuestros destinos. 

Para este casn, nosotros afirmamos que al penalizai- el cierre de vías, 

eri el fondo se está tratando de conminar una acción social de protesta 

por ias medidas neo-liberales que !os distintos grupcs sociaies han 

venido desarrollando. Hay pues un  uso político del derecho penal a 

favor de Lin proyecto de sociedad favorable a un  grupo minori tar io de !a 

sociedad y que afecta en forma negativa a las grandes mayorías. Trata 

ello de negar uno de los instrumentos de lucha en el campo de la 

político, -entendiaa esta corno el campo en el que se deciden los 

grandes lineamientos de desarrollo ae urla sociedad-, como ha sido el 

del cierre de vías como mecanismo de protesta. Estaríamos pues f rente 

a una util ización ilegítima de Derecho Penal y de la capacidad punit iva 

del Estadu. 

Esto nos lleva a la pregunta de ¿cuáles son las conductas penalizables 

y cuáles no? 
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Para definir esto debemos hablar de la importancia del bien jurídico 

tutelado como garantía en el Derecho Penal y si este es un valladar 

para el poder del legislador con respecto a las conductas que es posible 

penalizar. 

Se dice que un  objeto puede ser u n  bien jurídico porque su tutela penal 

está justificada. Pero ¿cuándo está justificada su tutela? 

Autores ligados al derecho penal mínimo sostienen que el objeto del 

delito, o sea, el bien jurídico tutelado, debe ser necesariamente u n  

derecho subjetivo fundamental. Fuera de esta esfera estaríamos más 

allá de u n  legítimo ejercicio del derecho penal. 

Según Jescheck: 

"En otro tiempo, e! poder- punitivo del Estado se cor~sideraba como 
omnímodo en la base de su propia soberanía. Hoy todo Estado debe 
admit i r  liínitaciones áe su autonornia en la esíerci juridico-pena¡, 
procedentes tanto de las norn-iac sc;periores con-io de un poder 
jurisdiccional supraestatal (aún incipiente). 

Existe "un determinado núcleo ae derecno que según 1s. conciencia 
jurídica general no puede ser vulnerado por ninguna ley, ni por ninguna 
otra medicia emanada r'el poder público" (BGH, 2, 234 [237]) .  Este 
núcleo es inviolable y está sustraído a! ejercicio del poder Estatal, para 
proteger la dignidad humana. Según esto, un hecho grave y 
materialmente anti-jurídico no puede ser permitido ni exigido (por 
ejemplo, la delincuencia violenta nacionalsocialista anterior a 1945), 
como tampoco pueden sancionarse con una pena acciones que se 
mantengan dentro del marco de libertad tradicional en nuestro ámbito de 
c u ~ t u r a . " ' ~ ~  

Desde este punto de vista, incluso, por razones de jerarquía de las 

normas, el legislador estaría impcsibiiitado de cercenar los derechos y 

garantías básicos de los cibdadanos consagrados en  la Carta Magna. En 

este caso se está tratando de penalizar el ejercicio legítimo de u n  

107 Jescheck, Hans-Heinrich, Tratado de Derecho Penal: Parte General. Editorial Bosch, España, 

Tercera Edición, 1981. pag. 7 6 



derecho como es el de "manifestación", derivado de los derechos de 

reunión y expresión. No obstante se hace de una foriiia indirecta, 

tipificando la conducta pero sin determinar el elemento subjetivo o 

"animus" del actor. 

Así, podría considerarse típica, anti-jurídica y culpable la conducta de 

cierre de vías que busca tan sólo crear caos o molestias a los 

conductores, o hacer un  cobro indebido por el paso, pero no cuando se 

hace con el ánimo de reunirse y hacer una protesta. 
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Capítulo Segundo: Análisis específico del tipo 

Procedamos pues al análisis del t ipo concreto de i i iarras. Este t ipo está 

descrito de  la siguiente forma: 

E l  artículo 256 bis, cuyo texto dirá: 

"Obstrucción de la vía pública 

Artículo 256 Bis.-Se impondrá pena de diez a treinta días de 
prisión a quien, sin autorización de las autoridades competentes, 
impidiere, obstruyere o dificultare, en alguna forma, el tránsito 
vehicular o el movimiento de transeúntes. 

Artículo 4°-DerÓganse los artículos 131, 132, 133, 134, 135, 136, 
137 y 138 del Código Penal, Ley NO 4573, de 4 de mayo de 1970, y 
sus reformas, sin que se corra la numeración. Cada derogación se 
consignará al lado del numeral." 

Estc! reforma cornienza a regir a partir del 1 0  de noviembre de 2002, es 

decir, seis meses despuks de su publicación segijn dispofie la misma 

! ey  . 

B i e n  j u r í d i c o  t u t e i a d o .  Del anU!isis del t ipo se puede colegir que el 

bien jurídico tutelado que pretende proteger este articulo, es el del 

tránsito v e h i c u i a r  y e l  m o v i m i e n t o  d e  t r a n s e ú n t e s .  El bien jurídico 

tutelado no lo dispone nadie en particular, es abstracto, se afectaría a 

cualqii iera y a nadie en coricreto. 

D e s c r i p c i ó n  d e  l a  acc ión :  

- Verbo(s) .  El tipo utiliza varios verbos para calificar la acción, 

"impedir", "obstruir" o "di f icu l tar" ,  de "alguna" forma, es decir, de  

cualquier forma, el tránsito vehicular o de transeúntes, sin la 

autorización de las autoridades competentes. El t ipo no parece hacer 

análisis de los elementos subjetivos, así pues no aparece la finalidad de 

la acción. Simplemente cualquier acción que inipida, obstaculice o 

di f icul te de  alguna forma el tránsito de vehículos o el paso de  
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transeúntes, sin autorización de las autoridades, (la cacofonía 

redundante pertenece a la redacción del propio tipo) resultaría penada. 

- Como elemento accesorio del tipo está entonces la necesidad de la 

autorización de la o las autoridades competentes. En esto encontramos 

un problema, pues ya vimos que para hacer una manifestación no hace 

falta "permiso" pues ello reduciría el ámbito del derecho de 

manifestación y de reunión, que en todo caso la Constitución no lo 

prescribe, sino que remite a un reglamento que no ha sido promulgado. 

Entonces, surge la pregunta ¿quien da la autorización correspondiente?, 

y ¿cual es la autoridad competente? 

Nos encontraríamos ante una contradicción entre el tipo y el 

ordenamiento, ya que cualquier regiainentacijn del derecho de reunión 

Y manifestación debe hacerse por vía legai, de acuerdo a la propia 

descripción que nace el textc coristitucional. En cualquier caso esta 

reglamentación por vi? legal, no podría stiprimir el contenido mínimo 

esencial del derecho, y de llevarlo a su contenicio mínimo esencial, sólo 

podría hacerlo para circunstancias mtiy calificadas. 

Debido a esto, sostenemos que mientras no exista tal Reglamento y no 

quede claro cuales son las autoridades correspondientes, este tipo sería 

inaplicable. 

En todo caso este tipo resulta, a nuestro juicio, abierto, pues deja a la 

definición del juez todo lo relativo a la finalidad de la acción y así 

resultarían penadas conductas inocuas como el hecho de que un grupo 

de trabajadores de construcción o de jóvenes cierren una calle para 
11108 "jugar una mejenga , o para una "carrera de bicicletas", en fin todo 

108 Partido inforinal de fútbol. 
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ese t ipo de acciones comunes que podrían encuadrar en  este t ipo. De 

todos modos a ¿quien se le pide la autorización? 

Además, si de lo que se trata es de hacer una  manifestación, esta es de 

naturaleza bastante diferente a la de pedir  permiso, por  lo cuai la 

solicitud de permiso no sólo no procede sino que por  ninguna razón es 

exigible. Por lo  menos no, en u n  Estado Republicano de Derecho. 

Issa y Chirino sostienen: "...los tipos claros, precisos y delimitados de lo 

que hemos venido hablando, 170 lo st3rán sólo en el señalamiento de la 

acción, sino también en el de los medios, i7?odos y demás circunstancias 

de esa acción, así como el señalamiento de la intelición especial, 

cuando sea necesario evidencia/-la.. . / / lo9 

Encontramos que Etn este t ipo hacen falta e lementos de modo,  

circuristancia y ei señalamiento de la intención especial. 

Contrar iamente, eri su redacción actual el t ipo resulta m u y  abierto, por  

!o cuai no  es aplicable. Todo esto sin t o m a r  en cuenta el elemento d e  la 

a¿itorización que parece que es una asignatura pendiente en  nuestro 

ordenamiento, y del hecho de que el derecho de r e u n i j n  no necesite! 

autorización. 

1 ffi lssa El Khoury, Henry, Chirino Alfredo. Metodoioqía de Resolución de Conflictos Jui-ídicos en 

Materia Penal. ILANUD, San José, Costa Rica. 1991 .Pag. 101 
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Capítulo Tercero: Contrastación del tipo y 10s 
principios constitucionales 

En este capítulo haremos una relación del derecho penal y el derecho 

constitucional para determinar si hay permisos For parte del 

ordenamiento para realizar la conducta descrita bajo determinadas 

circunstancias. O si, por el contrario, la prohibición de esta conducta 

excede los límites del derecho penal. Es decir, tratareinos de relacionar 

lo desarrollado en el título anterior y lo desarrollado hasta ahora en el 

presente titulo. 

Sección Frimera: Análisis a la luz del Derecho Constitucianai 
¿Hay un permiso del ordenzmientoi 

Hasta ahora tenemos un  tipo penal que prohíbe la obstrucción de vías 

públicas, no importa su circunstancia o tinaiidad, si no se t iene la 

autorización de las autoridades correspondientes. Lo cual llevaría a 

penar conductas inocuas como el cierre de Lina calle barrial para jugar 

al fútbol, o para cualquier otra cosa. Es decir uri t ipo abiertc. 

Por otra parte, el t ipo obliga a solicitar una autorización para que pueda 

darse esta obstrucción. Pero el tipo obliga al administrado a lo imposible 

pues el ordenamiento no tiene claramente definido cuales son esas 

autoridades que deben otorgar el permiso. 

Este t ipo ha sido aprobado, sin embargo, con la finalidad de fondo de 

proscribir el "cierre de vías públicas" como mecanisn7o de protesta 

social, pues no de otro modo ha aparecido esta conducta en la vida 

pública de nuestro país en fechas recientes por parte de sectores 

específicos, en obstaculización de I proyecto político de los grupos 

gobernantes. Si esto es así, está tratándose de elirninar por la vía penal 
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u n  derecho fundamental de los ciudadanos cual es el derecho de 

manifestación derivado del derecho de reunión y de expresión. 

Si integramos lo desarr-ollado hasta ahora, verernos que se está 

excediendo en los limites punitivos del Estado a través del derecho 

penal, pues no se puede prohibir una cor,ducta perrnitida por el 

ordenamiento, lo que es más, que es un  derecho fundamental protegido 

por la Carta Magna. 

Si hay tal contradicción y el derecho penal no puede penalizar una 

conducta que la Constitución Política permite, tendr ian~os que la misma 

no es punible, cuando se esté en ejercicio de tales derechos. Distinto 

sería el caso de que se cierren las vías para u n  cobro ilegítimo de  paso, 

O simplemente para "molestar", o crear caos social. 

Tenemos además que la Carta Magna remite a ¡a existencia de un  

reglamento qcie aUr! no ha sido promulgado. Hasta ahora nos hemos 

guiado por la costumbre en este campo. 

Sabemos que para hacer una rnanifestación no hace falta pedir 

permisos, no sólo porque la Constitución íio obliga a ello, sino porque 

no existe reglamentación concreta al respecto con rango de ley como lo 

obliga la Carta Magna. 

¿Qué hacer frente a una acusación penal concreta sobre este t ipo en 

particular, entonces, cuando se trata de manifestaciones o acciones de 

protesta? Veamos las posibles sa!idas penales a esta problemática. 

Sección Segunda: Las posibies soluciones penales 

Hay situaciones en las que la subsubción de una acción formalmente 

bajo u n  t ipo penal no es todavía indiciaria de su antijuricidad. 

Analizamos algunas hipótesis posibles sobre la subsunción de una 

conducta concreta que pudiera encuadrar en este tipo. 
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A )  La adecuación social de  la conducta. 

Según Bacigalupo, la primera de estas situaciones es la de la 

adecuación social. De acuerdo con ella es posible afirmar que un hecho 

socialmente adecuado no es típico aunque formalmente sea adecuado a 

una descripción típica. 

"El fundamento de esta afirmación es el hecho de que un comportamiento típico debe 
ser sólo aquel que cae fuera del orden social. La tipicidad, por lo tanto, n o  es 
sólo formal sino que tiene también un contenido. Este contenido es su 
contrariedad al orden social. Por ejemplo: cuando se acerca la Navidad los 
carteros suelen concurrir con una tarjeta al domicilio de los vecinos a quienes 
habitua!rnente entregan la correspondencia solicitándoles una propina. Dado que 
los carteros son funcionarios públicos, este comportamiento tendría todos los 
elementos contenidos en la definición del delito de c o h e ~ h o . " " ~  

En Costa Rica, esto se establece en el artículo 338 del Código Penal. 

Otros ejempios son el del marido que, sabiendo que su mujer  corre 

peligro de muerte si quedara embarazada, tiene relaciones sexuales con 

ella para que ésta muera, o ciertas formas de insultos graves vertidos 

entre amigos o en familia. Se sostiene que en el primer caso no habría 

homicidio y en el segiindo no habría injuria porque esos hechos serían 

socialmente adecuados. 

"No faltan autores que sostengan que la adecuación social es una causa 
de Justificación o que todos los casos de justificación importan adecuación 
social. Sin embargo, la opinión dominante estima que la adecuación social 
proporciona una regla interpretativa de los tipos penales que permite 
excluir de la tipicidad comportamientos que carecen del contenido 
requerido por la antijuricidad, aunque tenga la forma de los 
comportamientos típicos. 

El error sobre la adecuación social, de todos modos, no debe juzgarse 
como un error de tipo, cirio según las reglas dei error d e  prohibición. 

110 Bacigalupo, Enrique, Linearnientos de teoría del delito. Editorial Juricientro, San José, Costa 

Rica. 1985. pags 58-59 
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En la teoría de habla española se percibe una cierta resistencia a aceptar 
la idea de la adecuación social. Probablemente por riiarcada tendencia al 
formalismo que todavía preside nuestra ciencia jurídico-penal.""' 

En este caso es claro que nos encontramos ante una conducta 

socialmente adecuada, a la que echan mano una gran cantidad de 

sectores que tienen necesidad de protestar frente a las políticas del 

Estado, pero que, además y sobre todo es legal, por lo que a nuestro 

juicio encuadra mejor  comG "causa de justificación". Pero ya  

analizaremos esta posibilidad más adelante. 

6) Causas de Justificación 

Concepto de Causa d e  Justificación 

La tipicidad de una conducta es u n  indicio de su a~t i ju r id ic idad,  y 

decimos "un indicio" porque pueden existir "causas de justificación"; 

que hacen desaparecer lo antijur-idico del acto típico. De modo que, 

toda conducta típica es, en principio, antijuridica, a menos que esté 

amparada por una causa de justificación. 

Las causas de justificación pueden ser definidas como aquellas 

circunstancias que, conforme a la ley, hacen desaparecer la 

anti juridicidad de un  acto típico. 

Se pueden enumerar las siguientes causas de justificación: 

1. cumplimiento de un  deber; 

2. ejercicio legítimo de u n  derecho, autoridad o cargo; 

3. estado de  necesidad; 

171 Bacigalupo, Enrique, Op. Cit. págs 58-59 
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4. legit ima defensa. 

Con respecto a cuál es la razón o fuente que el derecho toma e n  cuenta 

para establecer estas causas de justificación, ellos son la ley y la 

necesidad. 

La ley. La ley es fuente de causas de justificación, en  vir tud de que ella 

impone a los hombres determinadas obligaciones, y le concede 

determinados derechos. De modo que, si u n  hombre realiza una 

conducta típica, pero cumpliendo con uri deber que le impone la ley, o 

ejerciendo legítimamente las facultades que le confiere u n  derecho, una 

autoridad o u n  cargo, sin duda que esa conducta no es ilícita, dado que, 

es obvio que el cumplimiento de !Q prescripto por el Derecho, no puede 

constituir una acción antijuridica. 

Ca necesidad. El Dei-echo tambiér; toma a la necesidad cumo fuente de 

causas de j~s t i f i cac ión,  porque considera que si u n  individuo está ante  

el peligro o riesgo de sufrir i ina lesión a G n  bien jurídico, se ve  e n  e! 

apremio, en la necesidad, de evitarlo. Coriforme a éste, el Derecho 

jgstifica la c inducta  del hombre, aunque sea típica, si ella fue producto 

de la necesidad de evitar la violación de u n  bien jurídico. 

Concretamente, el Derecho funda en la necesidad, las siguientes causas 

de justificación: la legítima defensa y el estado de necesidad. 

Sintetizando, podemos decir que las causas de justificación, sólo 

pueden encontrarse en e! Derecho, y que éste, para estabiecerlas, toma 

en  cuenta una doble fcjerri-e de justificación: la ley y la necesidad. 

Fuentes de las causas de justificación son: 

o la ley, en este caso, la Constitución Política, que con rango 

superior a la misma ley, da pie al cumplimiento de u n  deber legal 
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o legit imo ejercicio de u n  derecho 

O legit imo ejercicio de una autoridad 

O legít imo ejercicio de u n  cargo 

o la necesidad genera como causa de justif icación la legít ima 

defensa 

O estado de necesidad 

También debemos distinguir entre causas de justificación y causas de 

inimputabil idad y de inculpabilidad. 

Cuando u n  hecho está amparado por una c a u s a  de j u s t i f i c a c i ó n ,  el  

hecho es conforme a Derechzr; no es delito y, por tanto, no se le aglica 

peria. Conforme a esto, no siendo el hecho delito, el autor del hecho no  

es punible y tampoco lo serán ¡os que hayan participado o coiaborado 

de algún modo  en su realizz?rlÓn. 

En cambio, cuando en un  hecho media una causa  de i n i m p u t a b i l i d a d  

(Ej. : e! autor  es demente) o inculpabilidad (ej . :  error excusable), 

aunque el hecho constituya delito, no se aplicará pena al autor  que  

haya sufrido alguna de esas causas. De manera que, siendo el hecho u n  

delito, la pena no se aplicará al que haya sufrido la causal de  

inimputabil idad o de inculpabilidad, pero si a los que habiendo 

participado en el acto, no hayan sufrido esas causales. 

En síntesis, si hay causa de justificación, el hecho no es delito y no  se 

aplica pena ni al autor ni a los participes. 

Para este caso tenemos que hay uri claro ejercicio de u n  derecho que 

nuestra Constitución otorga, cual es el derecho de reunión, de 
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expresión y el de manifestación. As; que tratándose de una conducta 

permitida por el ordenamiento no es punible. 

En cambio no le asistiría tal causa de justificación a quien cerrarse una 

calle o estorbase el tránsito para cobrar indebidamente por el paso, o 

bien por el sólo deseo de causar molestias sin ninguna otra finalidad. 

Esta es a nuestro juicio la hipótesis más aplicable. 

D)  La atipicidad conglobante. 

Zaffaroni define una categoría distinta y m u y  particular de análisis. Se 

trata de la tipicidad congiobante, según ia cual la tipicidad se extrae no 

c6io de! t ipo sino de lzi coricideración coriipleta de todo e¡ oruenaíniento. 

Asi pues cuando existe u n  "perriiiso" aei orderiamiento, no habría 

tipicidad. Y no tendría sentido y2 pasar a excirninar si hay causas de 

justificación, o si la conducta es o no culpable. 

Según Zaffaroni: 

"La norma prohibitiva que da lugar al tipo (y  que permanece antepuesta a 
él "no matarás", "no hurtarás", etc.) no está aislada, sino que permanece 
jun to  con otras normas también prohibitivas, formando un  orden 
normatívo, en el que no se concibe que una norma prohiba lo que otra 
ordena o lo que otra fomenta porque en tal caso no se podría hablar de 
"orden normativo", sino de un amorfo amontonamiento antojadizo de  
normas arbitrariamente r c ~ n i d a s " " ~  

Así la tipicidad penal sería la suma de la tipicidad legal más la t ipicidad 

conglobante. 

112 Zaffaroni, Eugenio Raúl, Manual de Derecho Penal, Parte General. Miineo pay. 493. 



Para Zaffaroni la 

"diferencia entre la atipicidad conglobante y la justificación: la atipicidad 
conglobante no surge en función de permisos que el orden jurídico concede 
resignadamente sino en razón de mandatos o fomentos normativos o de 
indiferencia (por insignificancia) de la ley penal. El orden jurídico se resigna 
a que un sujeto se apodere de una valiosa joya de su vecino y la venda 
para costear el tratamiento de un hi jo gravemente enfermo, que no tiene 
modo de pagar lícitamente, pero le ordena al oficial de justicia que lo 
secuestre y le pena sino lo hace, fomenta la actividad plástica, en tanto 
que pasa indiferente ante apoderamiento de una hoja de papel con un  
garabato i n ~ i g n i f i c a n t e " . ~ ~ ~  

Esta tesis ha sido criticada porque se dice que deja vacío el análisis de 

la anti-juridicidad, y que traslada el análisis de las causas de 

justif icación al análisis de la tipicidad, a lo que Zaffaroni ha replicado 

que nadie, ni nada, obliga a que la anti- juridicidad esté llena. Y que e n  

todo caso, no se vacía por completo. 

Esta posici jn,  como \/ernos abarca también el principio de insignificancia 

G d e  lesividad que eri !as otras teorías se encuentra ~ b i c a d a  en el 

análisis de la anti- juridicidad. 

Desde esta perspectiva cuando se reaiizan tos bioqueos con el ánimo de 

realizar ia protesta social y el derecho ae revr?ión y expresión, debido 

que hay u n  fomento del ordenamiento del más  alto riiiilgo, no habría 

tipicidad, debido al principio de tipicidad conglobante. Por lo que ya no 

tendría sentido pasar a examinar si hay causas de justificación. 

En el fondo es el mismo tipo de análisis de las causas de justificación: 

una contrastación del t ipo con el resto del ordenamiento, a diferencia 

que  se hace en  otro momentc  Uel análisis. 

113 Op. Cit. Pag. 409 
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D) PRINCIPIO DE LESIVIDAD o Insignificancia del hecho, Ínfima 

culpabilidad y principio de lesividad. Razonabilidad y 

proporcionalidad de la pena con relación al bien jurídico tutelado 

Segun este principio no tiene sentido castigar conductas cuyo efecto 

sobre u n  bien jurídico concreto y sobre el ordenamiento jurídico en  

general es míniino. En este caso, creemos que, no sólo es mínima la 

lesión, sino que en términos jurídicos esta tal lesión no se produce, 

puesto que lo que se da es una aparente colisión de derechos 

fundamentales que como vimos la jurisprudencia nacional e 

internacional t ienden a resolver de una forma integradora. Así que es 

claro que no se produce tal lesión. 
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CONCLUSIONES 

Tomándolo todo lo dicho en consideración, la interpretación integrada 

de los distintos análisis (contrastación con las hipótesis de trabajo) nos 

permite decir: 

Hemos tratado de analizar el problema desde una perspectiva global e 

integradora tanto del contexto social, cultural y político, coino desde el 

derecho constitucional para luego ver como resulta aplicado el derecho 

penal al caso concreto. 

En este análisis hemos encontrado que se comprueban las hipótesis 

iniciales de trabajo, por lo que concluimos que: 

La acción de cierre de vías corno mecanismo de protesta social es una 

de las expresiones ciel derecho de 13-lanifestacijn que, en !o 

t i~ndameri ta l ,  deriva de los de recha  de reun i jn  (eri lugares públ icusj y 

de los derechos de expresión, petición y asociación. 

Hemos visto que tsda sociedad democrática, no sólo permite, sino que 

fomenta fa participación social y pv!itica de los ciudadanos. 

En este sentido, no puede ser penado por el ordenamiento, lo que el 

mismo ordenamiento, no sólo permite, sino que fomenta, sobre todo al 

más alto nivel. Es decir, desde la Carta Magna. 

Tendríamos que esta conducta puede ser subsumida bajo una causa de 

justificación pues se trata del ejercicio de un  derecho, y lo que es más  

de u n  derecho fundamental. Así, pues, no podría ser castigada. 

No obstante, también hemos podido darnos cuenta que el intento de 

penalizar tal conducta se da al interior de una coyuntura particular que 

se caracteriza por el predominio de las ideas neo-liberales en lo 
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económico y con graves consecuencias en 10 político y en e1 rediseño del 

Estado, concretándose en políticas que dejan marginados o expulsan a 

amplios sectores de la pob!ación que consecuenteiiiente han buscado 

las vías políticas y sociales para su supervivencia y la defensa de sus 

necesidades e intereses. Uno de los rnecanisrnos rnás efectivos en esta 

lucha ha sido precisamente el de cierre de vías pues obliga al dialogo y 

a != negociación de los Gobiernos para con estos sectores más  

vulnerables. 

De hecho este mecanismo ha forzado a lo que en "El Estado de  la 

Nación" se ha denominado un  empate estratégico. Un empate 

estratégico de proyectos agregaríamos nosotros, que no ha permit ido 

u n  mayor  avance del proyecto neo-liberal; sobre todo luego del revés 

sufrido gracias a !as jornadus naciona!es de iucha contra la ley Combo 

ICE. 

De ahí que ¡os grupos más poderosos se apresuren a tratar de penalizar 

la protesta social, y quitar a los grupos opositores este mecanismo de 

iucha política, por demás legítima. 

Hay pues un  uso político y abusivo del derecho penal que, si bien, quizá 

siempre se ha dado, en este caso resulta excesivaniente obvio y 

descarnado. 

En estas circunstancias creemos fundamental develar este mecanismo 

como ilegítimo, anti-democrático y poco transparente. 

Revela también la desesperación y la debilidad táctica-coyuntural de 

estos grupos dorninantes que tratan de imponerse util izando para vías 

represivas al amparo del derecho penal. 
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Una cuestión que hace complicado el tratamiento del cierre de vías 

como mecanistno de protesta social es que los bloqueos están casi en  el 

l ímite entre el derecho de reunión y expresión (derecho de 

manifestación) y la desobediencia civil. No obstante, a nuestro juicio, 

están aún dentro del l ímite jurídico permitido por nuestra Constitución y 

se trata de una forma del derecho de manifestación derivado de los 

derechos de reunión y expresión que garantiza el ordenamiento y 

numerosos tratados internacionales de derechos humanos. Y nc entre 

aún en el derecho de resistencia civil o desobediencia civil pues este 

nace precisamente cuando no hay remedios jurídicos viables contra 

leyes o normas injustas e ilegítimas. En este caso para t i~ ies t ro  país, y 

nuestro sistema jurídico aún tenemos medios jurídicos para l levar a 

cabo las correcciones al sistema, y la posibilidad del uso del derecho a 

manifestarse ptiblicamente sobre lo que nos parece incorrecto en ¡a 

forrnd de cofid~1ccir3ri del Estado. 

A nuestro juicio, en toao caso los bloqueos no violentan el derecho de 

l ibre circulaciSn. Esa ha sido la imagen delnagógica que se ha utii izado. 

Simplemente se "estorba" temporalmente ese derecho. Pero no se 

"sciprime" a nadie el mismo. 

Por demás, durante las manifestaciones es coniún y es normal que se 

"estorbe" la circulación normal de vehículos. De hecho las hay religiosas, 

electorales, artísticas, culturales. Además, bien sabernos que las calles 

ciertamente son para la circlilación de vehículos y transeúntes. Pero 

también, las calles son para la "PARTICIPACI~N", y así ha sido desde 

siempre. Pues en la vida ciudadana los "autos" no han estado desde 

siempre. En cambio las reuniones, los cabildos, los "turnos", las 

procesiones, los topes, que tanto estorban también, t ienen mucho más  

t iempo que los carros, de existir. 
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Hay  además una serie de  razones por las cuales a nosotros nos conviene 

como sociedad, al inenos, "tolerar" este t ipo de inanifestaciones por  

var ias razones: 

- podemos ve r  donde nos aprieta el zapato y resolver el asunto 

- pe rm i te  dar  inclusión de intereses que podrían estar quedando 

desagregados del proyecto social 

- ofrece "válvulas" de escape a los problei-nss sociales, que d e  o t ra  

fo rma podrían estallar de for ina m á s  violenta. 

Para hacer una analogía organicista, es lo mis ino  que  supr imir  el do lor  o 

las "calerituras", se puede agravar el problema. E! dolor es uri inciicadcr 

e n  el cuerpo de que  "algo debe atenderse" y las calenturas, aunque 

Incómodas, perrmiten al cuerpo sanarse. Pero si se aplica "la aspir ina" 

perial y el anestésico local, a todo, no se va  a saber i iunca qué0 pasa y 

luego va  a ser i n u y  toi-de e irreversible. 

El o t ro  grupo de  :azonan~ientos puede ser fi losófico y político: es 

prefer ible el diálogo en  una socieaad y la inclusión d e  intereses a cti 

supresión. Es preferible el control d e  la sociedad civil sobre el poder  

público, que el "silencio de  las ovejas". Sobre todo e n  una sociedad en la 

q u e  como se ha dicho: se han  inver t ido los papeles y los par t idos 

polít icos se ha convert ido en  el sindicatos de  los pcderosos y las 

organizaciones gremiales han recogido las causas del  in terés genera l  d e  

la ciudadanía. 
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ANEXOS 

Anexo 1 

Jurisprudencia Nacional. Votos ejemplificantes de ia Sala Constitucional. 
Costa Rica. 

Res: 2000-03020 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 
ocho horas con cincuenta y seis minutos del catorce de abril del dos mil.- 

Recurso de hábeas Corpus interpuesto por JOSE FRANCISCO LOPEZ CHAVERRI, a 
favor de ALEJANDRA MERINO MORA, EVA CARAZO VARGAS, PABLO CHAVERRI, 
FEDERICO DE FARIA, EILIN VARGAS, LAURA CAJINA, EDUARDO LEON, CARLOS 
HERNANDEZ, MALiEL FALLAS, IVAN QUESADA, LUIS FIGUER0.4, IVAN MONTEKO, 
HENRY VARGAS, LEONEL CENTENO, DENNIC JIMENEZ, contra el MINISTRO DE 
SEGURIYAD PUBLICA. 

Res~ltando: 
Error! Linknown switch argument..- En escrito presentado a las diecisiete horas 

treinta y seis m i n l i t ~ s  aei veintidbs de marzo de¡ dos rriil (folio 1) el accio!-iante 
manifiesta que funcionarios de Is "policía antimotines" del l l i n i ~ t e r i o  de Seguridsd 
Pública detuvieron en f ~ r r n a  ilegítima a EVA CARAZO VARGAS, ALEJANDRA MERINO 
MC)RA, PABLO CHAVERRI, FEDERICO DE FARIA, E i i i N  VARGAC, LAURP. CAIINA, 
EDUARDO LEON, CARLOS HERNANDEZ, MAUEL FALLAS, IVAN QUESADA, LUIS 
FIGUEROA, :VAN MONTERO, HENRY VARGAS, LEONEL CENTENC) y DENNIS IIMENEZ, 
quienes se encuentran privados de su libertad en la Quinta Comisaría de San José. 
Aclara que los amparados se encontraban en los alrededores de la fuente de la 
hispanidad, manifestándose pacíficamente en contra del "Combo Energético". No 
obstante, y sin advertencia algnna, los policías lanzaron gases lacrimógenos, 
agredieron con "macanas" a los amparados, y los detuvieron sin fundamentación 
alguna. 

Error! Unknown switch argument..- En informe rendido a las dieciséis horas 
diecinueve minutos del veintinueve de marzo del dos mi l  (folio 9) Kogelio Ramos 
Martínez, Ministro de Seguridad Pública, indica que aproximadamente a las catorce 
horas del veintidós de marzo del dos, miembros de las "Unidades Policiales de Apoyo" 
se apersonaron a la rotonda de 1s fuente de la hispanidad, por orden de! Director de la 
Fuerza Pública. En el iugar se encontraron con un grupo de estudiantes universitarios, 
funcionarios del Inst i tu to  Costarricense de Electricidad y pública en general, que 
obstruía el tránsito vehicular. Los policías advirtieron a las personas presentes que en 
diez minutos debían retirarse de las calles y permitir el paso de los vehículos. Sin 
embargo, la advertencia no fue acatada. Por el contrario, estas personas comenzaron 
a lanzar piedras, pedzzos de varilla de construcción, y otros objetos en  contra de los 
oficiales. Ante esta situación, los policías lanzaron cuatro granadas con gas 
lacrimógeno en contra de las personas que se encontraban en el sitio. Añade que las 
"macanas" a las que hace alusión el accionante son "varas policiales" de uso 
reglamentario, que util izan los policías como medio de defensa. Debido a que algunas 
personas mostraron resistencia ante la autoridad, fueron detenidas. Por últ imo indica 
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el Ministro de Seguridad que no ha ordenado ni ejecutado acto alguno que perturbe O 

lesione los derechos fundamentales de los amparados; y que de conformidad con lo 
dispuesto por la Constitución Política y la Ley General de ~o l i c ía ,  el deber de los 
cuerpos policiales es "estar al servicio de la comunidad, a efecto de vigilar y conservar 
el orden público, prevenir manifestaciones de delincuencia y cooperar en su represión 
en colaboración con las autoridades judiciales y de conformidad con el ordenamiento 
jurídico ... reestablecer el orden público en pro de la ciudadanía costarricense, así como 
procurar el l ibre tránsito de estos por las vías públicas". 

Error! Unknown switch argument..- En los procedimientos seguidos se ha 
observado las prescripciones lega les. 

Redacta e¡ Magistrado Sancho González; y, 

Considerando:  
Error! Unknown switch argumente.- O b j e t o  de l  recurso.-  El accionante 

manifiesta que el veintidós de marzo pasado ALEJANDRA MERINO MORA, EVA CARAZO 
VARGAS, PABLO CHAVERRI, FEDERICO DE FARIA, EILIN VARGAS, LAURA CAJINA, 
EDUARDO LEON, CARLOS HERNANDEZ, MAUEL FALLAS, IVAN QUESADA, LUIS 
FIGUEROA, IVAN MONTERO, HENRY VARGAS, LEONEL CENTENO, DENNIS JIMENEZ se 
encontraban frente a la "Fuente de la Hispanidad", protestando pacíficamente en 
contra de  la aprobación del proyecto de ley número 13.873. Denuncia que 
funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública se presentaron al lugar, lanzaron 
grariadas de gas lacrimógefio, y  si^ advertencia i-i jü;tificación alguna sgredieron y 
cietuvieron a los amparados. 

Error! Unknown switch argument..- Sobre  ¡os hechos.-  Del informe rendido por 
el Ministro de Seguridad Pijblica y los docünientos rgor-tados para la resolución del 
asuntv se extraen las siguientes hipótesis fácticas de relevancia: a) El veintidós de 
marzo del dos mil, ALEJANDgA MERINO MORA, EVA CARAZO VARGAS, PABLO 
CHAVERRI, FEDERICO DE FARIA, E I i IN  VARGAS, LAUKA CAJINA, EDUARDO LEON, 
CARLOS HERNANDEZ, MAUEL FALLAS, IVAN QVESADA, LUIS FIGUEROA, IVAN 
MONTEP.C), HETURY VARGAS, LEONEi CENTENO, DENNIS JlMEbIEZ se encontraban en 
las inmediaciones de Is "Fuente de la Hispanidad", protestando ~ac i f i camente  en 
contra de la aprobación del proyecto de ley número 13.873 que se tramita en la 
Asamblea Legislativa y que propone -entrs ütras cosas- la participacióri de sociedades 
ar-dnimas en la generación y distribución de los servicios de electricidad y 
telecomunicaciones. b) Aproxiinadamente a las catorce hor-as del veintidós de marzo 
del dos mil, funcionarios de la "Unidad Policial de Apoyo de la Fuerza Pública" se 
ubicaron en los alrededores de la "Fuente de la Hispanidad", y detectaron la 
presencia de un grupo numeroso de manifestantes, en su mayoría estudiantes 
universitarios y fcincionarios del Insti tuto Costarricense de Electricidad. c) Acto 
seguido, oficiales de la "Unidad Policial de Apoyo de la Fuerza Pública" detuvieron a los 
amparados ALEJANDRA MERINO MORA, EVA CARAZO VARGAS, PABLO CHAVERRI, 
FEDERICO DE FARIA, EILIN VARGAS, LAURA CAJINA, EDUARDO LEON, CARLOS 
HERNANDEZ, MAUEL FALLAS, IVAN QUESADA, LUIS FIGUEROA, IVAN MONTERO: 
HENRY VARGAS, LEOIIEL CENTENO, DENNIS JIMEREZ. d) A la'; dieciséis horas 
quince minutos del veintidós de marzo de este año, los amparados ingresaron 
detenidos a la Quinta Comisaría de San José, a la orden del funcionario público Martín 
Arias. e) A las dieciocho horas veinticinco minutos del veintidós de marzo pasado, los 
amparados fueron puestos en libertad. f )  El Ministro de Seguridad Pública rindió 
declaraciones a través de diversos medios de comunicación sobre la actuación que la 
Unidad Policial de Apoyo de la Fuerza Pública desplegó en contra de los ciudadanos 
que se encontraban en la manifestación realizada el pasado veintidós de marzo frente 
a la fuente de la hispanidad. En lo conducente, el Ministro afirmó que la acción de los 
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oficiales tenía como finalidad retirar los obstáculos colocados por los manifestantes 
sobre la vía pública y, de esa forma, garantizar la libertad de tránsito de los demás 
habitantes. Sin embargo, debido a que durante el operativo los policías incurrieron en 
un  uso desproporcionado e ilegítimo de la fuerza, el Ministei-io de Seguridad Pública 
iniciará en contra de éstos los procesos disciplinarios que correspondan. 

Error! Un known switch argument..- Sobre la situación jurídica.- El artículo 
28 de la Constitución Política establece, en lo conducente: 

"Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus 
opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley. Las acciones privadas 
que no dañen la moral o el orden público, o que no perjudiquen a tercero, 
están fuera de la acción de la ley". 

Del primer párrafo del texto transcrito es posible derivar el "principio de libertad", 
según el cual para el ser humano "todo lo que no está prohibido ?stá permitido". Este 
principio general de libertad, armonizado con lo dispuesto en el segundo párrafo de la 
norma en cuestión, nos permite construir además la noción del "sistema de 
libertad", que establece no sólo la posibilidad de que el ser humano pueda hacer todo 
lo que la ley no le prohiba, sino también la garantía de que ni siquiera la ley podrá 
invadir su esfera intangible de libertad. El tercer aspecto que es posible extraer del 
texto constitucional citado es la noción del "ejercicio abusivo de un derecho", 
según el cual las acciones privadas no podrán exceder los limites impuestos por la 
mcral, el orden público o el ejercicio de Ics derechos de un  tercero. Esto significa que 
en caso de que una acción privada imposibilite que un tercero ejerza l ibremente sus 
derechos, la ley sí podrá intervenir, con la finalidsd de iimitar el abuso y, de esta 
forma, armoniza: el ejercicio de todas las libertades que concurren en el grupo social. 
Esta interveficibn sr, !as acciunec privadas es posible también a través del sistema de 
seguridad ciudadaria (distinto sustancialínenie 6ei sistema de seguridad nacionalj, 
reconocido por los artículos 140 y 12 de la Constitución Política, que facultan al 
Presidente de la Repúb!ica y al respectivo Ministro de Gobierno para "tomar las 
providencias riecesarias para el resguardo de las libertades públicas", así 
como les atribuye lo obligación de "vigilar y conservar el orden publico". Pero la 
pctestad de ordenar y ejecutar actos en contra del ejercicio abusivo de un derecho, 
con ia finalidad de tutelar el ejercicio de los derechos y libertades de los terceros, 
tampoco es irrestricta. Por el contrario, dado que se trata de acciones públicas, éstas 
se encuentran limitadas por el "principio de legalidad", según el cual para el 
funcionario público "todo lo que no está permitido está prohibido". Lo expuesto nos 
permite sintetizar el cuadro fáctico objeto de ésta acción de hábeas Corpus en los 
términos que siguen. La protesta reaiizada el veintidós de marzo pasado por un grupo 
de personas que se ubicaron frente a la "Fuente de la Hispanidad", constituye una 
manifestación de la libertad de expresión que el ordenamiento jurídico les garantiza. 
Sin embargo, el ejercicio de ésta libertad no puede ser irrestricto, en tanto no podrá 
transgredir el contenido mínimo esencial de los derechos y libertades reconocidos a 
favor de los terceros, entre é s t ~ s ,  la libertad de tránsito. En caso de que éste exceso 
se verifique, ei Ministro de Seguridad Pública podrá realizar las acciones que estime 
necesarias para la protección de los d e r e c h a  y libertades fundamentales que están 
siendo lesionados con el ejercicio abusivo de la libertad de expresión. Pero si, como 
se indicó previamente, el fin de la actuación de la policía es tutelar efectivamente un 
derecho lesionado a consecuencia del ejercicio abusivo de otro derecho, el medio 
util izado deberá ser razonable y, por lo tanto, adecuado, necesario, y proporcional al 
fin buscado. Esto significa que no es posible que el medio para garantizar la tutela de 
derechos y libertades fundamentales de unos sea, precisamente, la transgresión de los 
derechos y libertades fundamentales de los otros. Debido a que la naturaleza de la 
semántica constitucional hace posible la multiplicidad de interpretaciones, de previo a 
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determinar si en el caso que nos ocupa la actuación realizada por la policía lesionó los 
derechos y libertades de los anlparados, corresponde precisar algunos aspectos sobre 
los siguientes temas de relevancia: libertad de expresión, libertad de tránsito, 
requisitos de validez constitucional de la detención, fuerza pública, contenida mínimo 
esencial de los derechos, razonabilidad. 

IV.- L iber tad  d e  expresión.- Los artículos 4 de la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre, 13 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 28 y 29 de la 
Constitución Política de Costa Rica reconocen que toda persona tiene derecho 2 la 
libertad de investigación, de opinión, de expresión y de difusión del pensamiento por 
cualquier medio. Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de 
sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la iey. El ejercicio del derecho a la 
libertad de pensamiento o expresión no puede estar sujeto a previa censura sino 
Únicamente a responsabilidades ulteriores, las que deben estar fijadas por la ley y ser 
necesarias para asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
la protección de la seguridad nacioiial, el orden público o la salud o la moral públicas. 

V.- L ibe r tad  d e  tránsito.-  De conformidad con lo dispuesto por los artículos 22 
de la Constitución Política de Costa Rica, 22 de !a Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, 8 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Honibre, y 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, toda persona que 
se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular libremente 
por el, y a no abandonarlo sino por su voluntad. 

VI.- Requis i tos d e  val idez const i tuc ional  d e  l a  detención.- El artículo 37 
de la Canstitución Política, concordonte cun lo dispuesto por los artículcs 7 de, la 
CorV.enci6n Arnrricana scbrs Der-echos Humanos, l o  áe la Deciaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre, y 9 del Pacto Internacional de Derech~s Civiles y 
Poli:icos, establece: 

"Nadie podrá ser detenido sin un indicio coniprobado de haber cometido 
deiito, I sir1 mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden 
púb!ico, excepto ciiarido se trate de reo prófugo o cklincuente ir! fraganti; 
pero en todo caso deberá ser puesto a disposición de! juez competente 
dentro del término perentorio de veinticuatro horas". 

El constituyente se ocupó de esta manera de tutelar el derecho a la iibertoc!, como 
regla, y la detención, como excepción, la cual sblo será procecierite en los supuestos 
expresamente previstos. Sobre la legitimacion que el artículo 37 constitucional otorga 
a la policía en materia de privación de libertad, procede transcribir el articulo 235 
inciso c) del Código Procesal Penal, que se ajusta al precepto contenido en la 
Constitución Política, y en lo conducente indica: 

"Las autoridades de policía podrán aprehender a toda persona, aun sin 
orden judicial, cuando: 

d) Haya sido sorprendida en flagrante delito o contravención o sea 
perseguida inmediatamente después de intentarlo o cometerlo. 

e) Se haya fugado de aIgun establecimiento penal o de cualquier otro 
lugar de detención. 

f) Existan indicios comprobados de su participación en un hecho 
punible y se trate de un caso en que procede la prisión preventiva. 

Asimismo en caso de flagrancia, cualquier persona podrá practicar la 
aprehensión e impedir que el hecho produzca grandes consecuencias. La 
persona aprehendida será entregada ¡,?mediatamente a la autoridad mas 
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cercana. La autoridad policial que haya aprehendido a alguna persona 
deberá ponerla, con prontitud, a la orden del Ministerio Público, para que 
este, si lo estima necesario! solicite al juez la prisiCn preventiva. La 
solicitud deberá fornlularse luego de realizar las diligencias indispensables 
y, en todo caso, dentro de las veinticuatro horas contadas a partir de la 
captura. Si se trata de un delito que requiera la instancia privada, sera 
informado inmediatamente quien pueda instar y, si este no presenta la 
denuncia en el mismo acto, el aprehendido será puesto en libcrtad". 

De manera que la detención como medida cautelar exige la concurrencia de un  
" i nd i c i o  c o m p r o b a d o  d e  cu lpabi l idad" ,  entendido como información objetiva capaz 
de producir un conocimiento probable de una imputación delictiva (vid sentencia 
3887-94). Esto implica que la autoridad policial no podrá ejecutar una detención con 
la finalidad de iniciar una investigación. Para privar de libertad a una persona no 
basta la mera imputación formulada en una denuncia policial o en una denuncia 
presentada por particulares. De previo a que la policía ejecute la detención debe 
haber recogido elementos probatorios suficientes para considerar que quien ha de ser 
aprehendido puede ser responsable del delito que se investiga. La exigencia de un  
indicio comprobado de culpabilidad requiere el desarrollo de una actividad de 
investigación previa a la detención, que permita verificar el indicio comprobado de 
culpabilidad. En este sentido, la sentencia núrnero 3887-94 de las quince horas tres 
minutos del tres de agosto de mil novecientos noventa y cuatro expresa: 

"La jurisprudencia ae esta Sala, que como se sabe es viriculante 
erga omnes, ha indicado en relación con el "indicio comprobaao" 
10 siguiente: "La denuncia es una declaracien de conocilnient~ y, 
en su caso de voluntad, po; la que se transmite a un Órgano 
judicjal, Ministerio Público o autoridad con funciones de policía 
judicial o administrativa, la noticia de un hecho punible 
constitutivo de deiito, que excita o que impone al aparato estata!, 
la obiigación de iniciar /u investigación ... ya que la denuncia no es 
"un inaicio legalmente comprobado de l~aber  ccmetido delito" Que 
amerite la detención de una persona hasta p o ~  veinticuatro 
horas". (Sentencia número 765-90 de las 14:35 horas de! 6 de 
julio de 1990) ... "La actividad desplegada por las autoridades de la 
Guardia de Asistencia Rural en el presente caso no es legitima, 
pues detuvieron, aunque sólo por algunas horas al recurrente, sin 
tenerse indicios suficientes para atribuirle ser autor de un hecho 
delictivo, como lo exige el artículo 37 de la Constitución Política. 
En forma reiterada esta Sala ha señalado que las autoridades 
policiales no pueden detener a ninguna persona para investigarla 
y buscar de esa forma pruebas para relacionarla con un hecho 
delictivo. La simple denuncia no puede ser tenida como indicio 
suficiente a los términos del citado artículo 37 de !a Carta Magna. 
Si el rerurrido y su subalterno tenían que investigar el hecho 
delictivo que les denunció la señora.. ., debieron hace/-lo sin 
lesionar el derecho a la libertad que tiene el recurrente ..." 
(Sentencia número 11 77-91 de las 10:32 horas del 21 de junio de 
1991) ". 

VI1.- Fue rza  pública.- Los constituyentes de 1949 definieron claramente, en 
los artículos 12 y 140 de la Constitución Política, el carácter civilista del Estado 
costarricense y la finalidad de integrar a la fuerza pública dentro del modelo de 
Estado. En lo conducente, los textos normativos citados indican: 
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"Articulo 12.- Se proscribe el ejercito como institución permanente. Para 
la vigilancia y conservación del orden público, habrá las fuerzas de policía 
necesarias.. ." 
"Artículo 140.- Son deberes y atribuciones que corresponden 
conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno: ... 6 )  
Mantener el orden y la tranquilidad de la Nación, tomar las providencias 
necesarias para el resguardo de las libertades públicas...". 

De 10 dispuesto en la normativa transcrita, se concluye que el Estado, a través de los 
órganos y autoridades debidamente autorizados por la Constitución y las Leyes, t iene 
el monopolio de la fuerza legítima, esto es, la que puede emplearse, racionalmente, 
para hacer cumplir las leyes, mantener el orden público y proteger los derechos y 
libertades de los ciudadanos. Pero el Derecho de la Constitución también garantiza a 
favor de los particulares el uso de la fuerza, en legítima defensa propia o de terceros, 
por medios racionalmente encaminados a repeler un ataque inminente, y también en 
algunas circunstancias excepcionales, como la detencióli del autor en un flagrante 
delito. Resulta importante enfatizar que el uso de la fuerza debe ser justificado y 
proporcional al fin que legitirnamente se persigue. De lo contrario, se puede calificar 
de injustificado o de excesivo. El uso indebido de la fuerza incluye específicamente 
situaciones en que el empleo de la fuerza fue injustificado y otras en que el empleo de  
la fuerza pudo haber sido justificado en principio, pero fue excesivo y no guardó 
proporción con las necesidades de la situación. Si los particulares cometen crímenes o 
uti!izan abusivamente Is! fuerza, aunque sea por motivos o pretextos políticos, el 
Estado cuenta con el Poder Judicial, la policíd, la prensa, la opinión pública; esto es, 
con un  conjunto importante de instituciones v medios que puedeii movilizarse para 
denunciar, investigar y castigar estos crímenes. Fe70 cuando o! propio E ~ t a d ~  citiliza 
ese pode: para atentar contra ¡os derechos de los ciudadanos, estos se encuentran en 
la rnayDr indefensión. Los actos de terrcrisrno u otrss acciones ilegítimas que se 
cGmetan bajo motivos o pretextes políticos, no pueden servir para pretender jtistificar 
las viulaclones ae derechos humanos conletidas por el Estaao; y el i-iecno de que e¡ 
monopolio de la fuerza pcíblica que detenta e¡ Estado se emplee para violar IGS 
derechos ae las personas es de una gravedad singular. Distintos gobiernos, en los 
más rar iados países, con frecuencia califican las acciones violentas de sus opositores 
de "violaciones ae derechos humanos" corno para justificar sus propiüs abusos, que 
presentan como necesarios para erifrentcir taies acciones. Sin embargo, en una 
aplicación correcta del Derecho Internacional Humanitario y la doctrina de los 
derechos humanos, no es posible combatir el uso abusivo de la fuerza con el uso 
abusivo de la fuerza. Si el fin de que el Estado use la fuerza es proteger los derechos 
humanos, los medios utilizados deben ser coherentes con 21 fin pretendido. El f in no  
justifica los medios, los medios definen el fin; y si los medios implican la transgresión 
de los derechos humanos el fin no es la protección de los mismos, sino su violación. 
No cabe duda que la opinión pública mayoritariamente condena toda forma de 
mantener o buscar el poder, o de dirimir conflictos políticos mediante abusos o 
atrocidades. En la conciencia pública ha ingresado la idea de que existen ciertos 
valores de humanidad que deben ser respetzdos no solamente por e¡ Estado sino por  
todos Ics actores políticos. Tales normas de humanidad, profunddmente intuidas por 
la opinión pública, se derivan en parte del Derecho Internacional Humanitario, y han 
pasado a ser sinónimos de la expresión derechos humanos. Ellas i-igen a todos los 
actores políticos, estatales o particulares, en t iempo de paz; y a todas las fuerzas 
combatientes en caso de conflicto armado, cualquiera que sea la naturaleza del 
conflicto armado de que se trate. Y no pretender1 evitar del todo los conflictos, sicv 
ponerles ciertos márgenes. 

VII1.- Contenido mínimo esencial d e  los derechos.- La definición del 
contenido esencial de un derecho requiere análisis de dos aspectos fundamentales. El 



ANÁLISIS POLÍTICO, CONSTITUCIONAL Y CRIMINOLÓGICO DEL CIERRE DE WAS PUBLICAS 
COMO MECANISMO DE PROTESTA SOCIAL 

primero referido a la naturaleza jurídica del derechg, de manera que constituye el 
contenido esencial de un derecho subjetivo aquellas posibilidades o facultades de 
actuación necesarias para que el derecho sea reconocible como pertinente al tipo 
descrito y sin las cuales deja de pertenecer a este tipo, desnaturalizándose. El 
segundo consiste en determinar los intereses jurídicamente protegidos, como núcleo Y 
médula de los derechos subjetivos. En consecuencia, el contenido mínimo esencial de 
un derecho constituiría aquella parte fundamental que sometida a limitaciones lo 
hacen impracticable. 

1X.- Principio constitucional de razonabi1idad.- Según lo disponen los 
artículos 10 y 48 de la Constitución Política, la Sala Constitucional constituye un  
instrumento procesal de tutela efectiva de los derechos y libertades de las personas, 
cuya finalidad es trasladar del plano semántico a¡ pragmático e! Derecho de la 
Constitución. El examen sobre la inconstitucionalidad de las normas y actos 
impugnados ante la jurisdicción constituciunal orgánica y de libertad requiere de la 
aplicación de principios lógicos jurídicos que garanticen la objetividad y precisión 
técnico científica necesaria para determinar la incongruencia de la norma respecto del 
Derecho de la Constitución. El debido proceso sustantivo constituye el instrumento 
idóneo a tai  efecto, en tanto exige una valoración sustancial o de fondo d e  las 
normas, actos y omisiones impugnados, es decir, un análisis sobre la razonabilidad 
técnico y jurídica de los textos normativos. Los elementos que integran la 
razonabi!idad en sentido técnico son esencialmente idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. La idoneidad se traduce como la adecuación del 
medio al fin, es decir, que la norma debe ser apta para alcanzar efectivamente el 
objetivo p re te~d ido .  La cecesidad se rsfiere ci !a índole o magnitud de la limitación 
que por ese medio debe soportar un derecho u libertad, de 1naner.a que entre una 
variedad de medios posible; el elegido debe ser aquel que represente una iimitacióri 
menor .  La proporcionalidad significa que, aunque el medio elegido sea el que 
represente una limitación menor, esta limitación debe sei- proporcionada, ss decir, no 
podrá ser de tal  magnitud que i m ~ l i q t i e  vaciar de su contenido mínimo esencidi el 
derecho o libertad en cuestión. Finalmente, la razonabiiidad jurídica exioe la 
confrontación de¡ acto, cuya razonabilidad técnica ha sido examinada, con el Derechg 
de la Constitución. En seritencia número 1739-92 de las once horas cuarenta y cinco 
minutos del primero de ju!io d e  ,mil n~:;ilcient(is noventa y dos, la Sala Constitucional 
también se pronunció sobre el principio de razonabilidad o "debido proceso sustaí;:ivo", 
y en lo conducente indicó: 

"Pero aun se dio un paso más en la tradición jurisprudencial anglo- 
norteamericana, al extenderse el concepto del debido proceso a lo que en 
esa tradición se conoce como debido sustantivo o sustancial -substantive 
due Drocess of law-, que, en realidad, aunque no se refiere a ninguria 
materia procesal, constituyó un ingenioso niecanismo ideado por la Corte 
Suprema de los Estados Unidos para afirmar su jurisdicción sobre los 
Estados federados, al hilo de la Enmienda X IV  a la Constitución Federal, 
pero que entre nosotros, sobre todo a falta de esa necesidad, equivaldría 
sencillamente al principio de razonabilidad de ¡as leyes y otras normas o 
actos públicos, o incluso privados, como requisit-o de su propia validez 
constitucional, en el sentido de que deben ajustarse, no sólo a las normas 
o preceptos concretos de la Constitución, sino también al sentido de 
justicia contenido en el!a, el cual implica, a su vez, el cumplimiento de 
exigencias fundamentales de equidad, proporcionalidad y raz~nabi l idao, 
entendidas éstas coino idoneidad para realizar los fines propuestos, los 
principios supuestos y los valores presupuestos en el Derecho de la 
Constitución. De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de 
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autoridad requieran para su validez, no sólo haber sido promulgados por 
Órganos competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la 
revisión de fondo por su concordancia con las normas, principios y valores 
supremos de la Constitución (formal y material), como son los de orden, 
paz, seguridad, justicia, libertad, etc., que se configuran como patrones de 
razonabilidad. Es decir, que una norma o acto público o privado sólo es 
valido cuando, además de su conformidad formal con la Constitución, esté 
razonablemente fundado y justificado conforme a la ideología 
constitucional. De erta manera se procura, no sólo que la ley no sea 
irracional, arbitraria o caprichosa, sino además que los medios 
seleccionados tengan una relación real y sustancial con su objeto. Se 
distingue entonces entre razonabilidad técnica, que es, como se dijo, la 
proporcionalidad entre medios y fines; razonabilidad jurídica, o la 
adecuación a la Constitución en general, y en especial, a los derechos y 
libertades reconocidas o supuestos por ella; y finalmente, razonabilidad de 
los efectos sobre los derechos ~ersonales, en el sentido de no imponer a 
esos derechos otras limitaciones o cargas que las razonablemente 
derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni mayores 
que las indispensables para que funcionen razonablemente en la vida de la 
sociedad." 
X.- Análisis del caso concreto.- La jurisdicción constitucional de libertad fue 

creada como üii instrumento procesal de tutela efectiva de los derechos y libertades 
de las personas (vid actas de !a Asamblea Legislativa relativas al proyectü de reforma 
constitucional tramitado en el expediente riumero 10.401, sobre la creación de la Sala 
Constituciorial). La necesaria coherencia que debe existir entre medios y fines, exige 
que los procedirnientos utilizados er; la jurisdicción constitücional de libertad se 
ajtisten a ¡a finalidad de tuteici efsctiva. Una interpretación arrnónica de lo dispuesto 
por los artículos 10 y 48 de la Constitucibn Política, en relación con los numeraies 1 y 
14  de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, nos cond~ice a la conclusión de que 
tratándose de la valoración de !a prueba en la jiirisdicción constitiiciondl de libertcid, 
rige el principio de "libertad probatoria". En este sentido, la sentencia n¿iin?rc 76- 
92 de ! a  dieciséis horas treinta minutzs del quince de enero de mil novecientos 
noventa y dos indic6: 

"Por la importancia ae IGS procesos constitucionales y la informalidad de 
los mismos, rige el principio de prueba libre, de manera que lci Sala forma 
libremente su convicción sobre los hechos, según las reglas de la sana 
critica ... lo que quiere decir que se puede utilizar todo elemento probatorio 
que le sirva para convencerse de la existencia de un hecho determinado". 

En el caso que nos ocupa, el informe rendido bajo la fe de juramento por el Ministro 
de Seguridad Pública indica que la actuación de los policías durante la manifestación 
realizada el veintidós de marzo pasado en las inmediaciones de la "Fuente de la 
Hispanidad" fue la idónea, necesaria y adecuada para proteger los derechos de los 
ciudadanos. Afirma el Ministro que el operativo policial se inició con la f i n a l i d ~ d  de 
retirar los cbstáculos que los manifestantes habían colocado sobre la vid pública, para 
de esta forma proteger la libertad de tránsito de las personas que debiSo a la 
manifestación estaban restringidas del ejercicio legítimo de su derecho. Sin embargo, 
como se indicb en el considerando 11 de esta resolución, el Ministro de Seguridad 
Pública rindió declaraciones a través de diversos medios de comunicación, sobre las 
imágenes presentadas por los canales de te!evisiÓn nacional y que lograron captar los 
acontscimientos ocurridos durante la manifestación ael veintidós de marzo pasado. 
En lo que interesa, el Ministro afirmó que debido a que los policías incurrieron en un 
uso desproporcionado e ilegítimo de la fuerza, iniciará en contra de estos los procesos 
disciplinarios que correspondan. A pesar de que lo dicho por el Ministro de Seguridad 
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en su informe dista sustancialmente de las declaraciones rendidas ante la opinión 
pública, éstas constituyen un hecho público y notorio que la Sala Constitucional no  
puede pasar desadvertido, dado que su función es tutelar de manera efectiva 10s 
derechos y libertades de las personas. En consecuencia, se tiene por acreditado que 
el veintidós de marzo pasado los amparados fueron detenidos por funcionarios de 
Unidad Policial de Apoyo de la Fuerza Pública, mientras se encontraban en los 
alrededores de la Fuente de la Hispanidad protestando pacíficamente contra la 
aprobación d s  un proyecto de ley, a pesar de que no  existía en su contra indicio 
comprobado de culpabilidad. Como se indicó supra, el Estado tiene la potestad de 
hacer uso de la fuerza legítima para garantizar la libertad de tránsito de las personas, 
pero la defensa de ésta libertad no puede ser ilimitada, a tal  punto que restrinja la 
l ibertad personal y la libertad de expresión que el Derecho de la Constitución 
garantiza a favor de todos los habitantes de la República. La acción de la policía debió 
l imitarse a resguardar el orden, la seguridad, la tranquilidad, y la libertad de tránsito 
durante la manifestación. Debido a que durante las manifestaciones populares es 
factible que el ejercicio de la libertad de expresión de unos limite el ejercicio de la 
l ibertad de tránsito de otros, el Estado -a través de los Órganos y autoridades 
competentes para hacer uso de la fuerza pública- debe analizar el contenido mínimo 
esencial de ambos derechos, con la finalidad de armonizar las libertades que coexisten 
en el grupo social, evitando el uso abusivo de una LI otra pero sin vaciar de su 
contenido esencial a ninguria. De manera y¿ie deberá garantizar la libertad de 
transito de las personas, organizando salidas alternas, levantando obstáculos en las 
vias, pero jamás dispersando mediante maltratos físicos y detenciones ilegítimas al 
grupo de personas que se encueritreri mariifestondo su opinión en forma pacífica. En 
mér i to  de lo expuesto, procede declarar con lugar la acción de habeas corpus 
interpuesta, por violación de la libertad persona¡ y la libertad de expresión de PABLC 
CHAVERRI, EDL'ARDO LEON, CARLOS HERNANDEZ, MACIEL FALLAS, IVAN QUESADA, 
LUIS FIGUEROA, ?JAN MGIVTERO, HENFiY VARGAS, LEONEL CENTENO, DENNIS 
31MEIL'EZ. Debido a que en expediefite núrriero OQ-~CI24SO-OG07-C@ se tramitó otra 
acción de hábeas corpus a favor de ALEJANDRA MERINO MORA, EVA CARAZG 
VARGG,  FEDERICO DE FARIA, EILIN VARGAS y LAURA CP.JINA, sobre !^S mismos 
hechos aquí acusados, éstos amparados deben estarse a io resuelto en la sentencia 
número 2871-00 de las ocho horas con cuarecio y dos minutos del treinta y uno de 
marzo del dos mil. 

Por tanto: 

Se declara con lugar la acción de hábeas corpus interpuesta a favor de PABLO 
CHAVERRI, EDUARDO LEON, CARLOS HERNANDEZ, MAUEL FALLAS, IVAN QUESADA, 
LUIS FIGUEROA, IVAN MONTERO, HENRY VARGAS, LEONEL CENTENO y DENNIS 
JIMENEZ. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con ¡os 
hechos que sirven de base a esta declaratoria, que se liquidarán en ejecución de  
sentencia de lo contencioso adrninistrat iv~. Los amparados ALEJANDRA MERINO 
MORA, EVA CARAZO VARGAS, FEDERICO DE FARiA, EILIN VARGAS Y LAURA CAJINA 
deben estarse a lo resuelto en la sentencia número 2872-00 de las ocho horas con 
cuarenta y tres minutos del treinta y uno de marzo del dos mil. Notifíquese y 
Comuniquese.- 
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Luis Fernando Solano C. 

Presidente, a.i. 

Luis Paulino Mora M. 

Carlos M. Arguedas R. 

Alejarldro Batalla B. 

Eduardo Sancho G. 

José Luis Molina Q. 

Gilbert Armi jo S. 

Res: 2000-02870 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 
ocho horas con cuarenta y uno minutos del treinta y uno de marzo del dos mi¡.- 

Recurso de hábeas corpus interpuesto por José Francisco López, cédula 1-956- 
718, a favor de JOSUE AREVALO VILLALOB9S y JOSE MARÍA VILLALTA FLORES 
ESTRADA; contra el Ministro de Seguridad Pública y el Director de las Unidades 
Policiales de Apoyo. 

Resultando: 
Error! Unknown switch argumeot.. - Por sscritc recibido ei i  la Secretaría de  la 

Saia al veintidós de marzo de dos mil (folio lIj el recurrente interpone recurso de  
hábeas corpus contra el Ministro de Seguriaad Púbiica y el Director de las Unidades 
Policiales de Apoyo y manifiestan que los amparados fueron detenidos por orden de  las 
autoridades recurridas, en forma arbitraria y mediante el uso de violencia. Que los 
hechos denunciados ocurrieron cerca de las catorce treinta horas del veintidós de 
marzo del año en ciirso. Acusan que los cuerpos policiales involucrados dirigieron su 
fuerza indist intamente contra todos los presentes en ese momento, aun cuando se 
encontraban realizando una protesta pacifica. Afirma que la unidad de radiopatrulla 
número 247 ingresó al campus de la Universidad de Costa Rica, en clara violación de la 
autonomía universitaria. Considera que los actos impugnados son contrarios a los 
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derechos reconocidos en los artículos 10 y 22 de la constitución Política, así como en el 
9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Solicita el recurrente que se 
acoja el recurso, y se ordene la libertad inmediata de los amparados. 

Error! Unknown switch argument..- Informa bajo juramento Rogelio Ramos 
Martínez, en su condición de Ministro de Seguridad Pública (folio 9), que según el 
informe rendido por el Comisionado Martín Arias Araya, Director de las Unidades 
Policiales de Apoyo, el día veintidós de marzo pasado, aproximadamente a las catorce 
horas, por orden del Director de la Fuerza Pública, los efectivos de  dicha dependencia 
se apersonaron a las inmediaciones de la rotonda de La Hispanidad, encontrando allí a 
una gran cantidad de personas que tenían obstruidas Icis vías de tránsito vehicular. 
Asegura que luego de  varias advertencias a los manifestantes para que despejaran las 
vías públicas, y ante la respuesta dada por éstos mediante el lanzamiento de palos, 
piedras y otros objetos, procedieron a despejar las calles de los obstáculos que los 
quejosos habían colocado. Para dispersar el grupo, indica que emplearon cuatro 
granadas de gas lacrimógeno, del que produce el menor nivel de irritación. Alega que 
ante la resistencia de algunos de los participantes, fue necesario aprehender a algunos 
de ellos. Entre las catorce quince y las catorce veinticinco horas, fueron llevadas 
treinta personas a la Quinta Comisaría, dond? permanecieron hasta las dieciocho horas 
veinticinco minutos, luego de ser puestos a la orden de los abogados de la Dirección de 
Apoyo Legal Policial para la formulación del informe respectivo y posterior puesta en 
libertad. En cuanto a cinco mujeres detenidas, entre ellas las ampciiadas, afirma que 
las mismas nunca ftieron llevadas a la Comisaría; sino que permanecieron en un  
vehículo policial durante cerca de quince minutos para luego ser dejadas en l ibertad en 
la vía pública. Considera no haber ordenado o ejecutado ningún acto que perturbara o 
violefltara cualqtiier derecho fundamental de Ius amparados. 

Error! Unknown switch argument..- Informa bajo juramento Martin Arias Hi-aya, 
er, su calidad de Director de las Unidades Policiales de  Apoyo (tolic 1Z j  que el veintidbc 
de marzo pasado, al ser las catorce horas, se apersonaron al luyar de Ics hechos por 
orden del Director de fa Fuerza Pública. Afirma que !uego de varias advertencias, y de 
ser agredidos por parte de los manifestantes, ante Id resistencia y enfrentamiento de 
algunos manifestantes se les debi6 aprehender y sacar del sii io. Afirma que los 
hombres fueron llevados hasta un  punto de acopio en la Quinta Comisaría, mientras 
que a cince mujeres se les retuvo en un  vehículo exclusivo durante diez a quince 
minutos y luego se les puso en libertad. Alega que la vara policial es la Única defensa 
con que cuentan los policías encargados de disolver motivos, ya que no portan armas 
de fuego. En lo demás, reitera lo dicho por los otros informantes. 

Error! Unknown switch argument..- En los procedimientos seguidos han sido 
observadas las prescripciones legales. 

Redacta el Magistrado Batalla Bonilla; y, 
Considerando: 

Error! Unknown switch argument..- Hechos probados. De importancia para la 
decisión de este asurito, se estiman como debidamente delnostrados los siguientes 
hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido 
referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial: 

a)  El día veintidós de marzo del año dos mil, en las inmediaciones de la rotonda 
de La Hispanidad, miembros de  la Fuerza Pública detuvieron a varias personas que se 
encontraban en una manifestación, bloqueando el f lujo vehicular en  las vías aledañas, 
entre ellos IGS smparadcs. (Informes a folios 8 y 12) 
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b)  Los amparados Daniel Jaen, Michael Lee, Carlos ~ e r n a n d e z  Sánchez, Pablo 
Chaverri, José Manuel Acuña. Federico Defaria Castro, Josué Arévalo Villalobos y José 
María Villalta Flores Estrada, fueron trasladados a la Quinta Comisaría, donde 
ingresaron a las dieciséis horas veinticinco minutos para luego ser liberados a las 
dieciocho horas con veinticinco minutos de ese mismo día. (Libro de Novedades de la 
Quinta Comisaría e informes a folios 8 y 12) 

Error! Unknown switch argument..- Hechos no probados. No se estiman 
demostrados los siguientes hechos de relevancia para esta resolución: 

a)  Que los amparados hayan sido puestos a la orden de alguna autoridad 
jurisdiccional luego de su ingreso a la Quinta Comisaría. 

Error! Unknown switch argument..- Sobre el fondo. No obstante lo informado 
por  la autoridad recurrida en el informe, se tiene como evidencia para la resolución de 
este recurso, dada su naturaleza, y como acreditado para dictar esta sentencia, por ser 
u n  hecho público y notorio, que el Ministro de Seguridad Pública, entrevistado por el 
servicio de  noticias de un  canal de televisión, al serle trasmitidas algunas de las 
imágenes captadas sobre la actuación policial el día de los hechos, afirmó que n i  él ni 
nadie en su Ministerio había dado instrucciones para que las autoridades de policía 
procedieran como mostraban las imágenes, las cuales fueron también claras en 
presentar a algunos efectivos policiales agrediendo innecesariamente a algún 
manifestante el día en que se sucedieron los hechos a que se refiere este recurso. Hay 
que agregar, incluso, que el Ministro ofreció investigar esos hechos. En lo que se 
refiere al recurso, véase que dentro de los escuetos slegatos expuestos por el 
recurrente a favor de !os amparados, es que éstos fueron agredidos por la policía y 
detenidcs diversos transeúntes. Las autoridades po!iciales cometieron un exceso en el 
t ratamiento de las protestas que rea!izaban ese dia, contra el proyecto de ley llamado 
"combo energético", una serie de manifestantes, "entt-r estudiantes universitarios, 
empleados del ICE y público en general" (según refiere en su Informe e! señor 
Ministro, folio 6. 

Error! Unknowri switch argiiment.. - Sobre el fondo. Corresponde a la Sala 
determi.nar si hubo quebrantamiento o la integridad física y libertad de los amparados 
con los nechos que sirven de base a este habeas Corpus, específicamente en lo que se 
refiere a la proporcionalidad de las actuaciones policialec i-especto ae ¡as protestas por 
la aprobación en el primer debate del llamado "combo energético". Esto no implica, 
obviamente, que la Sala niegue atribuciones al Poder Ejecutivo o a la policía para hacer 
cumpl i r  el orden público, porque la Constitución Política es clara al respecto (artículos 
1 2  y 140 inciso 6').  En este sentido, la Sala en su sentencia No. 4541-95, estableció: 

" SEGUNDO.- No puede escapar de un primer examen que el artículo 
140 inciso 6",e la Constitución Política, cuando le atribuye a aquél 
"mantener el orden Y la tranauilidad de la Nación", acto seguido agrega ('y) 
"tomar las providencias necesarias para el resquardo de las libertades 
públicas". En ese mismo sentido Ic dispone el artículo 1 " de la Ley General 
de Policía (!V. " 741g), puesto que no se trata de mantener el orden y la 
tranquiiidad a cualquier trance o de cualquier manera, si es que -además- 
nuestra sociedad está organizada como un Estado democrático y 
constitucional de derecho. El artículo 2" de esa Ley General de Policía indica 
que los miembros de las fuerzas de policía "son sim.ples depositarios de la 
autoridad". El artículo 3" remarca que las fuerzas encargadas de la seguridad 
pública "tendrán carácter eminentemente policialf', mientras que el adculo 4 " 
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indica que "estarán al servicio de la comunidad", agregando que -Se 
encarqarán de viqilar, conservar el orden pijblico, prevenir las 
manifestaciones de delincuencia y cooperar para re~ i rn i r las  e_n la forma en 
gue se determina en el ordenamiento jurídico". De la novisima normativa 
citada, podemos concluir en que lo que la Sala conoce y resuelve en los 
recursos acumulados, es la proporcionalidad de los medios utilizados en el 
mantenimiento del orden público por parte de agentes del Ministerio 
recurrido. " 
Lo que ha de entenderse con lo expresado, es que en un Estado democrático de 

derecho como el nuestro, hasta el ejercicio de una competencia constitucional tan 
importante como la señalada, requiere de un auto control y una disciplina de la 
autoridad, para no caer en tentaciones, incluso provocsciones, así como distracciones 
de los principios fundamentales por los que rigen las fuerzas de policía, que a la larga 
causan un daño social más importante que el que se pretende salvaguardar. En otras 
palabras, se hace clara alusión a la necesaria profesionalización de la Policía, la cual no 
solo esta llamada a actuar con proporcionalidad en determinados acontecimientos, sino 
que también a discriminar situaciones que necesariamente impliquen "proteger las 
libertades ciudadanas, la dignidad de las personas y los derechos humanos" (numeral 
10 inciso b) de la Lev General de Policía, los cuales reconoce esta Sala, se constituyen 
-en momentos de graves vicisitudes sociales- en valores y estándares de suma 
fragilidad. Por ello, según se infiere del artículo 10 inciso d)  de !a ley citada, "En el 
cumplimiento de sus funciones, los miembros de las fcerzas de pdicía deber$ 
respetar i i s  siguientes norm3s: d)  Emplear la fuerza so!@ cuando sed ~str jc tamente 
~iecesario y en ia mediaa en que se requiera para el desempeño de sus funciones ... ". 
Esta norma fundsrnental entroniza el principio de proporcionalidad con que se quiere 
que la poiicía actúe en un Estado de Derecho, como el n-iestrc. Así, r?o desconoce esta 
Sa!a: que en deterniinaoús supuestcs en que hay participacion de turbas ci 

muchedumbres, y en el que se aconseja la iiitervención policial ésta debe evaluar 
m2suradamente su actuación, pues no es 10 mismo un disturbio que una protesta 
organizada, y relacionándola directamente con la proporción del daño que se prevé 
puede ocasionar ésta a otros bienes superiores de id Nación, o lo que es lo mismo, que 
se ocasiona en general a¡ país. No se trata, pues, de fórmulas Únicas en el modo de 
operar de la policía, pues ello puede variar de caso en caso. En todo momento la 
situación ha de ser abordada protesionalmente, con la mejor técnica policial, y los 
abusos cometidos han de determinarse a posteriori. Por ello, es que tampoco quiere 
decir la Sala que cualquier asunto público haya de derivar en manifestaciones que 
entorpezcan el libre transito y ocupaciones ordinarias de personas que por cualquier 
motivo no estén involucradas en ello, sino simplemente que el derechc a disentir no 
puede reducirse a un sentimiento íntimo que no pueda trascender o hacerse manifiesto 
y que impida algo como "las manifestaciones" que tienen que ver con este recurso, 
pues eso sería prácticamente dejar sin contenido un derecho a expresarse en público y 
sin violencia sobre los asuntos más importantes, aqueiios que tienen que ver sobre lo 
que entendemos como un futuro mejor o más feliz para nuestra sociedad. Como 
corolario de lo anterior, ha de tolerarse en estos casos, el mal menor de una protesta y 
no el mal mayor de un  disturbio, por una apresurada y desmedida actuación de la 
autoridad. 

Error! Unknown switch argument..- Sobre la detención que sufrieron los 
amparados, el recurrido no ha informado expresamente a la Sala, pero de la lectura de 
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su respuesta se infiere que no han sido formulados cargos que ameritaran actuación de 
la justicia penal en el caso. Y según se ha tenido por probado en esta sentencia, hubo 
agresión policial a personas que según se alega, transitaban por el lugar, siendo que se 
afectó la integridad física y emocional de las personas que se manifestaban en las 
inmediaciones de la Fuente de la Hispanidad, quedando, como se informó, detenidos. 
Todo lo anterior, con infracción de los artículos 22, 28 y 37 de la Constitución Política. 
En conclusiÓn, con la observación de que situaciones como las que están a la base de 
este recurso no las vivía el país en muchísimo tiempo, en aras de un señalamiento a la 
actuación equilibrada y debidamente orientada de las autoridades de policía, la Sala 
estima que el recurso debe ser declarado con lugar como en efecto se dispone. 

Por tanto: 



Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y 
perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se 
liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Comuníquese.- 

R. E. Piza E. 

Presidente 

Luis Fernando Solano C. 

Carlos M. Arguedas R. 

Susana Castro A. 

Eduardo Sancho G .  

José Luis Nolina Q. 

Alejandro Batalla B. 



Oscar Ai-évalo Solórzano 

Anexo 2 

Jurisprudencia Española. Extractos. 

Sentencia TC 66/1995, de 8 de mayo 1995 

En relación con la facultad de la autoridad gubernativa que venimos analizando, este 
Tribunal ha declarado que el deber de comunicación previsto en el art. 8 de la Ley 
Orgánica 9/1983 no constituye una solicitud de autorización -pues el ejercicio 
de ese derecho fundamental se impone por su eficacia inmediata y directa, sin 
que pueda conceptuarse como un derecho de configuración legal-, sino tan 
sólo una declaración de conocimiento a f in de que la autoridad administrativa 
pueda adoptar las medidas pertinentes para posibilitar tanto el ejercicio en 
libertad del derecho de los manifestantes, como la protección de derechos y 
bienes de titularidad de terceros, estando legitimada en orden a alcanzar tales 
objetivos a modificar las condiciones del ejercicio del derecho de reunibn e incluso a 
prohibirlo, sieinpre que concurran los motivos que la Constitución exige, y previa la 
realización del oportuno juicio de proporcionalidad. Igualmente hemos declarado que 
dicha actuación administrativa no es reconducible a ningún género de manifestación de 
autotutela, pues la imposición de condiciones excesivamente gravosas o la prohibición 
de! ejercicio de este del-echo es inrn2diatamente revisable (ar t .  11 de !a Ley Orgánica 
9/1983) por una; autoridad independiente e imparcial, como son los Órganos del Poder 
Judicial, a quienes, en maieria de protección de derechu:, fundanientales, la 
Constitución ha otorgado «la primera palabra» (STC 59/1990). 

E! derecho de reunión, s2gGn ha reiterado este Tribunal, es una manifestsción 
colectiva de la libertad de expresión ejercitada a través de una asociación 
transitoria de personas, que opera a modo de técnica instrumental puesta al 
servicio del intercambio o exposición de ideas, la defensa de intereses o la 
publicidad de problemas y reivindicaciones, y cuyos elementos configuradores 
son el subjetivo -agrupación de personas-, el temporal -duración transitoria-, 
el finalista -licitud de la finalidad- y el real u objetivo -lugar de celebración- 
(por todas, STC 85/1988). También hemos destacado en múltiples Sentencias 
el relieve fundamental que este derecho «cauce del principio democrático 
participativo>> posee, tanto en su dimensión subjetiva como en la objetiva, en 
un  Estado social y democrático de Derecho como el proclamado en la 
Constitución. Para muchos grupos sociales este derecho es, en la práctica, 
uno de los pocos medios de los que disponen para poder expresar 
públicamente sus ideas y reivindicaciones. 

No obstante, también hemos tenido ocasión de afirmar que, al igual que los demás 
derechos fundamentales, el derecho de reunión no 5s un derecho absoluto o ilimitado. 
El propio texto constitucional en su ar t .  21.2 establece explícitamente, como Iírnite 
específico al ejercicio de ese derecho fundamental, que ese ejercicio no puede producir 
alteraciones del orden público con peligro para personas y bienes. 
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En cuanto al contenido del límite previsto en el art. 21.2 CE, la «alteración del orden 
público con peligro para personas o bienes», debe advertirse de entrada que para 
delimitar su alcance no resulta ni necesario en la práctica ni correcto en el plano 
teórico, entrar a definir de modo abstracto y general el concepto de orden público. Esto 
es así porque el mentado precepto constitucional no se refiere genéricamente al orden 
público sin más, sino al orden público con peligro para personas o bienes y esta 
situación de peligro, como comprobaremos de inmediato, no es un  elemento adjetivo 
que simplemente modula o califica externamente un  concepto previo de orden público 
sino un  elemento sustantivo que define el contenido de ese concepto. 

En segundo lugar, y como consecuencia de lo dicho anteriormente, las concentraciones 
tan sólo pueden prohibirse, en aplicación del límite previsto en el art. 21.2 CE, cuando 
existan razones fundadas para concluir que de llevarse a cabo se producirá una 
situación de desorden material en el lugar de tránsito público afectado, entendiendo 
por ta l  desorden material el que impide el normal desarrollo de la convivencia 
ciudadana en aspectos que afectan a la integridad física o moral de personas o a la 
integridad de  bienes públicos o pri\!ados. Estos son los dos elenlentos que configuran el 
concepto de orden público con peligro para personas y bienes consagrado en este 
precepto constitbcional. Ciertamente, el normal funcionamiento de  la vida coiectiva, las 
pautas qce ordenan el habitual discurrir de la conviveficia social, puede verse alterado 
por  múlt iples factores, que a su vez pueden afecta: a cuest iot~es o bienes tan diversos 
come !a tranquilidáid, !a paz, !a securidad de los ciudadanos, el ejjercicic de  sus 
derechos o el normal funcionamiento de los servicios esenciales para el desarrollo de la 
vida ciudadana; sin errfbargo, sólo podrá entenaerse afectado el orden púbiico al que 
se refiere el rneritado precepto constitucional cuando el desorden externo en ia calle 
ponga en peligro la integridad de personas o de bienes. 

Aplicando estas premisas al caso de las concentraciones que afectan a la 
circulación de vehículos por las vías de tránsito público lo  primero que cabe 
afirmar es que sólo en supuestos muy concretos podrá concluirse que la 
afectación del tráfico conlleva una alteración del orden público con peligro 
para personas o bienes. Es cierto que la paralización del tráfico con la finalidad 
primordial d e  alterar la paz pública no constituye un objeto integrable en el derecho de 
reunión en lugares de transito público, cuyo objeto, como hemos expuesto 
anteriormente, es el intercambio y la comunicación pública de ideas y reivindicaciones. 
Sin emb~rgo ,  no es menos cierto que por su propia naturaleza el ejercicio de 
ese derecho requiere la utilización de los lugares de tránsito público y, dadas 
determinadas circunstancias, permite la ocupación, por así decir, i ns t r~men ta i  
de las calzadas. En suma, la ceiebración de este tipo de reuniones suele 
producir trastornos y restricciones en la circulación de personas y, por lo que 
aquí interesa, de vehículos que se ven impedidos de circular libremente por el 
lugar en el que se celebra la reunión (STC 59/1990). E n  una sociedad 
democrática, el espacio urbano no es sólo un  ámbito de circulación, sino 
también un  espacio de participación. Precisamente, para hacer compatibles estos 
dos usos de los lugares de tránsito público, el art. 21.2 CE ha establecido la exigencia 
de la comunicación previa al objeto de que los poderes públicos puedan adoptar las 
medidas preventivas necesarias para lograr esa compatibilidad. Concretamente desde 
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la perspectiva del art. 21.2 CE, para poder ~ r o h i b i r  la concentracibn deberá producirse 
la obstrucción total de vías de circulación que, por el volumen de tráfico que soportan Y 
por las características de la zona -normalmente centros neurálgicos de grandes 
ciudades-, provoquen colapsos circulatorios en los que, durante un período de t iempo 
prolongado, queden inmovilizados vehículos y se impida el acceso a determinadas 
zonas o barrios de la ciudad por imposibilidad de que la autoridad gubernativa habilite 
vías alternativas de circulación. En estos supuestos de colapso circulatorio con 
inmovilización e imposibilidad de acceso a determinadas zonas por inexistencia de vías 
alternativas, como se di jo en la citada STC 59/1990, puede resultar afectado el orden 
público con peligro para personas o bienes si, por ejemplo, resulta imposibilitada la 
prestación de servicios esenciales con incidencia en la seguridad de personas o bienes, 
como son los servicios de ambulancias, bom bercs, policía o urgencias médicas. 

Así, pues, no cualquier corte de tráfico o invasión de calzadas producido en el curso de 
una manifestación o de una concentración puede incluirse en los límites del art. 21.2 
CE. Para poder restringir el ejercicio del derecho de reunión deberán ponderarse, caso 
a caso, todas las circunstancias específicas concürrentes en cada una de las reuniones 
que pretendan Ilevarse a cabo al objeto de determinar si efectivamente existen 
razones fundadas para creer que el colapso circulatorio tendrá las características y los 
efectos antes descritos. Por ello no puede admitirse, como bien advierte la recurrente, 
la afirmación genérica de que determinadas calles o zvnas de una ciudad no son 
idóneas para el ejercicio de! derecho de manifestación o de reunión debido a la 
densidad de tráfico que circula por ellas por término medio. Para prohibir !as reuniones 
no puede invocarse una genérica confiictividad circulatoria, ya que, incluso en esas 
zonas de densa circulación, pueden darse casos en los que las circunctaricias 
específicas de las reuniones convocadas -por ejenlplo, la hoi-a, s l  carácter festivo del 
día, el previsible escaso número de asistentes o la garantía de no obstrucción 
proloriyada de caizadas- lleven a la conviccibn de que no existen razones fundadas Se 
que iii reunión va a producir un cclapsu circulatorio que altere el orden público cor: 
peiigro para personas o bienes. 

La autoridad gubernativa debe arbitrar las medidas adecuadas para garantizar que las 
concentraciones puedan llevarse a cabo en los iugares y horas programados sin r;oner 
en peligro el orden público; desviando, por ejemplo, el tráfico por otras vías o 
~ r o h i b i e n d o  la ocupación prolongada de las calzadas y disponiendo los instrumentos 
necesarios para hacer efectiva tal prohibición. Sólo podrá restri ngirse el ejercicio del 
derecho de  reunión cuando estas medidas preventivas resulten imposibles de adoptar, 
o sean infructuosas para alcanzar el fin propuesto -por ejemplo porque no permitan 
hacer accesible la zona afectada-, o sean desproporcionadas 

En realidad, en ciertos tipos de concentraciones el lugar de celebración es 
para los organizadores la condición necesaria para poder ejercer su derecho 
de reunión en lugares de tránsito pública, puesto que del espacio físico en el 
que se desenvuelve la reunión depende que el mensaje que se quiere 
transmitir llegue directamente a sus destinatarios principales. Esto acontece, 
por ejemplo, en los supuestos en los que los reunidos pretenden hacer llegar 
sus opiniones o sus reivindicaciones, no sólo a la opinión pública en general o 
a los medios de comunicación, sino muy particularmerite a determinadas 
entidades o, mejor, a determinadas personas que ocupan cargos en las 
mismas. La posibilidad de realizar la concentración en un lugar próximo a la 
sede de las entidades afectadas y en un horario de trabajo se convierte, en 
estos casos, en factores determinantes a la hora de ejercer el derecho de 
reunión. 


